
El recuerdo de la gran aventura colectiva 
que fue la Comisión de Inversiones y 
Desarrollo Económico (CIDE) —que produjo 
el primer plan nacional de desarrollo 
económico y social hace ya cincuenta años— 
y que tuve el honor de dirigir técnicamente, 
nos motivó a proyectar un ejercicio de 
pensamiento del futuro del país que hemos 
denominado Reflexiones.

Esta obra es la continuación de aquel 
esfuerzo, sumando mis propias experiencias 
personales, de medio siglo trabajando 
en Uruguay y en el exterior, al trabajo 
previo de un centenar de especialistas y al 
diálogo que hemos mantenido con núcleos 
representativos del pensamiento nacional en 
algunos de los temas económicos y sociales. 

Este conjunto de consideraciones personales son además el producto de un 
diálogo intenso con Leo Harari y Mario Mazzeo, quienes fueron parte del equipo 
que coordinó el Proyecto «Uruguay+25».

Aunque estas reflexiones dejan mucho por tratar, aspiro a que abran espacios 
para continuar pensando. Si al menos contribuyeran para que la sociedad política 
pusiera la atención en los cincos grandes acuerdos nacionales que proponemos en 
la tercera parte del libro, creo que se habría hecho una contribución para el futuro 
de nuestra sociedad, nuestra democracia y nuestro progreso económico y social.

Lo hago como un aporte sin banderas, motivado por el agradecimiento 
que siento hacia esta sociedad que me permitió tener una vida plena y rica de 
oportunidades, con la esperanza de hacer una modesta contribución al debate 
nacional para el Uruguay que se construye hoy pensando en las generaciones 
venideras.

Enrique V. Iglesias
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Presentación

Hace cincuenta años se lanzaba en nuestro país el primer plan nacional de 
desarrollo económico y social elaborado por la Comisión de Inversiones y 
Desarrollo Económico (CIDE) que tuve el honor de dirigir técnicamente. El re-
cuerdo de aquella aventura colectiva de decenas de especialistas y técnicos 
nacionales y extranjeros de distintas profesiones y con un amplio y generoso 
apoyo de la cooperación internacional nos motivó a pensar desde la Funda-
ción Astur en la oportunidad de realizar un ejercicio de pensamiento acerca 
del futuro del país que hemos denominado sencillamente Reflexiones.

Por supuesto que las condiciones económicas, sociales y políticas no son las 
mismas ni tampoco es nuestra aspiración recorrer iguales caminos. Se trata, 
simplemente, de poner a pensar a un conjunto de personas, especialmente 
de las nuevas generaciones, sobre la situación actual del país y sus perspec-
tivas de futuro, apuntando a un conjunto de reformas estructurales que pu-
dieran consolidar los logros del presente y acelerar el crecimiento económico 
y el progreso social.

Con este espíritu hemos publicado un primer libro1 que resume el trabajo de 
cerca de un centenar de especialistas que abordaron los grandes temas de 
política económica y social para aproximarse a una visión programada del 
futuro del país.

El libro que hoy presentamos a la opinión pública es la continuación de aquel 
esfuerzo, sumando mis propias experiencias personales en los últimos cin-
cuenta años trabajando en Uruguay y en el exterior, a lo que se le agrega el 
diálogo que hemos mantenido con núcleos representativos del pensamiento 
nacional en algunos de los temas económicos y sociales.

Este conjunto de reflexiones personales es, además, el producto de un diálo-
go intenso con Leo Harari y Mario Mazzeo quienes fueron parte del equipo 
que coordinó el libro Uruguay+25, colaboradores a quienes debo reconocer-
les la dedicación y el compromiso con la iniciativa.

1	 Leo Harari, Mario Mazzeo y Cecilia Alemany (coords.), Uruguay+25. Documentos de investigación, 
Montevideo, Ediciones Trilce, 2014.
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He organizado estas reflexiones en cinco partes. En la primera, a partir de bre-
ves consideraciones sobre el acontecer económico de las últimas décadas, he 
procurado destacar los logros del país en materia de estabilidad económica y 
crecimiento de los últimos quinquenios. Ganancias sociales y consolidación de 
la vida democrática. Comparado con otros países de la región, Uruguay exhibe 
en todos esos campos logros que dan cuenta de una sociedad relativamente 
homogénea que valora los avances democráticos y los beneficios sociales, que 
desde muy temprano en el siglo pasado empezaron a constituir el objetivo 
de todas las dirigencias políticas. He incorporado los puntos de vista de dos 
instituciones: la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) y la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), eva-
luando algunos de los activos que puede exhibir hoy con ventaja la sociedad 
uruguaya. En el mismo orden de ideas, procuré indagar cuáles podrían ser los 
grandes objetivos de nuestra sociedad mirando a su futuro. Si bien el Uruguay 
suele privilegiar más la seguridad que el riesgo, queda en evidencia que en el 
mundo moderno los paradigmas económicos deben asignar renovadas prio-
ridades a la educación, la tecnología y la innovación, para lo cual se requieren 
fuertes políticas de productividad y cambios institucionales en el Estado y sus 
lineamientos y también en las actitudes y las acciones del sector privado. Para 
que ambos esfuerzos tengan sentido y sean compatibles es preciso generar 
mecanismos de participación popular que permitan de esa forma facilitar 
la aceptación de los cambios y al mismo tiempo sostener la plena vigencia 
de la democracia en el país. Por eso es que en la primera parte discurrimos 
brevemente sobre algunas de las lecciones que ha dejado la experiencia de 
la búsqueda del desarrollo en el mundo y en América Latina. Seguidamente, 
intentamos responder a tres preguntas sobre la sociedad a la que aspiramos 
a llegar, el paradigma económico que tiene más posibilidades de consolidarse 
y el patrimonio que debe dejar esta generación a las que se sucederán. Son 
aproximaciones muy generales que procuran apuntar a las preguntas que una 
sociedad como la uruguaya deberá responder sin alterar su homogeneidad ni 
su adhesión a los principios de libertad y democracia política.

En la segunda parte he tomado para la reflexión algunos de los grandes de-
bates que fueron relatados en el libro Uruguay+25, en especial los problemas 
fundamentales de la educación, la construcción de una economía producti-
va, diversificada e inclusiva, la ampliación de los objetivos sociales, la difícil 
y dinámica relación entre el Estado, el mercado y la sociedad y los grandes 
desafíos de nuestra inserción internacional.

En la tercera parte he arriesgado proponer un conjunto de cinco acuerdos 
muy inspirados en las reflexiones precedentes. Soy consciente de que estos 
pactos solo son viables si somos capaces de mantener una política macroeco-
nómica estable y balanceada que permita a los gobiernos tomar decisiones 
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con amplio apoyo popular y al sector privado tomar las suyas dentro de un 
clima de estabilidad y previsibilidad.

En una cuarta reflexión me permití hacer un llamado especial al papel de la 
cultura. A lo largo de toda mi vida personal y profesional he estado conven-
cido del rol fundamental que tiene la cultura para el desarrollo económico y 
social de nuestras sociedades y además comprometido con su promoción. 
Por eso abogo por dar una prioridad especial a la defensa de los valores cul-
turales y a la instrumentación de políticas culturales amplias que permitan 
sostener la identidad de nuestra sociedad y fomentar la creatividad que se 
ha puesto de manifiesto en los casi dos siglos de construcción de un país 
libre, democrático y progresista. Finalmente, a modo de conclusión hago un 
intento de mirar más lejos.

No tengo dudas de que muchas de estas reflexiones son compartidas por la 
mayoría de nuestra gente. También estoy seguro de que en la discusión de 
ellas hay mucho campo para la coincidencia política.

Hay dos puntos que me llevan a esas conclusiones. El primero es que todas 
las vertientes políticas han sido en algún momento gobierno y en otros opo-
sición, conocen por tanto la mecánica del poder y sus complicaciones en una 
sociedad de crecientes clases medias, con nuevas aspiraciones, nueva capaci-
dad de expresarse y fuerte adhesión a las libertades democráticas. Pero tam-
bién, en segundo lugar, el país ha conocido los costos de la desestabilización 
económica y el estancamiento. Las desestabilizaciones macroeconómicas 
que condujeron en su momento a devaluaciones, inflación, crisis de balance 
de pagos y desempleo, recuerdan el costo que tiene ignorar la necesidad de 
resguardar esos equilibrios, sobre los cuales siempre es posible sostener nue-
vos logros sociales. Fuera de los balances macroeconómicos hay destrucción 
del crecimiento, avances de la erosión de la estabilidad política. Por eso, es 
fundamental mantener esos equilibrios para poder cambiar y crecer abrien-
do el campo a beneficios sociales sostenibles.

También he conocido los períodos de pérdida de las libertades políticas, 
afortunadamente no muy extensos en el tiempo. Pienso que nos han dejado 
claras lecciones que las nuevas generaciones deben conocer para que com-
prendiendo sus costos, eviten caer en nuevas aventuras autocráticas. Como 
se ha dicho, la democracia es el menor de los males y en ella siempre se pue-
de cambiar. Fuera de ella solo hay pérdidas de la libertad, con enfrentamien-
tos y costos que es difícil superar.

Quisiera mencionar los cambios que se están dando en el escenario interna-
cional en los últimos tiempos. Estos cambios, que se generan en ajustes en 
los países con los cuales América Latina tiene lazos comerciales y financieros 
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crecientes, están afectando las tasas de crecimiento de la última década, pro-
vocando la depreciación de las monedas nacionales y creando perspectivas 
de un mayor desempleo. Estos factores afectan a nuestro país. A diferencia 
del pasado tenemos mejores defensas y experiencias abundantes para en-
frentar la coyuntura. El desafío será mejor administrado y con menores costos 
económicos y sociales si es abordados con relaciones inteligentes y coopera-
tivas entre Estado, empresa y trabajo. Estoy convencido que un compromiso 
con las reformas que demanda el largo plazo de nuestra economía, como se 
aconseja en estas páginas, fortalecerá la confianza de los ciudadanos y con 
ello las políticas de estabilización.

Aunque estas reflexiones dejan mucho por tratar, aspiro a que abran espacios 
para continuar pensando. Si al menos fueran útiles para que la sociedad po-
lítica pusiera el acento en los cincos grandes acuerdos que proponemos en 
la tercera parte del libro, creo que se habría hecho una contribución para el 
futuro de nuestra sociedad, nuestra democracia y nuestro progreso econó-
mico y social.

Estoy convencido de que en Uruguay estos objetivos son posibles. Tenemos 
una clase política madura y una sociedad civil con múltiples niveles de or-
ganización y larga experiencia. Está vigente y es ampliamente respetada la 
libertad de expresión; vivimos en un territorio sin obstáculos naturales in-
salvables y tenemos una población con un nivel relativo de educación y ho-
mogeneidad, todo lo cual permite pensar que se puede lograr una amplia 
comprensión y participación en lo que serán estos pactos nacionales para el 
desarrollo futuro del país.

Reitero que lo hago como una reflexión sin banderas, motivado por el agra-
decimiento que siento hacia esta sociedad que me permitió tener una vida 
plena y rica de oportunidades, con la esperanza de hacer una modesta con-
tribución al debate nacional para el Uruguay que se construye hoy pensando 
en las generaciones venideras.



Parte I

Reflexiones sobre medio siglo de 
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1. 	 Las turbulencias económicas  
de la posguerra

Muchas veces me han preguntado cómo es que Uruguay se posiciona positi-
vamente en la comparación regional, tanto en los indicadores sociales como 
en la calidad ambiental, tanto en la seguridad y la cohesión social como en 
la fortaleza de la democracia. Siempre respondo que un aporte esencial fue 
la temprana estructuración, en el siglo XIX, de una educación gratuita, laica 
y obligatoria, que nos dio un compromiso muy importante con la sociedad. 
Desde hace más de un siglo, Uruguay ha demostrado preocupación por los 
temas sociales y los derechos civiles. Suprimió la pena de muerte en 1907, fue 
el primero en ocuparse de las pensiones a la vejez en la segunda década del 
siglo XX, aprobó abundante legislación laboral y en 1938 instituyó el voto de 
la mujer. También menciono el activo movimiento sindical capaz de mante-
ner vivos los derechos del trabajador y el diálogo con el resto de la sociedad, 
y la construcción temprana de una democracia que, con pocas malas inte-
rrupciones autoritarias, predominó en el país en los últimos cien años.
El ciclo económico mientras tanto enfrentó variadas etapas influidas por fac-
tores tanto internos como externos. Pero a mediados de la década de los cin-
cuenta del siglo pasado el Uruguay empezó a padecer serios problemas eco-
nómicos, en el fondo de los cuales estaba la disminución de los dividendos 
económicos de la guerra mundial y el estancamiento productivo, con una 
productividad baja y decreciendo, con un balance de pagos deficitario que 
conducía al endeudamiento y la pérdida de reservas, con falta de ahorro e 
inversión, con inflación y desocupación en alza. Era una crisis de crecimiento 
pero también de ideas, que produjo repercusiones muy fuertes en diversos 
ámbitos de la sociedad, entre ellas el triunfo electoral del Partido Nacional 
en 1958 luego de casi un siglo de predominio del Partido Colorado, las mo-
vilizaciones sociales del Ruralismo y los sindicatos, las luchas por la reforma 
universitaria.
La reforma monetaria y cambiaria llevada adelante por el ministro de Hacien-
da de ese nuevo gobierno blanco, Juan Eduardo Azzini, fue objeto de acalo-
rados debates en los partidos políticos y la opinión pública, y hubo muchas 
discusiones en los medios académicos, pero fue un paso importante para 
salir del estancamiento y de la crisis en que estuvo la economía del país en la 
década de los cincuenta, y para vincularse a la cooperación internacional, a 
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los organismos de financiamiento. La reforma fue muy discutida pero desde 
el hoy se nos aparece como un paso visionario, adelantándose en el tiempo a 
políticas que luego se adoptaron en la región, como una racionalización del 
funcionamiento del sistema de precios para asegurar una mejor asignación 
de los recursos productivos.
En la década de los sesenta, lo regional e incluso lo internacional no eran 
temas que dominaran el debate interno, pero la creación de la Comisión de 
Inversiones y Desarrollo Económico (CIDE) estuvo vinculada, sin duda, a la 
situación planteada en América por la revolución cubana. John F. Kennedy 
gana las elecciones en Estados Unidos en noviembre de 1960, asume en ene-
ro de 1961, y en marzo lanza la Alianza para el Progreso, en clara respuesta al 
impacto social y político de la revolución cubana. Kennedy llamó al econo-
mista argentino Raúl Prebisch, que convocó a un grupo donde estaban Celso 
Furtado, Rosenstein Rodas y otros. Esto fue lo que permitió dar una mayor 
oportunidad a las ideas de la CEPAL, que ya estaban diseminadas en América 
Latina desde la década anterior por la figura relevante de Prebisch.
En la génesis de aquel paradigma cepalino se encuentran la crisis de 1930 y la 
desconfianza en el mercado, la influencia del pensamiento y las experiencias 
de Keynes y la del pensamiento socialista, la demanda social por un papel 
creciente del Estado, y ciertos resultados visibles de algunas políticas de de-
sarrollo llevadas a cabo en América Latina, especialmente por los bancos de 
desarrollo.
El informe realizado por Prebisch en 1949 a la CEPAL sobre la realidad econó-
mica de América Latina tuvo un impacto muy importante en todo el conti-
nente. En el año 1950 aterrizó en la Facultad de Ciencias Económicas, en la 
cátedra de Economía II, que estaba a cargo del ilustre y recordado profesor 
Luis Faroppa. El informe nos introdujo a otra visión de la economía latinoa-
mericana, que tomaba distancia del predominante pensamiento neoclásico, 
y nos acercaba a una mirada de la realidad económica y social más vinculada 
a nuestras vivencias diarias. Descubrimos América Latina. De esas inquietu-
des surgió la generación universitaria que integraría más tarde los equipos 
técnicos de la CIDE.
En América Latina, el Estado planificador, interventor, comprometido con 
el desarrollo y la protección social, surge como respuesta a la crisis de los 
años treinta, al derrumbe de los mercados internacionales que recibían las 
exportaciones de productos primarios, básicas en estos países. Ante la impo-
sibilidad de obtener divisas para importar los bienes de capital y productos 
manufacturados necesarios para sus economías, se intentó producir local-
mente los productos ausentes. La creación de la Corporación de Fomento de 
la Producción en Chile, y de la Nacional Financiera en México, en esa déca-
da, fueron expresiones visibles de las políticas de industrialización surgidas 
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como respuesta al agotamiento del modelo exportador de desarrollo y a las 
escaseces que generó la guerra.
La creación de la CEPAL y sus reflexiones iniciales fueron, en verdad, una ra-
cionalización de esas políticas. Esta nueva estrategia de crecimiento hacia 
adentro requería del Estado nuevos instrumentos arancelarios, tributarios, 
cambiarios, crediticios y fiscales, favorables al sector industrial. También se 
hacían imprescindibles cambios institucionales en los ministerios, creando 
oficinas de planeamiento. A su vez los grupos sociales impulsados por este 
proceso plantearon nuevas demandas de salud, educación y seguridad so-
cial, así como de desarrollo urbano, que también debían ser financiadas por 
el Estado. Todo esto configuró una amplia administración pública, a la que se 
destinaron crecientes recursos.
Prebisch consideraba que había una «insuficiencia dinámica» en la economía 
latinoamericana que expresaba una crisis profunda de la fase de desarrollo 
iniciada tras la depresión mundial de los años treinta. Asimismo creía que en 
la economía latinoamericana había fuerzas expansivas considerables, pero 
que estaban frenadas por una constelación desfavorable de factores internos 
y externos. Los externos hacían referencia a las relaciones asimétricas entre 
los centros industrializados y la periferia en vías de desarrollo, al deterioro 
de los términos del intercambio y los desniveles tecnológicos existentes. En 
cada país Prebisch veía fallas en los sistemas de tenencia y uso de la tierra, 
una industrialización fragmentada e ineficiente, un continuo crecimiento de 
la mano de obra redundante. Pero había una mirada optimista sobre el fu-
turo, basada en el potencial de ideas y políticas que se derivaban de la pla-
nificación del desarrollo. Se creía en un diálogo —son palabras del mismo 
Prebisch— para un consenso pragmático que condujera a la acción inaplaza-
ble. El ideario tuvo un gran impacto en la juventud estudiosa y en los líderes 
públicos del momento. 
En lo personal tengo presente que otra influencia importante para el desarro-
llo de mi pensamiento provino del dominico Louis-Joseph Lebret, de su mira-
da humanista sobre la economía, pensándola en función de los hombres, a su 
servicio, introduciendo la ética en un lugar donde otros la menospreciaban.
Lebret visitó América Latina en las décadas de los cuarenta y de los cincuen-
ta, creando grupos de investigadores sobre la realidad social, uno de cuyos 
resultados visibles en Uruguay fue la fundación del Centro Latino Americano 
de Economía Humana (CLAEH). También participó, como representante del 
Vaticano, en conferencias de la ONU, y aportó sus ideas sobre el desarrollo 
para diversas encíclicas e importantes documentos de la Iglesia, con Juan 
XXIII y Pablo VI. Lebret decía que cada ser humano, rico o pobre, tiene en sí las 
semillas de su desarrollo, y es una obligación ética trabajar para ayudar a su 
crecimiento. Como el buen samaritano, sabía distinguir a su prójimo.
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Con este bagaje llegué a la experiencia de la CIDE en 1961, que fue una ten-
tativa de mirar al país a mediano y largo plazo. Además de considerarse que 
la planificación era la solución, estaba claro que era la forma de acceder a 
la cooperación internacional y al financiamiento externo. Cuando se reunió 
en Punta del Este el Consejo Interamericano Económico y Social (CIES), que 
invitaba a los países a sumarse a esa oportunidad a partir de la preparación 
de los planes nacionales de desarrollo, el ministro Azzini me incorporó a la 
delegación uruguaya. Esto me dio la oportunidad de participar en los de-
bates y conocer a personalidades históricas de la política latinoamericana. 
Uruguay fue el primer país en comprometerse con la programación de un 
Plan de Desarrollo suscribiendo un acuerdo de cooperación OEA-CEPAL y BID 
(Cooperación Uruguay 1).
Después fui invitado por Azzini a dirigir técnicamente la Comisión que re-
dactaría el primer plan de desarrollo (CIDE). Comenzamos por producir un 
diagnóstico sobre las causas del estancamiento productivo del país. Elaborar 
estadísticas económicas y financieras para cuantificar los problemas fue una 
tarea casi épica; habíamos vivido medio siglo sin tener censo de población ni 
cuentas nacionales. El precio de la lana marcaba el humor del país. En 1963 se 
dio a conocer el diagnóstico (Estudio económico del Uruguay) que fue amplia-
mente debatido con todos los sectores políticos, con empresarios y sindica-
tos y con la opinión pública, y sobre esa base se elaboró el Plan de Desarrollo. 
El impacto fue importante a todos los niveles. Sirvió para tomar conciencia 
de los problemas nacionales y como preparación para dar el paso desde el 
plan como idea al plan como instrumento formal de decisiones públicas y 
privadas, legitimando las etapas siguientes de los trabajos de la Comisión.
En 1964 el Poder Ejecutivo institucionalizó a la CIDE, encargándole la elabo-
ración de un plan de desarrollo, que vería la luz al año siguiente. Adolfo Gar-
cé en su libro Ideas y competencia política en Uruguay (Ediciones Trilce, 2002) 
analiza el proceso de la CIDE y recuerda que el trabajo final de redacción del 
plan tuvo como resultado seis voluminosos tomos, «mucho más de lo que 
Azzini tenía en mente cuando propuso que se formularan “planes orgánicos 
de desarrollo”».
Este Plan Nacional de Desarrollo Económico y Social, elaborado para el dece-
nio 1965-1974, tuvo como referencia fundamental la metodología de la plani-
ficación indicativa vigente en Francia, en esos años un instrumento poderoso 
para imponer orden y racionalidad en las decisiones y en las acciones públi-
cas y privadas. Se trataba de un conjunto de reformas estructurales concu-
rrentes cuya filosofía era incrementar la productividad en todos los sectores 
para lograr una expansión agresiva hacia el exterior. ¿Cómo? Mediante una 
reforma agraria, una promoción industrial selectiva, reformas administrativa 
y tributaria, regulación pública del sistema financiero por el Banco Central 
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a crearse, desarrollo de una banca de fomento, inversión en infraestructura, 
fuertes políticas sociales y amplios acuerdos para frenar la pugna redistributi-
va que alimentaba la inflación. No era poca cosa para aquel Uruguay.
Las ideas de la CIDE fueron permeando diversos sectores de la realidad nacio-
nal, comenzando por sus repercusiones concretas en la Constitución de 1966 
y en numerosas leyes y reformas que siguieron. Pero se produjo un fuerte 
choque entre esas ideas y las realidades económicas, entre los grandes obje-
tivos del largo plazo y los apremios e influencias del corto plazo, como las po-
líticas de estabilización y las negociaciones con los organismos financieros. 
Fue un período particularmente complejo de la vida del país, tanto en lo eco-
nómico como en lo político; fueron experiencias difíciles y traumáticas pero 
que, con un elevado costo social y político, fueron marcando las bases de una 
mayor racionalidad en la conducción de las políticas económicas y sociales.
Como conclusión es válido lo que plantea Adolfo Garcé en su artículo del li-
bro Uruguay +25. Documentos de investigación, donde sostiene que «no cuajó 
la coalición desarrollista», pero quedó «un amplio legado en varios planos: 
producción de información y conocimiento por parte de los grupos sociales, 
renovación de las ideologías partidarias, reformas en las políticas públicas y 
modernización de las estructuras del Estado».2

2	 Adolfo Garcé, «La experiencia de la CIDE: historia, legado, lecciones y recomendaciones», en Uru-
guay+25, ob. cit.
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2. 	 Un país en construcción 

Como parte de ese proceso de diagnosis y planificación, en 1966 analizá-
bamos la sociedad uruguaya3 como una comunidad pequeña, sometida a 
una peligrosa tendencia al envejecimiento caracterizada por tres rasgos 
que operaban negativamente para enfrentar los objetivos del desarrollo: 
«un acentuado conservatismo, que se proyecta como una resistencia gene-
ralizada al cambio y, en lo político, un freno a la penetración de las jóvenes 
generaciones en el movimiento político»; «un excesivo peso del ideal de 
seguridad que neutraliza los impulsos dinámicos de muchos sectores de 
la comunidad»; «un excesivo espíritu crítico con tendencia al pesimismo, 
que estimula un exceso de dialéctica infecunda en términos de progreso 
material, una resistencia de muchos grupos dirigentes a comprometerse 
con el futuro del país».

Para Carlos Real de Azúa toda reforma social ambiciosa —y él hablaba de 
las primeras tres décadas del siglo XX— produce cantidades industriales de 
conservadores, gente satisfecha con sus logros. En este país, aseguraba, se 
creó una tradición nacional de facilidad y un cierto hedonismo, hubo proce-
sos de movilidad social ascendente («por lo menos de la clase baja a la clase 
media») y se alimentó la creencia de que era posible salvarse sin cambios 
sociales radicales.4

Medio siglo después estos análisis podrían suscribirse en gran parte, pero no 
se puede poner en duda de que pese a esos frenos la sociedad logró impor-
tantes cambios.

Hoy, mirar adelante y proponerse nuevos objetivos no debe hacernos per-
der de vista lo logrado en este medio siglo, apreciando lo construido y eva-
luando que detrás de ello ha habido ingentes sacrificios. No fue fácil, tuvi-
mos muchas veces fracasos y frustraciones, y una paciente elaboración de 
sistemas políticos que por cierto no son perfectos, y siguen evolucionando, 
pero en muchos países de la región son aún objetivos a conquistar. Tenemos 
una larga historia de migraciones erráticas entre paradigmas antagónicos: 
keynesianismo o liberalismo, mercado o Estado, apertura total e inmediata 
o proteccionismo a ultranza, dimensión social de la propiedad o su asiento 

3	 Enrique Iglesias, Uruguay: una propuesta de cambio, Montevideo, Alfa, 1966, p. 28.
4	 Carlos Real de Azúa, Partidos, política y poder en el Uruguay (1971-Coyuntura y pronóstico), Monte-

video, Universidad de la República/Facultad de Humanidades y Ciencias, 1988, pp. 32 y 137. 
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dominante en intereses privados apartados de esa lógica, democracia o re-
presión de las libertades.

Con éxitos y fracasos, con crisis muy duras y también con logros, llegamos a 
coincidencias e hicimos aprendizajes en todos los escalones. Uno de estos 
fue el de la importancia de lo político en la lucha por el desarrollo econó-
mico. A veces, en las visiones técnicas nos olvidamos de tomar en cuenta 
las limitaciones que imponen la racionalidad política y la social frente a las 
lógicas que surgen de los planteos tecnocráticos. Cedemos, como decía Ul-
rich Beck, al «hechizo despolitizador» de la mirada economicista. El proceso 
de desarrollo no se realiza en el vacío, sino en determinado contexto políti-
co y social: las políticas tienen posibilidades de éxito si se hacen aceptables 
para las grandes mayorías.

Un logro esencial es que a nivel regional se experimenta hoy, luego de mu-
chas luchas, la más amplia y extendida ola democratizadora de su historia, 
en la que han estado ganando gran espacio las libertades políticas y los 
derechos humanos de primera generación. Ciertamente que no en todas 
las latitudes, y con serios defectos en algunos casos. Pero se está superando 
un déficit crónico de estas sociedades con la reducción del autoritarismo, 
el clientelismo, el amiguismo o nepotismo, expresión concreta de la «cap-
tura» de las instituciones y políticas públicas por intereses particulares, una 
privatización perversa del Estado que deriva en corrupción, que cambia la 
eficiencia por el rentismo y la especulación, atribuyendo a «fallas del merca-
do» la injusta distribución de los beneficios del crecimiento.

También la alternancia de los partidos en el gobierno es un indicador de con-
solidación, y lo serían una mayor transparencia y periódicas rendiciones de 
cuentas. Por supuesto que las acciones en estos campos no constituyen toda-
vía una realidad generalizada. Persisten los fenómenos de corrupción pública 
y privada, ahora más visibles por la vitalidad de las redes sociales, medios 
de comunicación muy presentes y una justicia más activa. En efecto, en los 
últimos tiempos ciertos casos de corrupción profunda y extendida en países 
de la región han despertado la acción de una vigorosa justicia que permite 
pensar que se saldrá de esta crisis con una sociedad más ética. En igual forma 
la democracia ganada tiene debilidades e imperfecciones que influyen en 
las tentaciones de perdurar en el poder o poner límites en las libertades de 
prensa, pero claramente ha habido avances luego de pasar por sangrientas y 
dolorosas dictaduras.

Falta mucho, y eso crea a veces cierta insatisfacción con el funcionamien-
to de la democracia, pero la región sigue valorizando la libertad al tiempo 
que lleva a plantearnos mayores exigencias, profundizándola en el campo 
económico y social. Para que la democracia sobreviva, se requiere una le-
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gitimación socioeconómica, que solamente provendrá de las respuestas a 
las demandas del conjunto de los ciudadanos y a una profundización de 
los valores democráticos que, más tarde o más temprano, habrán de im-
ponerse en toda nuestra región. En los últimos treinta años de vigencia de 
las instituciones democráticas en nuestro país se han creado las bases de 
condiciones económicas sensatas y se han superado muchas de las débiles 
políticas de los años precedentes, donde se vivió un período de lento cre-
cimiento y frecuentes crisis en sus condiciones macroeconómicas. En los 
últimos años, los resultados de esa buena gestión macroeconómica y una 
excepcional coyuntura internacional nos dieron un adecuado crecimiento 
muy por encima de la tendencia histórica.

Luego de décadas de correr detrás de los desequilibrios macroeconómicos 
se ha dado un gran avance en el manejo de esas variables hacia objetivos 
de solidez, orden y estabilidad. Esto ha contribuido a facilitar la llegada de 
inversiones en un grado importante. Dieciséis mil dólares per cápita en el 
año 2014 atestiguan lo realizado, aunque queda mucho por hacer en la am-
pliación de las bases del crecimiento y los logros sociales, especialmente en 
la equidad y distribución.

Se redujo la desocupación, con un aumento notorio de la formalización del 
empleo. Mejoraron los ingresos y fueron aprobadas diversas leyes de pro-
tección a los trabajadores. Hubo progresos en la relación entre las políticas 
sociales y el sistema económico, una sinergia que es muy complicada y que 
en ninguna parte está resuelta definitivamente. Se redujeron la pobreza y la 
indigencia, y se trabajó por la inclusión de esos sectores, con un mayor acce-
so a la educación y a la salud. Hubo diversas políticas de derechos humanos, 
como aquellas tendientes a corregir las desigualdades étnicas, de género 
y por edades, contribuyendo a la cohesión social, cuyos resultados podrán 
medirse en un futuro no muy lejano. Es apreciable el importante grado de 
tolerancia y convivencia que caracteriza a esta sociedad, en comparación con 
la región, aunque queda camino por recorrer para equipararnos con las so-
ciedades más avanzadas.

Existe una mayor conciencia social por la calidad ambiental, sobre la que 
hay una atención creciente de la política pública. Han mejorado las cifras 
que miden objetivamente el bienestar, y en la sociedad han crecido tanto 
la satisfacción y la confianza como las expectativas, pero persisten fuertes 
desafíos en algunas áreas, como la pobreza infantil, la calidad educativa, la 
retención de los alumnos en algunos tramos de secundaria, y la seguridad 
personal, entre otros.

Es muy positivo que las nuevas generaciones miren hacia delante, renueven 
sus aspiraciones y se propongan nuevos objetivos. Pero es también impor-
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tante que no pierdan de vista lo logrado, aprecien ese capital de la sociedad, 
y valoren los sacrificios que mediaron para obtenerlo, comprometiéndose 
con lo que habrá que hacer para construir la sociedad dinámica, creativa y 
más justa que todos queremos: las viejas y las nuevas generaciones.
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3. 	 Una visión del Uruguay  
desde el exterior

Para apreciar lo que el país ha logrado es bueno referirse a la visión que se 
tiene desde el exterior. Cuando miramos al Uruguay desde su territorio, co-
rremos el riesgo, por una parte, de perder de vista el bosque, es decir de no 
percibir los contextos mundiales y regionales que tanto condicionan a un país 
pequeño como el nuestro. Por otra parte, nos exponemos a los peculiares ses-
gos de las valoraciones parciales, a nuestro tradicional espíritu crítico, al pesi-
mismo y al negativismo con el que solemos medirnos fronteras adentro. Por 
eso es importante, a veces, mirar desde lejos, o analizar cómo nos ven otros.

Una de esas visiones desde el exterior la proporciona un estudio conjunto 
de 2014 de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE) y de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe de Nacio-
nes Unidas (CEPAL).5

Este trabajo, cuando se refiere a desarrollo, lo hace en una acepción amplia, 
tomando en cuenta las mejoras de ingresos y de condiciones materiales, y 
también las que se puedan producir en el bienestar de la población: «El cre-
cimiento es tan solo un medio para conseguir un fin: la mejora sostenible y 
equitativa de la vida de las personas». Para ellos el significado del concepto 
«bienestar» está sujeto a interpretación, pero hay elementos que son univer-
sales, como la capacidad para cubrir las necesidades básicas, la libertad de 
perseguir los objetivos personales y el experimentar un alto grado de satis-
facción general con la vida propia.

Partiendo de este concepto, el estudio toma en cuenta las condiciones ma-
teriales como ingresos, riqueza, empleo y vivienda, y las que refieren a cali-
dad de vida, salud, educación, el apoyo en las conexiones sociales, el balance 
vida-trabajo, el compromiso cívico y la gobernanza, la calidad medioambien-
tal, la seguridad personal y el bienestar subjetivo.

Para la OCDE/CEPAL las condiciones materiales en Uruguay son relativamente 
buenas. El ingreso nacional bruto (INB) per cápita se triplicó en dos décadas, 
siendo hoy uno de los más elevados de la región. Esta mejora de ingresos 

5	 «Evolución económica y evaluación de los resultados de bienestar» en OCDE/CEPAL, Estudio multi-
dimensional de Uruguay. Volumen 1. Evaluación inicial, OECD Publishing, 2014.
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concuerda con las evaluaciones de la calidad de vida: «tres de cada cuatro 
uruguayos dicen sentirse satisfechos con su nivel de vida y las posibilidades 
de comprar o hacer lo que desean».

Uruguay en los últimos años ha pasado de la crisis a la recuperación, y de 
esta a la prosperidad, disminuyendo drásticamente la tasa de desempleo y 
el índice de pobreza. El nivel de vida material es alto para la región, dice el 
estudio, con muy buenos resultados de bienestar. «Uruguay va bien asimis-
mo en términos de calidad del gobierno (medida como escasa percepción 
de corrupción), estado de salud de la población, confianza social y empleo; 
también la igualdad de género es comparativamente buena.»

Junto a los logros el trabajo de OCDE/CEPAL indica algunos ámbitos en que es 
necesario mejorar: la pobreza infantil es elevada, los jóvenes desfavorecidos 
socioeconómicamente se enfrentan a serios escollos de movilidad social, y 
los resultados educativos, especialmente en secundaria, se han estancado en 
los últimos años.

A efectos de exponer la visión de este documento reciente destacaré algunas 
de sus evaluaciones socioeconómicas que ilustran cómo se vio desde fuera al 
Uruguay del año 2014.

Educación
Sobre la educación, el trabajo que comentamos dice que «la presta-
ción de educación básica es buena, pero los resultados en secundaria 
son bajos». Según el estudio, el país posee la tasa neta de matrícula en 
primaria más alta de la región y supera incluso la media del 96,8% de 
los países miembros de la OCDE, sin embargo, los logros y los resulta-
dos en niveles educativos superiores son más débiles en comparación 
con los de otros países de la región, que han encontrado la forma de 
superar situaciones similares a la que vive Uruguay.

En cuanto a los logros educativos, el estudio observa que hay una 
muy fuerte correlación entre el origen socioeconómico y cultural y 
el rendimiento: «Los jóvenes de entornos socioeconómicos desfavo-
recidos tienen pocas probabilidades de terminar el segundo ciclo de 
educación secundaria, reconocido por lo general como el nivel edu-
cativo mínimo que deben poseer quienes dejan la escolaridad para 
ser competitivos en el mercado laboral».

«Uruguay va a la zaga de otras economías de América Latina en cuan-
to a disponibilidad de trabajadores altamente calificados en las áreas 
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de ingeniería y tecnología»; «la falta de competencias constituye uno 
de los principales obstáculos para el futuro crecimiento económico y 
la modernización»; «desde una perspectiva a medio plazo, Uruguay 
debe adoptar decisiones importantes con respecto a sus sistemas de 
educación y formación».

Salud
Se considera que los resultados en materia de salud son buenos, mu-
cho mejores que la media regional en una serie de indicadores gene-
rales de la Organización Mundial de la Salud (OMS).

La esperanza de vida es de 76 años, una de las más elevadas de la 
región y no muy lejos del promedio de la OCDE (79,5 años). Se hace 
referencia a que las recientes reformas del sector de la salud han mul-
tiplicado las opciones para los usuarios y han extendido la cobertura.

Vivienda
Una de las dimensiones materiales importantes para medir el bienes-
tar es el acceso a una vivienda digna. Hay indicadores positivos, espe-
cialmente el número de familias con vivienda propia. Pero es alta la 
insatisfacción, por el costo muy pesado para muchos hogares y por 
las desigualdades en el acceso a la propiedad de la vivienda.

Empleo
El desempleo es bastante bajo, descendiendo desde el 17% de los 
años 2002-2003 hasta el actual 6%. En 2010, el 22% del empleo total 
entraba en la categoría de «empleo vulnerable» (ingresos inadecua-
dos, baja productividad, condiciones de trabajo que socavan los de-
rechos), porcentaje bajo en la comparación regional, y «solo modera-
damente superior al de los países de la OCDE (15%)».

Relaciones sociales
Las relaciones sociales, sobre todo la posibilidad de contar con los de-
más en caso de necesidad, se evalúa por encima de la región y apenas 
por debajo de la OCDE. Esas relaciones generan confianza compartida, 
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lo que incide positivamente en diversos aspectos de la vida social e 
incluso económica, lo que puede explicar la buena ubicación actual 
de Uruguay en este aspecto. No existe consenso sobre las principales 
determinantes de la confianza, aunque «ciertas pruebas empíricas pa-
recen indicar que la confianza social se ve mermada por la desigual-
dad económica y la percepción de la corrupción y la delincuencia».

Calidad de gobierno
Se define como relativamente buena la percepción de la calidad del 
gobierno, del funcionamiento de sus instituciones, lo que forma una 
buena base de apoyo para implementar con eficacia reformas públi-
cas y nuevas políticas. El estudio pone un particular énfasis en la per-
cepción de la corrupción, que es excepcionalmente baja en Uruguay 
y bastante por debajo del promedio de la OCDE.

Medio ambiente
De acuerdo a este estudio, la calidad del medio ambiente también es 
alta, y lo es el bienestar subjetivo vinculado a lo ambiental. Uruguay 
tiene «el mayor nivel de satisfacción de la región en cuanto a la cali-
dad del agua y del aire, incluso mayor que el promedio en los países 
de la OCDE».

Seguridad
«La seguridad personal es bastante alta», en una región caracteriza-
da por elevados niveles de violencia y el preocupante aumento del 
narcotráfico y el crimen organizado. Pero el miedo a la delincuencia 
está muy extendido y va en aumento en Uruguay, aunque 53% de 
los ciudadanos dicen sentirse seguros caminando por su zona de re-
sidencia. Para el estudio estos resultados son sorprendentes, visto el 
lugar central que ha venido ocupando el tema para los uruguayos, 
pero puede incidir el hecho de que los únicos delitos que han aumen-
tado —la violencia doméstica y los robos con violencia— tienen más 
visibilidad política y mediática, afectando a mayor cantidad de per-
sonas. También se menciona que el mayor consumo de drogas y las 
elevadas tasas de desempleo juvenil «pueden repercutir en el temor 
generalizado a una fractura social y a la delincuencia».
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Desigualdad de ingresos
Uruguay tiene uno de los niveles de desigualdad más bajos de la re-
gión, aunque en el período 2000-2010 esa relación aumentó ligera-
mente. Además, esos niveles de desigualdad en el ingreso han sido 
fluctuantes en el país en los últimos treinta años.

La «clase media» en Uruguay es excepcionalmente amplia, pero su 
proporción se redujo en el país en los últimos veinte años, mientras 
en la mayoría de los países de América Latina se ha expandido.

La pobreza infantil en el Uruguay tiene uno de los índices más bajos 
de América Latina, aunque se observa que «los niños se enfrentan a 
un riesgo mayor de privaciones materiales que la población adulta». 
Según cifras de UNICEF,6 la tasa de mortalidad infantil es exigua, en re-
lación con la región y el mundo, pero la malnutrición es un problema 
que afecta a numerosos niños.

La igualdad de género en Uruguay «es comparativamente buena para 
la región», y «de acuerdo con el índice de igualdad de género del Pro-
grama de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), Uruguay es 
uno de los países mejor situados en América Latina, solo por detrás 
de Chile y Costa Rica». Pero se destaca que aún hay diferencias en lo 
salarial, y en el acceso a estudio o trabajo: según cifras del MEC el 61% 
de las jóvenes de 15 a 24 años ni estudia ni trabaja, entre los varones 
jóvenes esa cifra, siendo alta, es de un 39%.

Las desigualdades por sexo también se evidencian en el balance vida-
trabajo, que es una dimensión del bienestar: «En Uruguay, las mujeres 
dedican 44,4 horas semanales a actividades domésticas no remunera-
das tales como cocinar, limpiar y cuidar de los niños, frente a las 16,7 
horas que destinan los hombres». También se considera que en este 
país, al contrario de lo ocurrido en la mayoría de los países latinoa-
mericanos, ha disminuido la presencia de la mujer en la política. Otra 
preocupante expresión de la desigualdad es la violencia doméstica 
contra las mujeres, delito sobre el que las denuncias aumentaron un 
230% entre 2005 y 2011. Mirando el bienestar no pueden dejarse de 
mencionar las importantes disparidades por razón de zona geográfi-
ca y etnicidad.

6	 Estado mundial de la infancia 2012, Unicef.
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Ciertamente que no todos compartiremos la visión positiva que tienen ins-
tituciones tan respetables como la OCDE y la CEPAL, pero su óptica se apoya 
en los procesos comparativos con otros países de la región, lo que nos deja 
en parámetros mejores en muchos de los sectores del desarrollo. La tarea 
no está terminada. Sería falsear la realidad si desconocemos los profundos 
desbalances económicos y sociales que tiene que enfrentar el país. Persisten 
agudos problemas sociales y vulnerabilidades del crecimiento que reclaman 
nuevas y vigorosas políticas y la obtención de grandes consensos nacionales 
para mejorar la calidad de las políticas y apoyarlas en un amplio acuerdo de 
la sociedad.

Esto me lleva a formular dos preguntas sobre las que trataré de comen-
tar a continuación: 1. qué lecciones podemos recoger de las políticas 
que han sido aplicadas en las últimas décadas en el mundo en desarro-
llo y en nuestro país y que alimentaron un agudo debate sobre ellas;  
2. cómo debemos analizar las aspiraciones que tiene nuestra sociedad sobre 
su futuro y el de sus hijos.

Las respuestas a estas dos preguntas nos darán pautas para identificar ac-
ciones concretas que podrían inspirar las políticas de las próximas décadas.
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4. 	 Las complejidades de las políticas de 
desarrollo

La gran lección que me han dejado mis experiencias de trabajo en el sector 
público nacional e internacional es que la política económica del desarro-
llo es mucho más compleja y difícil que la que estudiamos en los textos de 
economía. En ellos aprendimos los grandes principios de la racionalidad eco-
nómica clásica y los grandes fundamentos de los paradigmas económicos 
y sociales que fueron aplicados en nuestra América en las últimas décadas. 
Paradigmas de todos los signos en este gran laboratorio que ha sido América 
Latina. Pero el mapa no es el territorio. Algunas veces nos enamoramos de los 
modelos económicos, muy respetables por cierto, que contribuyen al cono-
cimiento de la lógica económica, pero que no representan la realidad que se 
quiere transformar.

La praxis del desarrollo ha demostrado obstinadamente y en múltiples oca-
siones la profunda confrontación entre la racionalidad económica ortodoxa 
y las realidades sociales. Así hemos apreciado cómo los logros económicos 
a que nos puede conducir aquella racionalidad resultan insuficientes para 
enfrentar objetivos tan dramáticos como la reducción de la pobreza, el estre-
chamiento de la brecha entre ricos y pobres o la inclusión de grandes mino-
rías. También he conocido de cerca la ilusión de aquellos grandes paradigmas 
de la transformación social que, inspirados por las mejores intenciones de 
mejoramiento de la condición de vida de las grandes mayorías, han entrado 
en colisión con las realidades económicas, con la resistencia de determinados 
agentes económicos o con las limitaciones que nos imponen las relaciones 
internacionales. En la primera experiencia tuvimos economía sin sociedad, 
en la segunda, sociedad sin economía.

Esto me lleva a la reflexión del punto de partida y es que una racionalidad 
económica adecuada solo puede lograrse si se asienta en un profundo co-
nocimiento de las realidades sociales, políticas e institucionales y si se acom-
paña de valores fundamentales que deben inspirar la aplicación de dicha 
racionalidad. De esos valores, por cierto, el que más aprendí a apreciar es el 
valor de la solidaridad. La racionalidad económica a que puede conducirnos 
la supuesta mano invisible del mercado solo puede ser aceptable éticamente 
si es acompañada por la mano claramente visible de la justicia y de la solidari-
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dad encarnadas en un Estado eficaz y democrático, dentro de cada sociedad 
y entre pueblos y naciones. Sin esa solidaridad y los principios éticos que la 
acompañan la racionalidad económica pura que aprendimos en los claustros 
deja de tener su legitimidad social.

Conocí muy de cerca las trágicas ilusiones que vivió la región en períodos tris-
tes de su historia, como fue la de creer que algún modelo económico podría 
lograr sus grandes objetivos en regímenes dictatoriales y pagando el precio 
en vidas y pérdida de libertad. Los logros de este experimento fueron efíme-
ros y tuvieron, junto con el rechazo de la sociedad, ingentes costos sociales 
y económicos que golpearon fundamentalmente a las grandes mayorías. El 
retorno de la democracia demostró que nuestras sociedades no solo privile-
gian una de las grandes aspiraciones del hombre moderno, como es el vivir 
en libertad y participando en la construcción de la agenda social y económi-
ca, sino que además puso de relieve la creatividad que pueden alcanzar los 
agentes económicos cuando se desarrollan en un clima de libertad y de res-
peto del capital social de nuestros pueblos, de su cultura, de sus tradiciones 
y de sus creencias.

Estas mismas contradicciones las fui descubriendo en mi contacto con las re-
glas de juego de la economía internacional donde, por un lado, se predican las 
virtudes de la libertad de mercado y los beneficios de la globalización y, por 
otro, se percibe cómo se agrandan las distancias entre ricos y pobres y cómo 
se cercenan y recortan los principios de igualdad de oportunidades para los 
países en vías de desarrollo a través de todas las formas de proteccionismo 
o de limitaciones de la cooperación al desarrollo, al acceso a las fuentes de 
capital o a la tecnología. Pero igualmente concluyo que un mundo globali-
zado bajo las reglas de la cultura y de la libertad de los mercados solo sería 
un mundo más justo, más vivible y más humanizado si las reglas de juego de 
la comunidad internacional fueran capaces de respetar conductas mínimas 
de solidaridad y de valores éticos. No puede haber un nuevo orden mundial 
duradero si no se produce un nuevo enunciado de valores capaces de darle 
sentido a este nuevo orden.

En nombre de la libertad del mercado, de la competitividad y de la eficiencia, 
se han trasladado a la iniciativa individual funciones que durante décadas 
fueron propias del Estado. El Estado, distribuidor de recursos y depositario de 
la meta del bienestar social, ha restringido su campo de acción, para abrir es-
pacios a la empresa privada. Al hacerlo se han liberado fuerzas empresariales 
enormes, se produjo concentración de recursos y tecnología, utilización más 
eficiente de oportunidades, uso de capacidades de inversión inaccesibles 
de otra manera, pero también se ha confiado a la famosa supuesta «mano 
invisible» la resolución de innumerables problemas sociales, que así no 
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pueden resolverse. Entonces pues, la lección de tantas experiencias es que 
a la exploración de la racionalidad económica de las políticas tenemos que 
acompañarla con la discusión de los valores que habrán de darle a aquella 
racionalidad su verdadera legitimidad ante la sociedad a la que deben servir. 
Principios como la solidaridad, la libertad o la participación, son ciertamente 
fundamentales para la tan necesaria conciliación entre desarrollo económico 
y ética, son principios que deben concretarse en una agenda de la equidad 
llevada adelante por las correspondientes políticas públicas.

Como nos enseña la historia, ningún sistema económico es eterno. Diferen-
tes sociedades han experimentado formas diversas para resolver los desafíos 
que presenta la administración de la escasez. El sistema capitalista podrá al-
gún día ser remplazado, pero no parece que le haya llegado aún la hora. Es 
nuestra responsabilidad, sin embargo, estar atentos a las experiencias que 
pueden representar avances en ese terreno. Un mercado eficiente con sóli-
dos principios de responsabilidad social, junto con la mano visible del Estado 
en políticas sociales de igualdad, con capacidad para corregir las fallas del 
mercado, pueden dar una respuesta a un desarrollo humano solidario. Tam-
bién pueden mercado y Estado coexistir y apoyarse en la propiedad social de 
las empresas y en el cooperativismo, emprendimientos en los que Uruguay 
es prolífico. Merecen que aprendamos de ellos. Estas experiencias deben 
enfrentar los desafíos de la eficiencia y la competitividad defendiendo los 
empleos y aumentando la equidad. No podemos cerrar las puertas a nuevos 
caminos que puedan contribuir a una sociedad más justa y durable.
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5. 	 Lecciones de algunas  
experiencias regionales

He conocido variadas experiencias latinoamericanas de políticas de desa-
rrollo económico y social. En la década de los sesenta predominó, al menos 
en teoría, el paradigma cepalino de desarrollo, keynesiano, estatista, des-
confiado del mercado, con acentos en la industrialización y en el uso racio-
nal de la tierra y el crédito, pero no se resolvieron los problemas de pobreza 
y empleo, tampoco se superaron la ineficiencia y la tolerancia con los défi-
cits del sector público, y no se pudieron consolidar las democracias en un 
contexto de guerra fría, de disputa entre paradigmas excluyentes. El shock 
petrolero de los años setenta y el financiamiento fácil que lo acompañó 
potenciaron en esos años los endeudamientos y alimentaron la magnitud 
de la crisis que se desataría en los años ochenta, con Argentina, Brasil, Chile 
y Uruguay bajo cruentas dictaduras que desertaron de la visión cepalina 
del desarrollo.

La de los ochenta fue una década perdida para el desarrollo y ganada para la 
democracia. Fue la década de la gran crisis de la deuda externa. El plan del Se-
cretario del Tesoro estadounidense James Baker para enfrentar el endeuda-
miento de la región se orientó a movilizar recursos frescos y salvar la estructu-
ra financiera de los grandes bancos internacionales, altamente acreedores de 
América Latina. Quien sucedió a Baker en ese cargo, Nicolás Brady, terminó 
reconociendo, hacia fines de la década, que la deuda era impagable y que 
se debía negociar una reducción con los mercados. Ese fue el punto de par-
tida del llamado Consenso de Washington, por el cual se llegó a programas 
integrales para la mayoría de los países de la región, acordados con el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial (BM), que combinaban ajus-
tes hacia la estabilidad, redimensionamiento de los Estados por venta de em-
presas públicas y aperturas económicas a través de drásticas reducciones de 
aranceles. Esta crisis profundizó el camino de retorno a la ortodoxia, revalo-
rizando el mercado y limitando el papel del Estado. Se priorizó la estabilidad 
macroeconómica sobre los problemas de equidad, pobreza y sostenibilidad 
del crecimiento. Hubo progresos democráticos pero no se afirmó un sólido 
Estado de Derecho; en algunos países menos que en otros, faltó un ambiente 
institucional y jurídico confiable y estable.
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La experiencia de aquellos años en el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) me permitió conocer los éxitos y fracasos de las políticas de ajuste, sus 
limitaciones y sus violentos impactos sobre las sociedades. Luego de una 
década de crisis del endeudamiento, desorden y estancamiento de muchas 
economías, el Consenso de Washington se presentaba como una gran alter-
nativa para la recuperación del crecimiento. Contabilizó éxitos en la estabili-
zación de las economías y en algunos casos contribuyó a mejorar la calidad 
de las políticas macroeconómicas. Sus carencias se dieron en los impactos 
sociales y en la entrada y salida brusca de los capitales financieros que lleva-
ron a profundizar la crisis con costos sociales agudos.

Los hechos más traumáticos del Consenso de Washington fueron las agudas 
crisis financieras de los años noventa, ocasionadas por esa apertura finan-
ciera descontrolada de los sistemas bancarios y llevaron a grandes quiebras 
cuando los capitales financieros de corto plazo abandonaron las plazas ban-
carias de la región. Las políticas económicas que llevaron a privatizaciones a 
ultranza, la disparidad de políticas cambiarias, la contracción del papel del 
Estado, profundizaron las crisis. En Uruguay una amplia movilización social 
y política ofreció una resistencia eficaz para retener la propiedad de algunas 
empresas públicas por la vía del referéndum, un derecho constitucional que 
nos acerca al ejercicio de la democracia directa.

Las crisis resultantes, entre ellas las de Argentina y Uruguay en 2002, fueron 
en muchos casos traumáticas, pero la necesidad de superarlas abrió otra 
etapa, en la que parece dibujarse un paradigma gradualista, apartado de los 
extremos, que toma lecciones de las experiencias anteriores. Hay una con-
fluencia ideológica que lleva a la aceptación de la democracia como régimen 
político, y a compatibilizar el papel del mercado como parte del sistema eco-
nómico con el del Estado como garante del bienestar social. También se asu-
me que no es posible el autarquismo exitoso, pero que la globalización debe 
ser controlada y limitada en sus aspectos oscuros y negativos, para que nadie 
quede al margen, como dijera el economista mexicano Cordera Campos «hay 
que nacionalizar la globalización». Sin dejar de lado que hay experiencias de 
tono diferente como Bolivia o Ecuador que exploran otras opciones.

En los últimos dos quinquenios, década dorada del siglo, se dieron importan-
tes impulsos externos a nuestras economías. Precios de las materias primas 
históricamente altos, abundancia de inversiones y bajo costo del financia-
miento externo, estimularon un importante crecimiento en buena parte de 
los países de la región, que permitió acumular grandes reservas, consolidar 
las cuentas externas y tener acceso muy amplio y flexible a los mercados fi-
nancieros. Todo esto fue acompañado por una mayor eficiencia en el manejo 
de las variables macroeconómicas por parte de nuestras autoridades. Pudie-
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ron ponerse en práctica medidas de reducción de la pobreza, mejoramiento 
de los salarios y de la ocupación.

Detrás de estos impulsos del ciclo mundial estuvo el vigoroso crecimiento de 
la economía china, la que ha comenzado a reducir lentamente su tasa de ex-
pansión económica para dar espacio a un nuevo modelo que prioriza el con-
sumo interno y la inversión social frente a los impulsos proporcionados por 
la inversión internacional volcada al mercado exportador. Por su parte, los 
países desarrollados, con excepción de Estados Unidos y algunos países de 
Asia, están creciendo lentamente y por tanto disminuyendo sus estímulos di-
námicos sobre nuestras economías por la vía de exportaciones e inversiones.

Esta pérdida de impulsos provenientes del exterior se manifiesta en la fuerte 
baja de los precios de las materias primas, en especial el petróleo, del que 
dependen importantes economías de América Latina. Esa reducción, que es 
tóxica para algunos países y vitamina para otros, está causando impactos se-
rios en el crecimiento económico y en la capacidad de atender las demandas 
sociales, incrementadas por el período de bonanza de la pasada década.

La región, debe prepararse para un período de bajo crecimiento, con situa-
ciones muy diversas pero en nuestro caso pueden ser manejables. Los paí-
ses de la región deberán en primer lugar hacer frente a las expectativas que 
generó en amplios sectores sociales la bonanza de los últimos años, lo que 
no será fácil de lograr. En segundo lugar deberán evitar los desbordes infla-
cionarios que malogren los logros sociales alcanzados. Instrumentos clave 
lo constituyen la frugalidad del gasto público, el impulso a la inversión en 
infraestructura y el crédito a las pequeñas y medianas empresas. Ese gasto 
deberá concentrarse en las reformas postergadas en materia de educación, 
productividad, cambios institucionales e innovaciones tecnológicas y diver-
sificación de las exportaciones de bienes y servicios con mayor contenido en 
tecnología, sin descuidar la protección de los sectores más vulnerables y los 
compromisos asumidos en materia de equidad.
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6. 	 Lecciones de algunas experiencias 
nacionales

¿Cómo vivió estos ciclos la economía uruguaya? Los avatares de la economía 
uruguaya, su recorrido «sinuoso y convulso», están expuestos con claridad 
en el artículo de Luis Bértola y Reto Bertoni, en Uruguay +25.7 Si se observa 
la evolución del producto bruto interno (PBI) per cápita en plazos largos, a 
primera vista hay crecimiento y estabilidad, pero el análisis debe incorporar 
otros elementos que cuestionan fuertemente ese pacífico panorama.

En primer lugar, la economía uruguaya se ha caracterizado por las crisis que 
de forma cíclica han sacudido su economía, teniendo como consecuencia 
notorios conflictos políticos y sociales. Más arriba recordamos los diagnós-
ticos y propuestas realizados en el marco de la CIDE, que intentaban la su-
peración del estancamiento, ya con los conflictos a la vista. Como señalaran 
Bértola y Bertoni en el artículo mencionado, hubo en el pasado momentos de 
un crecimiento dinámico, pero cada crisis nos alejaba indefectiblemente de 
los objetivos, aumentando la brecha respecto a los países desarrollados. Y no 
podemos dejar de observar el contrapeso demográfico: en las coyunturas de 
expansión económica el débil aumento de la población, que en ciertos mo-
mentos llegó incluso a ser superado por la emigración, operó como un freno.

Quebrando esa línea evolutiva, en los últimos años nos encontramos con 
un ciclo positivo, caracterizado por tasas de crecimiento superiores a las his-
tóricas y un proceso de convergencia con los países centrales, donde ellos 
descienden y nosotros vamos en ascenso. Por primera vez en muchos años 
tuvimos un saldo migratorio positivo, producto de ese doble proceso, de cre-
cimiento-decrecimiento inverso al tradicional.

En el citado trabajo se plantea que los booms de precios solo han tenido efec-
tos positivos de largo plazo en los países que aprovecharon esas coyunturas 
para promover dinámicas de diversificación de la estructura productiva.

Históricamente Uruguay ha basado su poder exportador en bienes prima-
rios o industriales de ese origen, y si bien hubo algunas décadas del siglo XX 

7	 Luis Bértola y Reto Bertoni, «Sinuosa y convulsa: la economía uruguaya en el último medio siglo», 
en Uruguay+25, ob. cit.
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donde esto fue cambiando, desde los años noventa vivimos un proceso de 
desindustrialización y reprimarizacion. Las crisis ocurridas y el peligro laten-
te de nuevos episodios resaltan esa apremiante necesidad de cambio de la 
matriz productiva, pero la demanda y los precios de estos productos tienen 
«un impacto positivo —dicen Bértola y Bertoni— que largamente sobrepasa 
el de los esfuerzos de innovación». El cambio de ciclo que nos provoca la evo-
lución de la economía mundial, y en especial la economía China, nos fuerza a 
pensar en nuevos paradigmas y políticas para seguir creciendo y mejorando 
socialmente.

Es necesario apuntar a nuevos patrones de desarrollo productivo, como la 
ampliación de la base industrial y el refuerzo de las actividades en materia 
de servicios. Para avanzar en estos campos se requieren fuertes políticas de 
productividad y competitividad, que incluyan la modernización tecnológica, 
las infraestructuras y comunicaciones, la reforma del Estado y las empresas, y 
la capacitación de las personas.

Creo que la sociedad, junto con los gobiernos y el sector privado, deben asu-
mir como política de Estado, hoy más que nunca, ese desafío, como lo han 
hecho aquellos países que cambiaron su perfil tecnológico y su creatividad 
innovadora en el plazo de una generación. Finlandia y Dinamarca pueden ser 
ejemplo de países pequeños que se desarrollaron a partir de recursos natura-
les, pero lograron que sus exportaciones se diversificaran con nuevos produc-
tos con mayor componente tecnológico. Este es en definitiva el eje en torno al 
cual hay que modernizar nuestro modelo de desarrollo. Ciertamente que los 
pasos tan importantes de modernización del agro abren justificadas esperan-
zas de que abordar una nueva fase de desarrollo de base tecnológica pueda 
ser una realidad.

Ahora bien, cabe formularse esta pregunta: ¿estará la clase política uruguaya 
preparada para alcanzar ciertos acuerdos básicos para poner en marcha un 
nuevo modelo de desarrollo con los objetivos de modernización que acabo 
de señalar?, ¿podrán ponerse de acuerdo para el logro de ciertas metas com-
partidas en el desarrollo económico y social del país del futuro?

En Uruguay+25, luego de repasar debates, análisis y recomendaciones polí-
ticas se concluía que hay coincidencias profundas que podrían ser las bases 
para la elaboración de una visión sólida del país que se quiere construir, sin ne-
gar que existen intereses diversos entre los capitales vinculados al sector agro-
pecuario, a la industria o los provenientes de las empresas multinacionales.

Las posibilidades de concretar acuerdos políticos nacionales sin duda están 
atadas también a las características de las estructuras políticas, a sus compo-
nentes, a su historia y a sus prácticas. Los programas partidarios se detienen 
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en una instantánea, en referencia a los tiempos políticos y electorales, pero 
en su complejo proceso de armado responden a un imaginario partidario, 
que se ha condensado con ideas, personas y episodios históricos concretos, 
que llegan a ser tradición, que construyen esa «comunidad imaginada» en 
términos de Benedict Anderson. El peso de esas tradiciones, que definen pro-
puestas y perfiles, dificultan muchas veces las convergencias.

También parece natural que en períodos electorales cada partido trate de 
diferenciarse de los otros, potenciando propuestas en sintonía con las que se 
consideran necesidades sentidas por la población. Los tiempos poselectora-
les, por el contrario, se prestan para que los partidos puedan abrirse a consi-
derar nuevas estrategias, sin tantas concesiones a las duras competencias por 
los sufragios y con una visión de más largo plazo.

Insertos ya en el período poselectoral, podríamos concluir que luego de 
las experiencias vividas en las últimas décadas, el país debe reflexionar con 
serenidad y amplia participación sobre qué políticas debe priorizar para se-
guir creciendo y distribuyendo, a pesar de los impactos que nos llegan del 
exterior.

Las próximas etapas serán difíciles, pero no necesariamente insuperables. Si-
gue el interés por parte de la inversión privada externa, tenemos equilibrios 
macroeconómicos administrables que ayudan al control de la tasa de infla-
ción. Hay buenas condiciones y es un momento propicio para encarar estos 
debates de los problemas de mediano y largo plazo, que fueron dejados de 
lado en las últimas décadas pero que hoy merecen ser retomados, debatidos 
y acordados. A fortalecer ese ejercicio es que se destinan los próximos apar-
tados de estas reflexiones.
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7. 	 Algunas hipótesis sobre las actuales 
expectativas de nuestra sociedad

Parece necesario que, antes de evaluar posibles objetivos de política y de re-
forma fundamentales para el futuro de nuestro país, nos interroguemos so-
bre cuáles son las aspiraciones que parecen existir en nuestra sociedad. En las 
respuestas que intentemos construir, definamos qué paradigma de desarro-
llo se requeriría para lograrlas, y por último qué tipo de futuro desearíamos 
dejar asegurado a las próximas generaciones.

En la «Introducción» a su artículo en Uruguay+25 Cecilia Alemany situaba 
estos temas en un cruce entre el debate sobre políticas para el futuro y la 
identificación de rasgos comunes que contribuyan a esa imagen del Uru-
guay que queremos: reflexión de largo plazo y también sistematización de 
nuevas miradas sobre el pasado reciente, el presente y la potencialidad del 
país.8

Para abordar la respuesta a estas preguntas es necesario salir al encuentro 
de viejas y nuevas demandas sociales, abriéndose a nuevos valores y deseos 
de cambio, especialmente entre los jóvenes. Pero también tomando al de-
sarrollo como un instrumento de defensa y oportunidades para proteger 
valores fundamentales, manteniendo ciertos ideales tan caros al ciudadano 
medio del país, como la estabilidad y la seguridad. Yo identificaría tres aspi-
raciones que me parecen relevantes y generalizadas en nuestra sociedad, 
como en muchas otras.

La primera de esas demandas es profundizar la democracia, abrir nuevos es-
pacios a la participación de los ciudadanos, a un diálogo que aporte a la con-
vivencia, evitando lógicas que incrementen el particularismo y la volatilidad 
del sistema político. El objetivo también se logra con políticas sociales acti-
vas que favorezcan la inclusión, que aseguren nuevos derechos, que comba-
tan la corrupción y la violencia, evitando que se debilite la credibilidad de la 
democracia. En este camino son esenciales la modernización del Estado y de 
los partidos políticos, fortaleciéndolos como actores clave para el desarrollo 
y como defensa frente a las amenazas a la paz y la seguridad que provienen 

8	 Cecilia Alemany, «Desafíos y escenarios globales para un Uruguay+25 sostenible e inclusivo», en 
Uruguay+25, ob. cit.
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del incierto escenario internacional, lleno de tensiones y conflictos, con una 
globalización vivida en tiempo real, con una explosión de expectativas y de 
frustraciones potenciales.

La segunda demanda es asegurar la dinámica económica en un mundo y 
una región con profundos cambios y nuevos paradigmas de crecimiento, 
donde, por ejemplo, las clases medias temen un retroceso como consecuen-
cia de un crecimiento más moderado. La dinámica del crecimiento exige una 
educación de calidad para todos, durante toda la vida, y una eficaz innova-
ción que pueda seguir el ritmo de cambio tecnológico. También es necesario 
alinear tras ese objetivo las políticas de población, la erradicación completa 
de la pobreza, los avances hacia una sociedad más igualitaria. Frente a una 
nueva idea del crecimiento, vinculada al conocimiento, la tecnología y la 
innovación, solo un amplio compromiso de las fuerzas políticas y sociales 
garantizaría la acción de un Estado que articule y ponga en marcha políticas 
educativas y de innovación que sean concurrentes.

La tercera demanda es preservar la capacidad de desarrollo, el bienestar y las 
aspiraciones sociales de las futuras generaciones, compromiso ético ineludi-
ble en un mundo cada vez más globalizado.

Esto nos lleva a reconocer que la globalización tiene una carga alta de tensio-
nes y conflictos, junto con conocidas ventajas y oportunidades. No hay can-
dados ni defensa frente a los impactos negativos de la globalización. El único 
control posible es el de afirmarse en la solidaridad dentro de las fronteras de 
cada país y también entre países.

Por eso es bueno que en países como los nuestros la sociedad aprecie el 
papel moderador y compensador de esos impactos negativos que ofrece la 
integración en cadenas de valor regionales. Alberto Couriel nos recuerda en 
su artículo para Uruguay+25 que «Al mundo le vendemos recursos natura-
les, pero más del 70% de lo que vendemos al Mercosur son productos ma-
nufacturados y casi un tercio de ellos son de alta y media tecnología».9 Por 
eso es fundamental contar con la solidaridad regional y el funcionamiento 
eficiente y equilibrado de nuestros esquemas de asociación comercial. Uno 
de los objetivos de los acuerdos regionales es disminuir las vulnerabilidades 
frente a los posibles choques externos.

Creo que sobre estas aspiraciones de nuestra sociedad encontraremos apo-
yos generalizados, pero es buena una reflexión un poco más general pen-
sando en la complejidad del mundo moderno y las múltiples influencias que 
se imponen todos los días a nuestras sociedades. Enfrentados a identificar 

9	 Alberto Couriel, «Notas sobre crecimiento, empleo, desigualdad e inflación», en Uruguay +25, ob. cit.
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las aspiraciones sociales de nuestros ciudadanos queremos agregar algunas 
reflexiones adicionales.

Pienso que la mejor sociedad no es la que acumula más bienes, es aquella 
que logra más felicidad para sus miembros. Hace unos años los dos Premios 
Nobel de economía Joseph Stiglitz y Amartya Sen integraron, a pedido del 
presidente francés Nicolás Sarkozy, una comisión sobre la medición del de-
sarrollo económico y el progreso social. Llegaron a la conclusión de que el 
bienestar de las personas depende de sus ingresos, de su consumo, de su 
riqueza, pero también de su educación y su salud, de su lugar en la vida social 
y política, de la calidad del medio ambiente y de las posibilidades de vivir en 
paz: lo objetivo y lo subjetivo.

Ya vimos que la OCDE y la CEPAL, en el mismo sentido, consideran que para 
evaluar globalmente la vida en un país es necesario ir más allá de los indi-
cadores macroeconómicos, valorando sí las condiciones materiales, pero sin 
dejar de lado lo que se define como calidad de vida. Importa tanto lo que se 
vive como lo que se percibe. Yo comparto plenamente esta forma de ver los 
objetivos y las políticas de desarrollo.

Esta forma de observar la vida en sociedad está basada en mi confianza en el 
ser humano y en el convencimiento de que es posible construir una sociedad 
mejor, más justa y más segura. Una sociedad que respete y que se enriquezca 
de las diferencias, que se apoye en la educación y en la cultura para profundi-
zar en la libertad y en la capacidad de iniciativa de cada uno de sus miembros. 
Una sociedad donde la idea de desarrollo contenga la meta del bien vivir, de 
vivir plenamente.

Para los que trabajamos en el campo del desarrollo económico y social, debo 
afirmar con convicción que, para que ese desarrollo sea duradero, debe tener 
sus raíces en la historia, en la incomparable fuerza de la diversidad, en una 
sociedad que ha hecho las paces con su propia identidad. Debe ser capaz de 
basarse en la tolerancia y el respeto para poder compartir y coexistir consigo 
misma y con las demás.

Nuestros países se construyeron a partir de revoluciones libertadoras, de 
combates por la independencia y contra la opresión colonial. Recordamos 
a nuestros héroes a caballo, la espada o la lanza en la mano. Nuestras fechas 
patrias conmemoran batallas, nuevas banderas y nuevas constituciones. La 
historia se construye también con rupturas, dolor y lágrimas. Mi convenci-
miento es que estos violentos quiebres no siguen una ley inexorable de la 
Historia. «Lo que es un motor de la Historia es el deseo de la gente por mayor 
libertad, mejores condiciones de vida, de dignidad, de justicia, de equidad. 
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En la medida en que las condiciones de producción integran mayor cantidad 
de conocimientos, mayores serán las motivaciones de la gente para vivir me-
jor y desarrollar sus potenciales. Son los obstáculos a esos avances los que 
facilitan el camino de las rupturas violentas.»10 

10 	 Tomás Molina, Reflexiones, Ed. Cuentapropia, Barcelona, 2011.
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8. 	 Las bases de un nuevo paradigma de 
desarrollo

Viniendo de la historia que acabamos de recordar, parados sobre estos prin-
cipios, podríamos centrar la construcción de un paradigma económico en 
siete enseñanzas básicas provenientes de experiencias propias y ajenas.

La primera es que en el camino del desarrollo no hay atajos, como ya lo ex-
presé, no hay soluciones milagrosas. Es una tarea compleja y difícil, un largo 
proceso que no es lineal ni automáticamente acumulativo ni continuo. Se re-
quieren esfuerzos sostenidos en el tiempo, un gran pragmatismo a la hora de 
elegir los instrumentos, y la capacidad de subordinar lo importante a lo sus-
tancial. El economista e historiador brasileño Celso Furtado ha dicho en 2004: 

Cuando el proyecto social da prioridad a la efectiva mejora de las condiciones 
de vida de la mayoría de la población, el crecimiento se convierte en desarrollo. 
Pero este cambio no es espontáneo. Es fruto de la expresión de una voluntad 
política.11 

La segunda lección se refiere a la estabilidad macroeconómica, un terreno 
en el que las crisis y las urgencias muchas veces terminaron imponiendo el 
cortoplacismo por sobre la mirada global de largo plazo, desplazando del 
centro las urgencias sociales, la pobreza y la desigualdad. Es necesario que la 
solución a los problemas cambiarios, fiscales o monetarios se vincule siempre 
a la búsqueda de un crecimiento de calidad social.

La tercera exige un ambiente político y jurídico propicio para el ahorro y la 
inversión. La política importa para que las políticas públicas sean asumidas 
por las grandes mayorías, único camino para concretarlas con posibilidades 
de éxito. Un Estado de Derecho democrático garantiza la estabilidad y se-
guridad, tanto jurídica como política, indispensables para la inversión y el 
crecimiento, y también permite intervenciones estatales eficientes para la 
redistribución y la equidad social.

La cuarta enseñanza requiere descartar la ilusión de que el mercado se au-
torregula. La gran crisis del año 2007 probó, si hacía falta, que se necesitan 
nuevos mecanismos de regulación de lo financiero, tanto en el campo inter-

11	 Cuadernos del Pensamiento Crítico Latinoamericano n.º 04, CLACSO, Buenos Aires, 2008.
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nacional como en cada país, con la participación del Estado. Las crecientes 
tendencias a la desigualdad y la fragmentación en el mundo llaman al Estado 
a tener más responsabilidades, con más sentido de la eficiencia.

La quinta lección es que el desarrollo económico solo se justifica en función 
de su compromiso con el bienestar social de la población. Para ello se requie-
ren políticas sociales activas en todos los frentes, no solo las necesarias políti-
cas sociales asistencialistas que reclaman los grupos excluídos sino también 
aquellas donde además del mejoramiento de la calidad de vida, se estimula 
la creatividad de la sociedad.

Una sexta lección, esencial, es la incorporación creciente de ciencia y tecnolo-
gía a los procesos productivos, promoviendo la investigación y la creatividad 
innovadora mediante políticas públicas activas. La materia gris prima sobre la 
materia prima. Como señalan Diego Aboal et al., «las innovaciones raramente 
surgen de la inspiración repentina, y son casi siempre resultado de esfuerzos 
específicos realizados por la sociedad».12 Las innovaciones tecnológicas y el 
ingenio del hombre abren el futuro al progreso y la prosperidad, para terminar 
con la pobreza y con los grandes abismos de desigualdad y exclusión.

En séptimo lugar se requiere una revolución educativa, completar lo hecho 
en cuanto a acceso y dar un salto en calidad, porque este es el instrumento 
fundamental del crecimiento económico y de la movilidad social, además de 
relacionar al ser humano con la herencia de la humanidad, con su entorno 
cultural, con sus derechos ciudadanos y con la construcción de una sociedad 
más igualitaria, solidaria y feliz.

No quiero cerrar este apartado sobre el paradigma económico a construir sin 
mencionar que me inquietan algunos procesos que se desarrollan delante de 
nuestros ojos. Creo necesario reflexionar no solo sobre el crecimiento —labor 
en la que hemos estado por décadas—, sino sobre el concepto mismo de cre-
cimiento, puesto en cuestión por algunas voces que exploran otros caminos.

Ya en los años setenta del siglo pasado se hablaba de «crecimiento cero» 
como una opción posible, pero predominó la idea de armonizar el desarrollo 
económico con el cuidado del ambiente. Pasadas cuatro décadas debemos 
admitir que esa conciliación no ha sido exitosa, que están a la vista el de-
terioro ambiental y la aceleración del cambio climático, por lo que nuestra 
introspección no debe detenerse en un optimismo ciego.

A estas alturas ya es indiscutible que el planeta no soportaría que todos sus 
habitantes llegaran al mismo grado de consumo, objetivo último de cual-
quier idea de equidad. Oponer «frugalidad» a «consumo» puede ser una vía 

12	 Diego Aboal et al., «Innovación en Uruguay», en Uruguay+25, ob. cit.
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a ensayar, pero la definición de «lo necesario» para vivir, si bien es social, en-
raíza en lo individual subjetivo, materia en la que todo cambio es tan incierto 
como dilatado en el tiempo. Además, todo convencimiento posible en ese 
terreno debe pasar inevitablemente por el logro de ciertos grados de igual-
dad, en el presente o en la proyección hacia el futuro.

En algunos países de América Latina se ha manejado un concepto novedoso 
para nosotros y ancestral para las comunidades indígenas andinas, el Buen 
Vivir o la Vida Plena (Sumak kawsay en lengua kichwa y Sumak qamaña en 
aymara) que, aunque abreva en otras tradiciones, no está demasiado alejado 
de lo que sostenía hace seis décadas el padre Lebret: el ser humano en el cen-
tro de la economía. Este concepto, incorporado incluso a las constituciones 
de Ecuador y Bolivia, cuestiona «el tradicional concepto del progreso en su 
deriva productivista», proponiendo una economía basada en la solidaridad y 
la sustentabilidad, abandonando «la lógica de la eficiencia entendida como 
la acumulación material cada vez más acelerada».13 El cuestionamiento se 
dirige, en el fondo, a la mirada antropocéntrica que se ha convertido en de-
predadora de la naturaleza, y aunque es evidente que los cambios han avan-
zado más en el discurso que en la práctica, esto no cuestiona la necesidad 
de examinar con atención las relaciones entre mercados, Estado y sociedad. 
La reciente encíclica del Papa Francisco Laudato Si' apoya con mucho vigor 
estas ideas.

13	 Alberto Acosta, «El Buen Vivir en la senda del posdesarrollo», en Massuh, Gabriela (ed.), Renunciar 
al bien común. Extractivismo y (pos)desarrollo en América Latina, Buenos Aires, Mar Dulce, 2012.
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9. 	 El patrimonio a dejar  
a las futuras generaciones

A partir de estas lecciones que fui decantando en la praxis del desarrollo, me 
he formulado una pregunta adicional a las anteriores, que es tan difícil como 
fundamental: ¿qué estructura de país queremos dejar a las futuras generacio-
nes? Una primera tentativa de respuesta la he concentrado en tres grandes 
aproximaciones: valores, recursos e instituciones.

Valores
Mi primera reflexión es que la historia parece demostrar que no existen va-
lores absolutos a largo plazo, ni fórmula absoluta de la felicidad. Pero existen 
algunos valores que están íntimamente ligados a la supervivencia de nues-
tra especie. Somos gregarios y las grandes construcciones son  fundamen-
talmente colectivas, el ostracismo y la soledad son penas tan duras que a 
menudo nos aniquilan como individuos. Aquellos valores que nos llevan a 
convivir junto a los otros van en el sentido de lo más profundo del ser huma-
no. Por eso la solidaridad, en términos generales la generosidad, entendida 
como dar o darse a los otros produce satisfacción, placer y a veces felicidad. 
Es coherente con el llamado de la especie. Porque somos gregarios necesi-
tamos identificarnos con otros. La historia de la civilización es la historia del 
avance de la capacidad de los seres humanos para comprender que somos 
el otro, o parte al menos del otro. La solidaridad, el bíblico «amaos los unos 
a los otros», es un valor profundo, motor de identidad e identificación y de 
potencial de supervivencia. Es un valor que debe formar parte consciente de 
nuestra sociedad.

La segunda reflexión es que el cambio es permanente, inevitable y bastante 
difícil de prever. Pero lo que llamamos hoy la cultura de los jóvenes, vincula-
da a la manera de comunicarse y de vivir, no cambia los datos del problema. 
Las redes sociales sirven para encontrarse, para trabajar, o para cometer de-
litos y también para organizarse y salir a reclamar libertad. Como toda tec-
nología, aumenta nuestro poder pero no determina para qué lo usamos. La 
identificación, no a los otros sino a la marca de los bienes que compramos, 
es puro producto de la sociedad que vivimos, que fabrica angustia y fabrica 
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el antídoto mágico de la angustia, que es el acto de comprar. Mientras que la 
organización social tenga como fin último la acumulación de capital, quienes 
vivan en ella tendrán grandes dificultades para no ser manipulados a consu-
mir irracionalmente.

La moda puede marcar a la sociedad, pero no toca al fondo del problema.

La tercera reflexión es que los valores que importan, los que queremos, son 
aquellos que nos permiten avanzar hacia una sociedad más justa, más igua-
litaria, más respetuosa de las diferencias, de la vida en general y del medio 
ambiente en particular. Son los valores necesarios para sobrevivir siete mil 
millones en un pequeño planeta, necesarios para construir paz y prosperi-
dad. Esos valores son de aquí y de ahora, no sé lo que serán en cinco siglos. 
Esos valores se enseñan. La educación pública debe transmitir lúcida y de-
liberadamente esos valores que son necesarios para construir la sociedad 
que queremos. Debe ser una educación capaz de entusiasmar con lo que 
significan, de practicarlos juntos educadores y educandos, no de imponer-
los por temor a una sanción o por la esperanza de un premio. El que conoce 
la satisfacción de la generosidad, el placer de compartir, se acerca a saber lo 
que es la felicidad.

Las tendencias globalizadoras del mundo moderno, como ya hemos señala-
do, tienen un enorme potencial de beneficios para la humanidad pero tam-
bién acarrean los peligros de enfrentamientos y conflictos, por sus impactos 
perversos sobre personas y Estados, y solamente nuestros valores, tradicio-
nes y culturas nos permitirán navegar en ese mar agitado. La educación es 
universal por definición, en tanto la cultura es local, y ambas se encuentran y 
concilian cuando somos capaces de sentir lo que otros sienten y de aceptar 
otras perspectivas. Cada persona construye su identidad individual a partir 
de los valores familiares y colectivos, de la cultura que impregna la sociedad 
en que vive. El déficit de identidad traba el desarrollo personal y conduce a 
conductas primarias de identificación, como el fanatismo.

Vivimos en una sociedad donde tienden a imponerse las expectativas de lucro 
y beneficio personal, donde las decisiones se adoptan desde el individualismo, 
el egoísmo y el materialismo, ambientando nuevas formas de corrupción. Pero 
la libertad individual no es pensable en el reino de la necesidad social, por eso 
debemos promover la solidaridad, lo colectivo, una cultura donde la creatividad 
individual esté siempre acompañada de la preocupación por el otro.

Otro valor a apoyar hacia el futuro es el afán de concordia. La paz, como ya se 
ha dicho, se edifica sobre el fundamento de la justicia, y es la conciencia de 
un bien común, superior a los intereses sectoriales, corporativos o de clase, lo 
que puede ayudar a superar los conflictos.
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Pero en el presente, la tarea de subrayar y desarrollar valores no debe quedar 
solamente en manos del Estado; la sociedad toda tiene que comprometerse 
en este proceso a través de las familias, de sus convicciones  políticas o reli-
giosas y de sus organizaciones sociales.

Recursos
«Satisfacer las necesidades de las generaciones presentes sin comprometer 
las posibilidades de las del futuro para atender sus propias necesidades»: esta 
es la definición de desarrollo sostenible que contiene el Informe Brundtland, 
aprobado por la Asamblea General de la ONU en 1987.

Quince años antes de esa definición me tocó en suerte trabajar en la prepara-
ción de la Conferencia Mundial sobre el Medio Humano, realizada por Nacio-
nes Unidas en 1972 en Estocolmo, cuyo secretario general fue el canadiense 
Maurice Strong. Esta participación me permitió tempranamente vincular las 
perspectivas del desarrollo con los problemas del crecimiento demográfico, 
la urbanización, la contaminación del medio ambiente y el uso de los recur-
sos naturales.

Esta conferencia de Estocolmo fue clave para comenzar a reconciliar el desa-
rrollo económico con la protección de la naturaleza, y los enfoques que se ha-
cían desde los países industrializados con las preocupaciones que provenían 
de los países pobres, por entonces agrupados en el Movimiento de Países No 
Alineados. El informe elaborado en 1972 por los economistas Barbara Ward 
y René Dubos, que incluyó esta síntesis, se situó en una postura diferente al 
documento publicado ese mismo año por un grupo de científicos del Institu-
to Tecnológico de Massachusetts para el Club de Roma, que proponía «creci-
miento cero».

Entre 1972 y 1992 las crisis económicas y las catástrofes ambientales —recor-
dar Chernóbil, Seveso, Bophal— así como las advertencias de los científicos, 
promovieron avances en la conciencia de que los problemas se acumulaban 
y los plazos se acortaban. Luego se sucedieron otras instancias, como la Con-
ferencia de Río de 1992, y se depositaron muchas esperanzas en el fallido Pro-
tocolo de Kioto (1997), testigo de los límites que aún persisten para ir hacia 
la sustentabilidad del crecimiento, para moderar el impulso de dominación 
de la naturaleza.

Uruguay es un país rico en recursos naturales, según Lanzilotta y Zunino14 algo 
más de un 20% del PBI estaría ligado a la explotación y procesamiento de re-

14	 Bibiana Lanzilotta y Gonzalo Zunino, «Recursos naturales: implicancias sobre el crecimiento en 
Uruguay», en Uruguay+25, ob. cit.
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cursos naturales. En primer lugar hay que decir que sus actividades primarias 
tienen una importante participación en el PBI (8%) y proveen fuertemente a 
la industria nacional que los transforma (7%). Estos recursos tienen un rol sig-
nificativo en los servicios turísticos (6% del PBI) y aportan un alto porcentaje 
de la energía que se consume en el país. A esto hay que agregar que el sec-
tor agropecuario tiene en la actualidad un efecto multiplicador superior a los 
otros sectores de la economía. Por todo esto, y porque el país seguirá siendo 
altamente dependiente de sus recursos naturales, es necesario cuidar de no 
comprometer las posibilidades de las generaciones futuras.

Instituciones
Para que el edificio de la democracia sea cada vez más sólido será necesario 
preservar el Estado de Derecho, que es uno de los grandes catalizadores para 
que el desarrollo económico se transforme en desarrollo social, con inclusión 
y cohesión social.

El mismo Estado, llamado hoy a jugar un crecido papel en la economía y en 
la sociedad, debe transformarse para ser eficiente regulando las relaciones 
económicas y el funcionamiento de los mercados, haciéndose cargo de los 
sectores sociales postergados y del incremento de derechos ciudadanos. El 
desarrollo de la inversión y la asunción de riesgos, básicos en la economía 
de mercado, son incompatibles con las incertidumbres sobre la protección 
de derechos y obligaciones. Hay que transformar el Estado de las crisis en el 
Estado del desarrollo.

El sociólogo chileno Tomás Moulian, hablando de la ampliación de las fron-
teras de la democracia, ha recordado a Louis-Joseph Lebret, quien introdujo 
la categoría de arbitraje para construir una particular noción de planificación, 
que incluye la participación de la ciudadanía. El proceso de planificación, de-
cía, no consiste en fijar centralmente un conjunto de metas y procedimientos 
obligatorios, sino en la definición colectiva, la deliberación política respecto a 
fines, arbitrada entre capas sociales, necesidades, zonas o regiones.15

15	 Louis-Joseph Lebret, Dinámica concreta del desarrollo, Barcelona, Herder, 1966, citado en Tomás 
Moulian, Socialismo del siglo XXI. La quinta vía, Santiago de Chile, LOM, 2000.
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Introducción

Los trabajos incluidos en el libro Uruguay+25 incursionan en una variada 
gama de áreas sociales y económicas. De todas ellas he seleccionado cinco 
especialmente relevantes que sirven de apoyo a cinco acuerdos políticos 
para la reorientación del desarrollo político y social de las próximas décadas 
que veremos en detalle más adelante.

Estas cinco áreas incluyen:

1. 	 el ciudadano del futuro: el desafío de la educación;
2. 	 la construcción de una economía más productiva, diversificada               

e inclusiva;
3. 	 los grandes objetivos de las políticas sociales;
4. 	 la relación Estado-mercado-sociedad;
5. 	 la inserción internacional en la región y en el mundo.

La identificación de estos cinco sectores no desconoce la importancia de los 
restantes abordados por el Proyecto «Uruguay+25», que claramente comple-
mentan las áreas que he priorizado en este documento.

Pero hay un área que deseo destacar especialmente porque, de alguna ma-
nera, constituye el fundamento de la viabilidad económica y social de todas 
las demás. Me refiero a la política macroeconómica.

Es muy difícil poner en marcha cualquier programa de cambios de políticas 
estructurales sin contar con una base sólida de las variables macroeconómi-
cas. Me estoy refiriendo, en particular, a la tasa de inflación, y junto con ella a 
las políticas monetarias, cambiarias y presupuestarias, y al manejo del balan-
ce de pagos y la deuda externa.

Un manejo desordenado y casuístico de la deuda externa ha estado presen-
te en la mayor parte de las coyunturas económicas de las últimas décadas. 
El desorden económico y financiero puso al país en crisis recurrentes de las 
que la inflación y la deuda externa fueron sus aspectos críticos más visibles. 
Hoy, luego de las experiencias cumplidas y habiendo recuperado balances 
fundamentales en la economía nacional, hemos aprendido el valor de tener 
tasas inflacionarias controladas para poder administrar bien la asignación de 
los recursos públicos, estimular la inversión nacional e internacional y hacer 
políticas sociales sostenibles en el tiempo.

El lograr ciertos consensos fundamentales sobre el manejo de la política ma-
croeconómica, como son las tasas de cambio fluctuantes, los balances fisca-
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les en presupuestos ordenados y la administración prudente de las políticas 
monetarias gestionadas por los bancos centrales, han sido activos que hoy 
aprecian tanto la opinión pública como los sucesivos gobiernos que se han 
alternado en el poder. Llegar a ciertos consensos básicos sobre la importan-
cia de los balances macroeconómicos costó tiempo, mucho sacrificio y no 
poco dolor. El Estado, además, pudo valorizar la importancia de mantener 
presupuestos equilibrados, por cuanto el presupuesto constituye el gran 
pacto del Estado con la sociedad. La administración prudente del presupues-
to es lo que permite no alimentar fuerzas inflacionarias y, al mismo tiempo, 
hacer una asignación inteligente de los recursos y de sus impactos tanto eco-
nómicos como sociales.

La obtención de los equilibrios macroeconómicos ha sido una gran contribu-
ción a la paz social y a la vez un factor catalítico de las inversiones extranjeras 
que aportan capital, tecnología y generan empleo. Por eso es que cuando 
hablamos de seleccionar áreas especiales de acuerdos nacionales, estamos 
contando con que sea posible, sobre la base de las lecciones de los últimos 
años, acordar equilibrios económicos básicos que son fundamentales para 
que los cambios propuestos puedan fructificar y no se generen falsas oposi-
ciones que frustrarían cualquier iniciativa a largo plazo.
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1. 	 El ciudadano del futuro:  
el desafío de la educación

Para pensar la educación pública es necesario tener claro qué sociedad de-
seamos construir. Cualquier debate acerca del rol de la educación pública 
contiene, implícita o explícitamente, un modelo de sociedad. La educación 
es la herramienta fundamental para la construcción de esa sociedad.16

A. Las responsabilidades de la educación en el mundo actual
Somos el fruto de la relación dinámica entre lo innato y lo adquirido. Lo in-
nato debemos aceptarlo, comprenderlo, en lo posible respetarlo, pero poco 
más podemos hacer en el estado actual de la ciencia, y quizá tampoco es 
deseable meterse demasiado con lo que traemos al mundo desde nuestro 
primer día. Es en lo adquirido que jugamos todo el potencial de nuestra pro-
pia naturaleza, donde recibimos el componente social de cada personalidad, 
en donde empezamos a ser un eslabón de la cadena de la historia huma-
na. Existe historia porque existe memoria, y si bien nuestra historia muestra 
cómo podemos ser tozudos para repetir errores, también abre las puertas 
del progreso, de la profundización de nuestra humanidad. La herramienta 
esencial de nuestra memoria es la palabra y en particular la palabra escrita. 
Adquirir aun una ínfima fracción de la memoria humana, de nuestra historia 
como especie, es poder definirse como humano. Aprender no es solo indis-
pensable para fraguarse un camino en la vida laboral, es indispensable para 
desarrollar lo que tenemos en nosotros de innato y acceder a niveles más 
altos de humanización.

La calidad de la educación que reciben las personas en su etapa formativa 
(infancia y adolescencia) puede hacer la diferencia en la forma cómo reaccio-
nan las personas frente a los problemas y otorga herramientas para sortear 
imprevistos y manejar la adversidad, sin perder la capacidad visceral de soñar 
ni la racional de proyectarse en el largo plazo. En su roce público la educación 
ayuda también al ser humano a adaptarse a un espacio regulado y reglado. 
Pensemos en estos elementos (manejo de la frustración, conocimiento de 

16	 Agradezco los aportes de Carolina Porley a esta sección así como su colaboración en la elabora-
ción de los pactos nacionales (ver parte III de esta obra).
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nuestras emociones y sentimientos, adaptación a un espacio reglado) y vin-
culémoslos con las tres principales causas de muerte violenta en Uruguay: 
suicidio, violencia doméstica y accidentes de tránsito.

La educación pública es esencial para la integración social, la búsqueda de la 
igualdad, y la consolidación de la democracia. En el siglo XIX, en una etapa en 
que el país estaba sumido en una serie interminable de guerras civiles, José 
Pedro Varela planteaba que para tener una buena república primero era ne-
cesario formar republicanos y, una vez más repetimos la famosa cita: 

Para crear el gobierno del pueblo —decía en el capítulo VIII de La educación del 
pueblo— lo primero es despertar y llamar a la vida activa al pueblo mismo; para 
hacer que la opinión pública sea soberana, lo primero es formar la opinión pú-
blica; y todas las grandes necesidades de la democracia, todas las exigencias de 
nuestro país, solo tienen un medio posible de realización: ¡educar, educar, siem-
pre educar!

La educación también es indispensable a la hora de pensar en el crecimiento 
económico y en la movilidad social. La evolución hacia una sociedad cada 
vez más tecnificada tiene tendencias fuertes a promover mayor desigualdad. 
Se dice que vivimos en el reino de lo intangible, donde el principal medio de 
producción es el conocimiento. Quienes han dedicado sus vidas a la infor-
mática o las industrias creativas saben que para prosperar en esos sectores 
alcanza con una habitación con buena conexión a Internet, ideas originales y 
personas con el saber y la actitud necesarias para llevarlas a cabo. El compo-
nente humano es fundamental.

Sin embargo, Uruguay siempre contó más a sus vacas que a su gente. Desde 
el siglo XIX, los censos de ganado han sido periódicos pero solo hemos tenido 
espaciados censos de población. Algo ha venido cambiando y hoy varios sec-
tores de la economía saben que su suerte está atada a lo que los jóvenes de-
cidan hacer con sus vidas. Cada año lectivo, empresarios dedicados a bienes 
como el software o la biotecnología esperan que sean más los jóvenes que 
decidan cursar carreras tecnológicas. Pero para llegar a eso es preciso que 
nuestros jóvenes culminen el ciclo anterior, de educación secundaria (hoy 
solo cuatro de cada diez lo logran).

En Uruguay, como prácticamente en todos los países, la educación pública es 
un tema de particular sensibilidad y es un desafío estratégico. La inteligencia, 
madurez y generosidad con que se resuelva tendrá un impacto enorme en 
el futuro próximo y a largo plazo. Favorecer la alta calidad de la educación 
pública es fundamental para el futuro de cada persona y también para el del 
conjunto de la sociedad. Pensemos que este país, con el crecimiento limitado 
de población que tiene, puede aspirar de forma realista a lograr una exten-
sión de la calidad. En este desafío está el destino del desarrollo económico, 
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social y político del país, que tiene un formidable potencial para movilizar, a 
partir de la preparación de su gente.

B. Propuestas: coincidencias y diferencias
Que es amplio el terreno de las coincidencias queda demostrado en el trayecto 
de la última década, donde en sucesivas instancias se registraron acuerdos de 
diferente calado. En el año 2005 todos los partidos políticos confluyeron en 
las Bases para un Acuerdo Programático en Educación. Se puso en marcha el 
Debate Educativo Nacional, convocado por el Ministerio de Educación y Cul-
tura (MEC), la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) y la Univer-
sidad de la República (Udelar), que se desarrolló en los años 2005 y 2006, con 
amplia participación y el objetivo de contribuir a la elaboración de una nueva 
Ley de Educación, que sustituyera a la «de emergencia», de 1985. La nueva ley 
fue promulgada en diciembre de 2008, aunque algunas de sus apuestas más 
importantes, como la creación de una carrera docente meritocrática, el fortale-
cimiento de las comunidades educativas o la creación de un ente universitario 
para la formación de los educadores, todavía están en el debe. En el año 2010 
los cuatro partidos con representación parlamentaria firmaron un documento 
de acuerdo sobre educación, cuya vigencia fue reafirmada dos años después 
en un nuevo compromiso que incluía otros contenidos.

También en 2010, las nuevas autoridades de la educación publicaron el do-
cumento Plan Nacional de Educación 2010-2030. Aportes para su elaboración, 
que recoge un esfuerzo realizado por la administración anterior, fruto del 
trabajo de académicos y una amplia consulta a docentes.17 Ese aporte, que 
contó con apoyo de UNESCO, fue recientemente rescatado por el Instituto Na-
cional de Evaluación Educativa en su informe sobre el estado de la educación 
en Uruguay (IEEuy 2014), que remarcó su vigencia al enfatizar «la importancia 
de construir acuerdos amplios en torno a un plan nacional de educación de 
largo plazo».18

Paradójicamente, este recorrido en busca de acuerdos en educación puede 
ser también una muestra de las diferencias que persisten. Desde el campo 
educativo y desde el terreno de la política se atribuyen distintas causas a las 
dificultades para superar el clima de contienda. Para unos se trata de viejas 
y renovadas disputas ideológicas, para otros de antagonismos político-elec-
torales, o del peso de los corporativismos. Hay quienes piensan que ha falla-
do la conducción, carente de un liderazgo firme, en tanto otros creen que el 
error se origina en un método de trabajo equivocado, que menospreció la 

17	  Disponible en <http://www.anep.edu.uy/anep/index.php/publicaciones-2>.
18	  Instituto Nacional de Evaluación Educativa, Informe sobre el Estado de la Educación en Uruguay,

 p. 317. Disponible en <ieeuy2014.ineed.edu.uy>.
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participación real de los docentes. Pero sea cual sea la respuesta al enigma, es 
indudable que es necesaria la obtención de un clima nacional favorable, un 
liderazgo político marcado, con amplia y respetuosa participación, y actitud 
de apertura negociadora, sin los cuales ningún acuerdo será posible. De ahí 
la imperiosa necesidad de destrabar esta situación, de buscar acuerdos que 
contemplen plazos largos, de hacer e ir evaluando lo realizado.

Podría decirse que en todas las instancias arriba mencionadas, y en los pro-
gramas partidarios actualizados para las elecciones de 2014, se marcaron 
importantes líneas de coincidencia, y divergencias que podrían ser objeto 
de discusión y acuerdo, como las referidas al cogobierno y a la participación 
de los docentes. Ahora, siendo la recomposición del pacto educativo uno de 
los objetivos en que se coincide, no pueden caber dudas de que el cuerpo 
docente tiene que tener ámbitos de participación en el proceso de cambio, 
y que su compromiso con las transformaciones debería procurarse desde el 
inicio.

Pedro Ravela, coordinador de los equipos técnicos que elaboraron el IEEuy 
2014, ha alertado sobre la importancia de considerar en cualquier propuesta 
transformadora algunos aspectos intangibles de la situación actual que atra-
viesa la educación, entre los que destaca el malestar docente. Este tiene que 
ver con las condiciones de trabajo, con lo salarial, con la problemática forma 
como se ha configurado la identidad profesional docente en educación me-
dia, y con cierto escepticismo respecto a la posibilidad de cambios. Podemos 
estar más o menos de acuerdo con las metas que queremos alcanzar en edu-
cación (ampliación del tiempo pedagógico, mejora de los resultados de los 
aprendizajes, aumento de los porcentajes de egreso, abatimiento de la des-
vinculación), pero coincido con este especialista en que lo primero es fijarnos 
objetivos en torno a la transformación de los aspectos más duros del sistema 
educativo, atendiendo su configuración histórica y las perversas lógicas insti-
tucionales que conspiran contra el logro de mejores aprendizajes. No alcanza 
con crear programas puntuales para atacar determinadas insuficiencias.

En la presentación del IEEuy 2014, y echando mano a metáforas náuticas, Ra-
vela recordó que se ha comparado al sistema educativo uruguayo con un-
gran barco al que le cuesta mover el timón, y así cambiar el rumbo, dada la 
gran inercia que caracteriza a las instituciones educativas, mientras algunos 
han advertido que «no hay buen viento para quien no conoce el rumbo», en 
referencia a que la bonanza económica no ha sido suficiente para concretar 
cambios sobre los que no ha habido voluntades claras. En su mirada sobre la 
situación de la educación, aseguró que más que el rumbo le preocupa que 
ese barco sea un barco viejo como una carabela, que hace agua, que carece 
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de instrumentos de navegación adecuados y que además tiene la tripulación 
medio amotinada.19

Los docentes sienten que sobre sus hombros caen cada vez mayores respon-
sabilidades, que la comunidad educativa de la que forman parte está debili-
tada, que hay una fractura entre los ámbitos de decisión política y las aulas.

Recomponer siempre es más arduo que edificar. No será un proceso sencillo, 
es muy larga en el país la historia de contiendas en el campo de la educación. 
Permanentemente se están cruzando temas que tienen que ver con diferen-
cias ideológicas, con los distintos proyectos de sociedad, con la diversidad 
que caracteriza a las sociedades modernas, con cierta forma de pensar en 
blanco y negro. No hay que rehuir su discusión, pero hay que situarlos en 
referencia al todo, a la sociedad y sus necesidades.

Uno de esos temas es el de la relación entre educación pública y educación 
privada. No creo en dogmatismos al respecto, pienso que hay que respetar 
la opción del ciudadano basada en valores, tradiciones o creencias, de dar a 
sus hijos una formación que tenga algo más que la educación pública, pero 
no en desmedro de ella. La diversidad es parte del patrimonio de todos, es 
un derecho, y es una riqueza si no es a costa de la pobreza de los demás. Lo 
que debe quedar claro es que la educación privada no debe ser considerada 
como una alternativa a la crisis de la educación pública.

Cada tanto rebrota también la falsa oposición entre el lugar de las humani-
dades en la educación y la parcela de la ciencia y la tecnología, definida a 
veces como el conocimiento «útil». En este tema no puedo dejar de referirme 
a mi historia personal. Miembro de una familia de emigrantes en búsqueda 
de mejores oportunidades, el país me ofreció el acceso a un sistema educa-
tivo que no solo me formó en el conocimiento y en los valores, sino que me 
permitió abrir puertas y realizarme en mi vida profesional a nivel nacional e 
internacional. Conocimiento y valores que comenzaron, debo resaltarlo, con 
los que recibí, primero, de una enseñanza primaria privada y, luego, de la ex-
celente calidad de la enseñanza media pública tan rica en formación huma-
nística y en la transmisión de valores universales.

Serán estos valores los que permitirán, por ejemplo, considerar la dimensión 
ética y política del uso de las tecnologías. Pensemos en los avances en bio-
tecnología, en las capacidades cada vez más grandes de modificar caracterís-
ticas vitales, e incluso de crear organismos que no existen en la naturaleza. 
La modificación del patrimonio genético de un organismo vivo, orientándolo 
hacia características predeterminadas por intereses vinculados a la produc-
ción, la salud, o el beneficio económico, es algo que no debe dejarnos indi-

19	 El video de la presentación del IEEuy 2014 el 10 de diciembre de 2014 en el LATU puede consultar-
se en <http//:www.ineed.edu.uy>. 
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ferentes. Hace falta contar con formación e información suficiente y asumir 
con claridad lo que es el espacio pertinente de opinión, el que corresponde a 
nuestro posicionamiento como ciudadanos, políticos o creyentes.

Además el conocimiento no está prisionero en compartimentos estancos, sus 
contribuciones a la formación personal y al desarrollo de un país suelen ser 
complejas y con trayectorias poco predecibles. Recuerdo que hace un tiem-
po, quien fuera el prorrector de Investigación de la Udelar, Gregory Randall, 
destacaba que no hay una investigación pura desconectada de la realidad. 
La investigación aplicada se alimenta de conocimientos básicos, y no es fácil 
saber qué conocimientos se van a necesitar en el futuro.

Creo que la socialización es aquello que se aprende en la escuela o el liceo más 
allá de los contenidos de las asignaturas (a tratar a la autoridad, relacionarse 
con los pares, proyectarse, administrar éxitos y fracasos) y eso es clave hoy para 
que los chicos que vienen de hogares muy vulnerables puedan aprender.

Me parece importante atender el planteo del maestro Miguel Soler respecto 
al desafío que tiene nuestro sistema educativo y la sociedad toda, de trabajar 
a partir de las dimensiones culturales de una pobreza estructural, instalada 
en el país, y que:

no es la pobreza del inmigrante que llega pobre pero con habilidades suficientes 
para salirse de esa situación. Es una pobreza heredada de varias generaciones. 
Hay niños que jamás han visto trabajar a su padre, que jamás han visto trabajar a 
su abuelo. Que han convivido con una imagen de la mujer que es totalmente ne-
gativa y que configura en él una posición negativa frente a los problemas de gé-
nero. Este tipo de pobreza actual me parece muy difícil de trabajar, […] y obliga a 
un esfuerzo muy intenso, muy interdisciplinario, interinstitucional y sostenido.20

Agrega que las políticas llamadas de «inclusión educativa» cuando se apli-
can en secundaria «llegan tarde». Incluso en primaria, dice, llegan tarde. Y 
esto es porque gran parte del partido se juega en los primeros años de vida, 
en la primera infancia. Las neurociencias nos han venido advirtiendo acerca 
de la importancia de ese primer tramo de existencia para el desarrollo de 
las potencialidades del ser humano. Como ha señalado la doctora Cristina  
Lustemberg: 

mientras que en los primeros dos años de edad se constituye una parte impor-
tante del desarrollo intelectual, emocional físico/inmunológico y social, entre 
los dos y los cinco años se establecen los pilares del aprendizaje posterior, del 
trayecto futuro en la educación formal y de la capacidad de integración social.21

20	  En Carolina Porley, Más allá del titular. Discursos y propuestas en el debate educativo, Estuario Edi-
tora/Brecha, Montevideo, 2014, p. 294.

21	 Cristina Lustemberg, «La infancia primero. Hacia un sistema integral de protección a la primera 
infancia», en Uruguay+25, ob. cit.



r e f l e x i o n e s  57

Entonces aquello de que «la escuela sola no puede» tiene una enorme vigen-
cia. Debemos presionar a nuestro sistema educativo para que mejore, pero 
no podemos pedirle lo que no puede dar, lo que en principio no depende de 
él sino de un conjunto de esfuerzos institucionales, sociales y familiares.

Está claro que ha habido avances en el acceso a la educación pero aún es-
tamos lejos, y no ha habido avances suficientes en términos de calidad de 
los aprendizajes. Ese masivo acceso a la educación de sectores sociales que 
nunca habían pisado un liceo puede ser parte de la explicación de las difi-
cultades, pero no es la única razón. Creo que no hay que pensar en calidad e 
inclusión como opuestos, ni excusarnos en que la pérdida de la primera, se 
explica por el avance en el segundo aspecto.

También se debe evitar la construcción, por convicción o por «la fuerza de las 
cosas», de dos mundos educativos, uno para pobres y otro para los sectores 
medios y altos. Los especialistas debaten la conveniencia o no de políticas 
«focalizadas», vistas como alternativas a medida para un alumnado que no 
fue previsto por el sistema educativo. Me gustaría simplemente acotar que la 
mezcla, la heterogeneidad, no solo es mejor para la democracia, también lo 
es para los aprendizajes de todos.

Recalco la importancia de no crear una educación para «pobres», para los que 
tienen problemas de adaptación al sistema. Es el sistema el que debe adap-
tarse y pensar en todos. Los últimos estudios a partir de las pruebas PISA22 
mostraron que los sistemas educativos que seleccionan académicamente a 
su alumnado no logran mejores resultados que los que no seleccionan. No 
solo a los estudiantes de contextos vulnerables les sirven los entornos he-
terogéneos, «mezclarse» con chicos de otros sectores sociales. Las aulas con 
diversidad de origen sociocultural enriquecen y contribuyen a la formación 
integral de todos, consolidando la democracia desde sus bases.

Más allá de cuáles sean los escalones, hay necesidad de que el cambio sea in-
tegral, sistémico, profundo, y planteado estratégicamente en plazos largos, a 
través de amplios consensos que aseguren un esfuerzo colectivo continuado 
para llevarlo adelante.

C. ¿Es posible un acuerdo nacional para la educación?
Muchas veces nos hemos preguntado cómo construir sociedades deseables, 
es decir, democráticas, innovadoras y competitivas, equitativas, solidarias e in-
sertadas en el concierto internacional. En las respuestas siempre ha aparecido 
la educación. La educación integra la diversidad en un proyecto común, sus 

22	 Pisa 2012 Results in Focus, OECD, 2013.
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efectos se prolongan a través del tiempo y la política que la conduzca debe 
tener permanencia; es un tema de Estado. Concierne a todos los protago-
nistas sociales, más allá de los partidos políticos o de los profesionales del 
sector.

Tal vez una de las claves esté en «poner las cosas en su lugar», devolviendo 
a cada uno lo que le es propio. Al gobierno, empoderado por la ciudadanía 
que lo ha votado, le corresponde la definición del proyecto de sociedad, de 
las vías del desarrollo, de las grandes herramientas que son necesarias para 
transitarlas, de las políticas públicas pertinentes. Al universo educativo le 
corresponden los temas propios de la educación, lo técnico, lo pedagógico, 
el proponer e instrumentar las políticas educativas, las formas de gestión y 
conducción, la rendición de cuentas. Para los legisladores, la responsabilidad 
de definir y votar las leyes y los presupuestos necesarios y posibles para el 
proyecto propuesto, vigilando el cumplimiento de los objetivos de las políti-
cas públicas.

Poner las cosas en su lugar debe incluir también la conformación de un clima 
nacional a favor de la educación, donde los diálogos y el respeto recíproco 
sean la norma. En cada centro educativo, en cada comunidad educativa, to-
dos tienen algo para decir, sin perjuicio de que cada uno en el ámbito de su 
responsabilidad tome las decisiones que deba tomar. Democratizar el poder 
no quiere decir diluir las responsabilidades de cada quien.

D. 	¿Cuáles serían los problemas a resolver  
para avanzar hacia una profunda reforma?

En las diversas instancias donde se colocó el tema de la educación en el cen-
tro fueron resaltando una serie de problemas cuya existencia era acordada, 
aunque se difería en las soluciones.

a. 	 Se ha marcado la existencia de problemas de diseño institucional, de ges-
tión, de gobernanza, y es claro que las dificultades para llevar adelante 
las políticas con las estructuras existentes han provocado la constante re-
currencia a los atajos, a establecer programas nuevos por fuera de esas 
estructuras u optar por «parches» en lugar de transformaciones de gran 
calado. Por otra parte, más que discutir quién debería tener el mango de 
la sartén, generando recelo entre los actores, podemos pensar cuáles son 
las potestades y responsabilidades que sí o sí debe ejercer y asumir cada 
actor para que un plan nacional de educación pueda llevarse a cabo. ¿Por 
qué no pensamos qué está en manos de cada quien hacer y que cada uno 
se comprometa en lo que forma parte de su metier?
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b. 	 Se ha identificado otro nudo problemático en los centros educativos y la fun-
ción docente. Son dos temas difíciles de separar, porque las propuestas más 
importantes vienen por el lado del reforzamiento del centro, de construir o 
reconstruir en cada uno una comunidad educativa, con presencia y estabi-
lidad de los docentes. Unos docentes que no deben concebir su profesión 
atada solamente a la asignatura y al aula, sino abarcando un trabajo más in-
tegral con los alumnos, sus familias y el conjunto de la comunidad educativa 
de la escuela o liceo en el que se desempeñan. Esto último hay que verlo con 
relación a una serie de cambios que hacen a la formación, a lo salarial, a las 
condiciones laborales, a la estructura del puesto de trabajo, a la motivación.

c. 	 Se ha hablado de la recomposición del pacto educativo. Esto tiene que ver 
con la participación y con los valores. Participación de un amplio universo 
de actores vinculados a lo educativo, que incluso se ha fijado por ley y que 
sigue sin concretarse por las inercias institucionales y culturales. El cam-
bio de cultura y de valores hace referencia a superar la desconfianza entre 
docentes y familias, entre jerarcas de la educación y dirigentes políticos, 
entre especialistas (técnicos, académicos) y educadores.

d. 	Recursos. El esfuerzo de inversión en materia educativa es y deberá ser 
muy grande porque no solo hay que modificar el rumbo de ese gran bar-
co, sino que hay que asegurar que realmente sea un barco donde todos 
podamos estar y navegar en primera clase. Para que la navegación sea 
exitosa hay que modernizar su estructura, mejorar y fortalecer su sistema 
operativo y dotarlo de nuevas y renovadas capacidades, porque también 
apremia la necesidad de responder a las urgencias sociales que de algún 
modo son parte del origen de la desvinculación, del ausentismo y otras 
falencias educativas. No podemos rendirnos ante los porcentajes y volú-
menes superiores de recursos que invierten los países más ricos en edu-
cación, en investigación y desarrollo (incluso hoy estamos por debajo de 
la media latinoamericana en inversión en educación).

	 Hay que mejorar la realidad de extrema debilidad institucional que tiene 
la ANEP en materia de estructura administrativa, de gestión, planificación 
y capacidades no docentes (además de las grandes carencias docentes). 
Un claro ejemplo de dicha fragilidad es el hecho de que la ANEP es el único 
ente autónomo del país sin una sede propia.

e. 	 Por último la discusión sobre qué y cómo enseñar. El debate curricular 
discurre entre si lo importante es transmitir contenidos culturales o si lo 
que las nuevas generaciones precisan es adquirir capacidades o destrezas 
consideradas clave en el mundo actual. No creo conveniente llevar una 
discusión polarizada entre un «currículum enciclopédico» o las llamadas 



e n r i q u e  v.  i g l e s i a s

   
60

«competencias». Sí creo que la discusión debería abarcar y considerar la 
modernización de los métodos de trabajo acercándolos más a una diná-
mica en equipo, al aprender juntos, a la conexión con la realidad de los 
jóvenes, a tocar temas como el peligro y el sentido de la vida. Porque la 
educación es mucho más que el viejo currículum escolar de «lectoescri-
tura y cálculo», o tomando el universo actual de habilidades que mide 
PISA, es mucho más que el «saber hacer» en matemática, lectura y ciencias. 
Asimismo hay capacidades socioafectivas que pueden dificultar o facilitar 
el desarrollo de lo que el currículum escolar dispone como importante, 
y que necesitamos asegurar a las personas. También creo, como ciuda-
dano y estudioso de los desafíos del desarrollo colectivo, que la nueva 
pedagogía debería apuntar menos a transferir información que a ayudar 
a aprender a aprender. Expertos como el canadiense Michael Fullan han 
puesto el acento más en la cultura de la educación que en el currículum, 
en lo que pasa en el centro educativo y no solo en el aula, y resaltan la im-
portancia de la formación y actitud de los docentes. Para esto es clave es-
forzarnos en la formación de los docentes, y que estos puedan trabajar en 
centros donde funcionen verdaderas comunidades educativas. Volvemos 
así a los puntos anteriores: transformar nuestras escuelas y liceos para que 
sean comunidades de aprendizajes, que elaboren sus propias propuestas 
y donde nuestros niños y adolescentes quieran permanecer. Para eso de-
bemos dotarlos de más recursos y capacidades, reforzando su personal 
docente y no docente, porque de nada serviría darles una autonomía que 
no tienen cómo utilizar, y que incluso puede acentuar las desigualdades.
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2. 	 La construcción de una economía  
más productiva, diversificada e inclusiva

Tal vez los buenos momentos pasados en cuanto a precios de materias pri-
mas, de commodities, dificultaron la proyección hacia el futuro. Teniendo en 
cuenta que en términos históricos los vientos favorables no se mantienen 
indefinidamente desde el mismo cuadrante, es prudente aprovecharlos 
cuando soplan a favor. Todavía es tiempo para la diversificación productiva, 
que es uno de los elementos que puede evitar el regreso a las fluctuaciones 
que han caracterizado a nuestra economía, amortiguando los efectos de las 
variaciones de la demanda y los precios internacionales. Bértola y Bertoni, 
refiriéndose a los países que aprovecharon esas coyunturas para promover 
la diversificación productiva, dicen que «la mayoría de ellos no han dejado 
de agregar valor a sus bienes primarios, pero a la vez han aprendido a hacer 
otras cosas más complejas, sofisticadas y con una mayor y sostenida expan-
sión de la demanda».23

Es destacable la dinámica que ha aportado el sector primario a la economía 
nacional con aumentos de productividad, algunos encadenamientos, o inno-
vaciones como la trazabilidad del ganado. Esto no es casual ni coyuntural; la 
estación experimental del Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria 
(INIA), La Estanzuela, tiene cien años, y en el país se investiga sobre genética 
desde hace sesenta. Pero eso no es suficiente, hay que mirar hacia otros sec-
tores donde sea deseable y posible desarrollar competitividad, como pueden 
ser el software o las comunicaciones. Es necesario identificar posibles moto-
res de crecimiento, sectores con potencial exportador, ensayando escenarios 
prospectivos al servicio de la generación de capacidades competitivas de 
largo plazo de la economía uruguaya.24 El economista Giovanni Dosi, en el 
libro que escribió con Mario Cimoli y Joseph Stiglitz25 habla de «evitar la mal-
dición de los recursos naturales» que son intensivos en capital y reducidos en 
mano de obra calificada y producen una polarización en la distribución del 

23	 Luis Bértola y Reto Bertoni, ob. cit.
24	 Gustavo Bittencourt y Nicolás Reig, «Escenarios de estructura productiva, competitividad y creci-

miento. Desarrollo exportador Uruguay 2035», en Uruguay+25, ob. cit.
25	 Mario Cimoli, Giovanni Dosi y Joseph Stiglitz, Industrial Policy and Development: The Political Eco-

nomy of Capabilities Accumulation, Oxford University Press, 2009.
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ingreso. Su propuesta es la puesta en práctica de una política industrial que 
apunte a microsectores intensivos en empleo y conocimientos, y pregona un 
impulso asistido por el Estado, con intervenciones selectivas, muy atentos a 
los tratados bilaterales que puedan maniatarnos en los temas de propiedad 
intelectual.

En Uruguay+25 Aboal et al.26 llaman la atención sobre el proceso de divergen-
cia, medido en términos de PBI per cápita, de Uruguay respecto a países de 
comparación directa, como Nueva Zelanda, y le atribuyen importancia cru-
cial al desigual desempeño en materia de productividad. Estos autores, aun 
admitiendo las dificultades para medir resultados en materia de innovación, 
concluyen que en Uruguay se destinan pocos recursos a la innovación, y que 
persisten «importantes debilidades en cuanto a las capacidades para soste-
ner el desarrollo de la innovación».

En la última década el país ha trabajado mucho para fomentar la innovación, 
ineludible en un escenario donde lo más relevante es la intensidad del cam-
bio tecnológico. Los esfuerzos estratégicos puestos en marcha se han estruc-
turado vinculando políticas públicas e iniciativa privada con la academia. Se 
han creado e impulsado instituciones, planes y programas: el Programa de 
Desarrollo de las Ciencias Básicas (PEDECIBA), el Plan Estratégico Nacional de 
Ciencia, Tecnología e Innovación (PENCTI), la Agencia Nacional de Investiga-
ción e Innovación (ANII), el Centro de Extensionismo Industrial (CEI), el Progra-
ma de Competitividad de Conglomerados y Cadenas Productivas (PACC) y los 
Consejos Sectoriales.

Reconociendo la importancia de estos esfuerzos, Bértola y Bertoni sostienen 
en el trabajo citado que esos planes de desarrollo de la ciencia, la tecnología 
y la innovación «todavía no han logrado convertirse en instrumentos clave, 
y el sistema educativo está muy lejos de satisfacer las expectativas y necesi-
dades de una estrategia nacional de desarrollo». Para ellos hay que «poner el 
cambio estructural de la economía uruguaya muy arriba en las prioridades de 
la agenda y construir una institucionalidad acorde, con recursos importantes 
y un liderazgo firme al más alto nivel».

Aboal et al., remarcando que hubo avances significativos, recomiendan pro-
fundizar algunos aspectos y reorientar otros. Atendiendo la limitada dispo-
nibilidad de recursos financieros y humanos, proponen acotar el listado de 
sectores prioritarios, focalizando las políticas de estímulo, vinculándolas a 
otras políticas de desarrollo productivo, alineando los diversos instrumentos 
disponibles para generar sinergias. También ven espacios posibles de avance 
en la provisión de bienes públicos, con mayor financiamiento a la investiga-

26	 Ob. cit.
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ción aplicada a solucionar problemas productivos, con más inversión en in-
fraestructura de investigación.

En cuanto a la necesidad de fortalecer la oferta de personal capacitado, creo 
que sería importante pensarla en dos vías: por un lado, con la consolidación 
de un fondo para becas en el exterior, algo que otros países han practicado 
con buenos resultados; otro camino pasaría por la promoción de la investiga-
ción científica en un nivel regional, pensando en obtener mayor volumen de 
pensamiento y en confluencias productivas hacia el futuro.

En el trabajo publicado en Uruguay+25 Deagosto et al.27 marcan como un pro-
blema la escala reducida, ya que la mayor parte de las tecnologías disponi-
bles están concebidas para mayores escalas. Frente a ello proponen orientar-
se hacia la adaptación de las tecnologías existentes, estimular la cooperación 
y complementación entre empresas, y la búsqueda de ganancias de escala. 
También plantean incentivar una mayor integración y complementación de 
las cadenas de valor de origen agropecuario, «donde el país tiene ventajas 
comparativas y escalas de producción aptas para la economía global».

Por su parte, Bértola sostiene que «sería una enorme e inexplicablemente 
autoimpuesta restricción la de limitarse a concebir el futuro del país como un 
espacio económico exclusivamente limitado al agregado de valor a bienes 
primarios».

Propone doblar la apuesta, aprovechando los mejores momentos de la soja, 
los granos, la carne, la pulpa de celulosa, para plantearse como objetivo muy 
destacado el cambio estructural de la economía, con recursos e institucio-
nalidad. Desde el Estado hubo variadas e importantes iniciativas, pero ha 
faltado coordinación y articulación, aun hay que desarrollar capacidades y 
generar sinergias entre lo público y lo privado. Para que la renuncia fiscal, 
ampliamente utilizada como instrumento de promoción de inversiones, sea 
mejor aprovechada en términos de esa política de transformación estructural 
sería necesario que el Estado asuma un rol más activo, directivo.

La histórica alternancia de ciclos de expansión y contracción, vinculada a esa 
matriz productiva que se plantea cambiar, nos ha mostrado que la fase ex-
pansiva va generando ciertos desequilibrios que pueden llevar, de hecho han 
llevado, a crisis profundas. En primer lugar las importaciones, sean destinadas 
a la producción o al consumo, tienden a crecer más que las exportaciones, 
presionando la balanza comercial, aumentando la sensibilidad hacia súbitos 
cambios que puedan provenir desde el exterior referidos a demanda, precios 

27	 Germán Deagosto et al., «Desafíos para el crecimiento en Uruguay: una mirada desde los funda-
mentos de largo plazo», en Uruguay+25, ob. cit.



e n r i q u e  v.  i g l e s i a s

   
64

o flujos de capital. Pese a que el ciclo expansivo que estamos disfrutando es 
uno de los más prolongados en la historia del país, el escenario económico 
internacional, donde abundan las crisis e incertidumbres, y el poco optimista 
contexto regional, pueden ser fuertes proveedores de cambios en el sentido 
de empujarnos hacia la fase contractiva.

Uno de estos documentos de investigación de Uruguay+25 que venimos si-
guiendo propone, de cara a estos peligros, el cambio de la matriz productiva, 
el control de los flujos financieros para orientar la inversión y evitar el daño 
que puedan causar capitales especulativos, e intentar mantener un tipo de 
cambio competitivo. «El aumento de la productividad del sistema —dicen 
Bértola y Bertoni— es la clave para frenar los empujes inflacionarios, y las 
políticas de mercado de trabajo se deben orientar a acompasar salarios y 
productividad». También Deagosto y sus colegas ubican en las ganancias de 
productividad el sustento del crecimiento posible en los próximos años.

Es sabido que la productividad, la construcción de capacidades competitivas, 
recorre caminos complejos, que ineluctablemente pasan por el nudo de la 
transformación de las capacidades humanas. Y que estas tienen un escenario 
favorable para desarrollarse cuando hay una mejor distribución del ingreso, 
un descenso de la desigualdad que permite tejer otro tipo de relaciones más 
cooperativas. Ese marco está presente en la fase expansiva actual, cuyo piso 
fue la profunda crisis de 2002. También por este lado el razonamiento condu-
ce a que es necesario aprovechar la generación de ingresos provenientes de 
los commodities, procurando cambios que fortalezcan los procesos de trans-
formación de la estructura económica en el largo plazo.

La disminución de la desigualdad tiene que ver con los ingresos, con las po-
sibilidades de empleo, con la distribución del incremento de productividad, 
con las políticas sociales, con la provisión pública de servicios, y con el de-
sarrollo de capacidades. En Uruguay hace más de un siglo que el Estado es 
un actor fundamental en la generación de bienestar, que ha dependido en 
gran medida del gasto público, de la gestión de las finanzas públicas, de los 
impuestos, de las políticas públicas. Y no ocurre solamente en nuestro país; 
por algo Schumpeter dijo hace décadas que era capaz de percibir el sentido 
de la historia del mundo en la contabilidad del tesoro público. Pese a que 
siempre ha estado presente, de forma manifiesta o latente, el contrapunto 
entre el Estado de bienestar y una mirada más cercana a la ortodoxia liberal o 
neoliberal, aun en los períodos en que predominó esta última el gasto públi-
co social fue muy importante, en términos del gasto total o en porcentaje del 
PBI. De todos modos el gasto público social nunca ha dejado de estar atado a 
los ciclos de la economía.

Quedan otros desafíos a encarar en el próximo período. En primer lugar una 
transformación de parte del gasto público, desde políticas sociales reactivas, 
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propias de la estructura demográfica que tenemos y de la historia reciente, 
hacia otras más proactivas, que promuevan las capacidades. En segundo lu-
gar un reacomodo de las bases impositivas que sostienen las políticas, y lue-
go la transformación de mayores recursos en mejores servicios. Como dice 
Bértola, «la gestión de los recursos se transforma en factor crítico para con-
vertir cantidad en calidad».

A. Los límites internos y externos
Además del aún débil desarrollo de las políticas de innovación y de calidad edu-
cativa, y de la incompleta inclusión de sectores sociales postergados, una limi-
tante interna importante para el crecimiento productivo ha sido la carencia de 
legitimidad que han tenido los dos motores de la economía de mercado: la ga-
nancia y los impuestos. Esto es consecuencia del conflicto de ideas excluyentes 
en el que hemos vivido, y también de la escasa redistribución en los períodos de 
crecimiento.

Parte del éxito de los países desarrollados se explica por el logro de un gran 
compromiso social entre la idea de mercado, la idea de la democracia y la 
idea de la equidad o cohesión social: posibilidades de crecimiento, legitimi-
dad política y convivencia social. La columna vertebral de ese pacto ha sido 
la fiscalidad. Si lo miramos desde el crecimiento, los impuestos generan los 
recursos para invertir en infraestructura y otras externalidades que permiten 
el funcionamiento eficiente y la expansión de los mercados, y para invertir en 
la formación de las personas, camino ineludible para apropiarse productiva-
mente de los avances de la ciencia y la tecnología. En términos de la convi-
vencia social, los impuestos permiten la expansión de los servicios sociales y 
la protección de los derechos, base constitutiva de una verdadera ciudadanía 
social y económica. Y en términos de la legitimidad del sistema político, los 
impuestos son el eje vertebrador de la pertenencia a una misma comunidad, 
permitiendo que el Estado aparezca como garante de la protección a los más 
débiles.

En América Latina la carga fiscal está promedialmente veinte puntos más 
atrás que en los países europeos, donde además esos recursos proceden ma-
yoritariamente del capital y del ingreso, en tanto en nuestra región la mayor 
parte se origina en impuestos al consumo. En el marco de la idea de desarro-
llo se hace evidente la necesidad de construir ese compromiso social cohe-
sionador, legitimador, en la búsqueda del bien común.

Para Bértola y Bertoni es necesario un esfuerzo reflexivo respecto a cuáles 
son los instrumentos más idóneos y justos para superar algunas debilidades 
estructurales de la fiscalidad uruguaya, «debate que trasciende lo técnico y se 
ubica en el terreno de la ética».
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De acuerdo a Muinelo Gallo y Roca Sagalés28 en Uruguay, al contrario que 
en los países desarrollados, los principales instrumentos de política fiscal, el 
gasto corriente y los impuestos indirectos, incrementan la desigualdad en el 
largo plazo. Esto conduciría a «la necesidad de cambiar no solo la estructu-
ra tributaria, sino también el comportamiento del gasto del gobierno». Para 
mejorar la recaudación estos autores proponen reducir la evasión y el fraude 
fiscal, mayor tributación a las rentas del capital e implementación del IVA per-
sonalizado. Y en cuanto al gasto público, plantean más recursos para mejorar 
la calidad educativa y políticas de capacitación, empleo y formalización, en-
tre otras cosas.

Otras limitantes del crecimiento productivo provienen del contexto interna-
cional. Nuestra economía siempre ha estado expuesta a los shocks externos. 
Para Lanzilotta, Rego y Regueira29 la volatilidad cíclica se ha reducido pero con-
tinúa siendo elevada, vinculada a los avatares de la economía argentina y a los 
precios de los principales productos de exportación e importación, como el 
petróleo. Estos autores también marcan como fuentes de vulnerabilidad en el 
presente «la dependencia del comercio bilateral y la especialización productiva 
excesiva», sobre todo si está ligada a bienes de menor contenido tecnológico.

Además en el exterior, donde no terminan de concretarse nuevas arquitec-
turas financieras y comerciales, los riesgos de reproducción de las crisis si-
guen vigentes debido a lo que se ha llamado «ingobernabilidad de los flujos 
financieros», que dejan una estela de concentración de la riqueza y extrema 
volatilidad.

Por supuesto inciden fuertemente los atrasos en la creación de infraestructu-
ra de transporte, logística y comunicaciones, así como de energía, que dificul-
tan la articulación productiva regional. Esto se evidencia cuando observamos 
que de las redes continentales América Latina es aquella donde son menores 
los intercambios al interior del bloque, apenas el 20% del total del comercio 
de bienes y servicios de toda la región. Las distancias, medidas en tiempo, en 
kilómetros o en calidad de comunicaciones, se traducen en costos, que son 
los que dirigen el flujo de los intercambios, sean estos de bienes, de servicios, 
o de información.

Tampoco se pueden ignorar las limitaciones relacionadas a los problemas 
ambientales, a un cambio climático que ya está incidiendo en las economías 

28	 Leonel Muinelo Gallo y Oriol Roca Sagalés, «Desigualdad y desempeño macroeconómico: las im-
plicancias del diseño de la política fiscal. Resumen ejecutivo de recomendaciones de políticas 
públicas», en Uruguay+25, ob. cit.

29	 Bibiana Lanzilotta, Santiago Rego y Paola Regueira, «Fluctuaciones macroeconómicas en el Uru-
guay de las últimas décadas: cambios en los patrones de volatilidad y comovimientos cíclicos» en 
Uruguay+25, ob. cit.
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de todo el planeta. Problemas que, sin embargo, no terminan de ser incluidos 
en medidas acordadas por todos en los ámbitos internacionales donde se 
debaten desde hace casi cincuenta años.

B. 	Las fronteras de una continua  
revolución productiva agropecuaria

A nadie escapa que la economía del país seguirá estando estrechamente 
ligada a los recursos naturales, en especial los vinculados a la explotación 
de la tierra. Hace medio siglo sus exportaciones predominantes eran carne y 
lana; hoy los cuatro primeros productos exportables son soja, carne bovina, 
lácteos y celulosa. En la composición del PBI agropecuario la agricultura casi 
alcanzó a la ganadería, que sigue predominando en la ocupación del suelo, 
pero agricultura y forestación avanzaron dos millones de hectáreas.

La producción agrícola tiene ante sí un futuro de incrementos sustanciales, como 
lo han demostrado los avances sectoriales en la lechería, el arroz, la soja y la pro-
ducción cárnica, así como nuevas producciones vegetales, arándanos, olivos. Es-
tos avances estuvieron vinculados, por un lado, a la introducción de tecnologías 
importadas junto con las inversiones, muchas provenientes de Argentina y en 
menor grado de Brasil y, por otro, a una larga historia de investigación agrope-
cuaria en el país. También aumentó la intensidad de uso del suelo, por el doble 
cultivo anual.

En las primeras décadas del siglo XX hubo hombres públicos que pensaron el 
país a largo plazo y tomaron decisiones visionarias trayendo técnicos del ex-
terior y creando instituciones que aportaran al desarrollo económico y social. 
Es el caso del científico alemán Alberto Boerger, que vino para trabajar en 
mejoramiento genético, en tanto el prusiano Alejandro Backhaus y el estado-
unidense Daniel Salmon llegaron para dirigir las creadas facultades de Agro-
nomía y Veterinaria. Hacia la mitad del siglo pasado se cruzaban dos proble-
mas: uno era la separación, el desfasaje entre el país rural, frugal y productivo, 
y la predominancia urbana en cuanto a población, política y cultura; otro era 
la percepción de que el estancamiento productivo estaba relacionado a la 
estructura de propiedad de la tierra. La Ley de Colonización, en 1948, intentó 
intervenir para superar estas dificultades, sin resultados apreciables.

En los sesenta seguía el mismo nudo: para unos el problema era la bomba 
urbana de succión de riquezas que habían ido a parar a una creciente buro-
cracia estatal y a «los palacios de mármoles y granitos», mirada crítica sobre 
la redistribución de la época y que alimentó ese fenómeno que fue el Rura-
lismo; para otros el estancamiento se debía al predominio del latifundio y 



e n r i q u e  v.  i g l e s i a s

   
68

de la ganadería extensiva, barreras para el progreso económico y social. Este 
segundo enfoque promovió proyectos de reforma agraria de diverso tenor.

No puedo dejar de recordar las fuertes repercusiones de la Pastoral de Ad-
viento del obispo de Tacuarembó y Rivera, monseñor Carlos Partelli, en 1961. 
Sostenía el obispo que la tierra es patrimonio de todos, y de ella proviene 
el sustento de todos por igual, y que si bien el derecho de propiedad debe 
asegurarse y defenderse, «cuando la excesiva concentración o la deficiente 
explotación perjudican a la comunidad, el gerente del bien común tiene el 
deber de intervenir para redistribuirla en forma más adecuada».

Cuando la CIDE comienza sus trabajos, Wilson Ferreira Aldunate, entonces 
ministro de Ganadería y Agricultura, se concentró en esa búsqueda de solu-
ciones de fondo, incluso incorporando los expertos y técnicos a la Oficina de 
Programación y Política Agropecuaria (OPyPA) creada por él en el Ministerio. Es 
que si no se incrementaba la productividad del agro no habría exportaciones 
para impulsar el resto de las propuestas. Wilson y su equipo promovieron siete 
leyes que, por expropiación o por medios tributarios, lograrían un cambio de 
las estructuras, sumando a esto una importante intervención del Ministerio 
como regulador y promotor de los adelantos técnicos, y como protector del 
suelo y el agua. En ese plan de desarrollo agropecuario están las ideas y la 
sintaxis de Wilson, que participó activamente y discutió uno por uno los pos-
tulados allí expuestos.

Por esos años, nosotros también planteábamos incorporar la dimensión social 
del derecho de propiedad, el derecho de la sociedad a un uso racional de la 
tierra y del crédito, «postulados que afectando intereses y aun valores tradicio-
nales están en la base de todo progreso material para el próximo decenio».30

Se aprobaron cuatro de las siete leyes del CIDE Agropecuario, y las resisten-
cias de las agremiaciones rurales se concentraron en la reforma impositiva, 
que apuntaba a ser la base de una reforma agraria importante. El profesor 
Faroppa, que convenció al Partido Colorado de la conveniencia de aplicar el 
Impuesto a la Producción Mínima Exigible (Improme), es decir a la renta po-
tencial de la tierra, decía que en ese proceso comprendió que los intereses 
no eran una entelequia, que tenían caras, brazos y piernas. Pero el proceso 
transcurrió por otros carriles, y el país siguió perdiendo diez mil productores 
por año, sin encontrar la forma de superar el estancamiento.

Las modificaciones que quebraron, en parte, esa continuidad se dieron en los 
últimos veinte años, provenientes de un escenario internacional de suba de 
precios, debido al crecimiento de la demanda de los países emergentes, sobre 
todo China, y al auge de los biocombustibles. Estos cambios redundaron en 

30	 Enrique Iglesias, Uruguay: una propuesta de cambio, ob. cit. 
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inversión privada, proveniente de los países vecinos y también de otros más 
lejanos. Uruguay se hizo atractivo para las inversiones por el bajo costo de la 
tierra, la baja carga impositiva, los estímulos y apoyos, las reglas de juego cla-
ras y lo ya avanzado en cuanto a estatus sanitario y políticas de investigación 
e innovación.

Con las inversiones hubo incorporación de tecnología, creció la infraestruc-
tura destinada al acopio y se afirmaron nuevos modelos empresariales, que 
vincularon de otra forma a los diversos sectores de la actividad agropecuaria 
nacional en el mercado global. Además de su contribución a la productivi-
dad, las nuevas tecnologías de la información y la comunicación cambiaron 
la vida cotidiana en el medio rural, donde, por una parte, hay más exigen-
cias de formación de la mano de obra y, por otra, hay una mejora de salarios, 
de condiciones de trabajo, y de cercanía con las ventajas y comodidades del 
mundo urbano.

Los últimos años han mostrado, entonces, un vigoroso crecimiento de las ex-
portaciones, que se han diversificado en rubros y en destinos. Eso de tener 
ciento cincuenta mercados para la carne es un fenómeno que nunca hubié-
ramos pensado que iba a ocurrir. El país produce alimentos para treinta mi-
llones de personas, cuando diez años atrás lo hacía para nueve millones. No 
puedo dejar de mencionar la trazabilidad del ganado bovino, que surge como 
respuesta a las inquietudes sanitarias de consumidores de alto poder adqui-
sitivo, que buscan seguridad y confianza en el producto desde su origen. Esto 
también ha abierto oportunidades de mejorar la transparencia en el vínculo 
entre los diversos segmentos de la cadena cárnica, y de apostar a la calidad, 
agregando valor en la parte nacional del negocio, en este y en otros productos 
de origen agrícola. La trazabilidad es un ejemplo claro de las posibilidades de 
avanzar vinculadas a la investigación aplicada, que debe ser apropiada por el 
productor. Como plantean los expertos del INIA, la innovación debe ser inclusi-
va, debe ser un motor de igualdad, abarcar a todos los productores: investigar, 
comunicar, transferir.

También hay que ver los adelantos que proponen el Plan de Usos y Manejos 
de Suelos (PUMS) y el manejo de plagas, y las posibilidades que aumentan con 
la mayor inversión en ciencia, técnica e innovación, que desde el 0,20% del 
PBI en 2005 se elevó al 0,45 en 2011, con un producto crecido, porcentaje que 
deberá aumentar mucho más en años venideros.

En un panorama auspicioso tal vez haya que prestar especial atención a los 
posibles aspectos negativos de este progreso, en primer lugar, el oscureci-
miento de la necesidad de avanzar en otras áreas, como la industrialización 
de la producción agropecuaria y el ingreso en las cadenas de valor. La repri-
marizacion es un riesgo latente cuando las cosas van bien.



e n r i q u e  v.  i g l e s i a s

   
70

La ampliación de la frontera agrícola, motivada por los adelantos técnicos, 
el precio de la tierra y los precios de los productos en el mercado internacio-
nal, ha desplazado productores y producciones, ha afectado cursos de agua 
y poblaciones locales, ha incrementado los riesgos de erosión y pérdida de 
biodiversidad, por lo que es necesaria la intervención cada vez más atenta del 
Estado y la sociedad, vinculando las ganancias con las pérdidas, el presente 
con el futuro. Hay que destacar el aporte para el país que han significado 
estas transformaciones, buscando respuestas a los efectos negativos del pro-
ceso, como la disminución del número de explotaciones, la menor cantidad 
de productores familiares, la extranjerización de la tierra, y a los problemas 
que se han presentado en la parte industrial de la cadena cárnica. También 
hay que resolver los problemas de logística, para que la producción vaya del 
productor al consumidor en menos tiempo y con menores costos: rutas te-
rrestres y fluviales, ferrocarril, puertos que son básicos para la competitividad.

Para abordar esta serie de delicados desafíos, al igual que a principios del 
siglo XX, necesitamos hombres políticos y científicos que proyecten su pensa-
miento y su accionar en ese país del futuro. En este sector, como en todos los 
otros, debemos decir que no hay economía si atrás no hay una sociedad que 
la impulse: la fuerza motriz de esa evolución es el saber y el trabajo nacional.

C. La expansión y diversificación de los servicios  
con una visión nacional y subregional

El sector de servicios ha tenido un crecimiento acelerado en el país en los 
últimos años, en un período de fuertes inversiones alrededor de un tercio 
lo han tenido como destino. Han aumentado tanto su participación en las 
exportaciones como su aporte en puestos de trabajo.

El tradicional sector del turismo casi duplicó el ingreso de divisas, llegando a 
un 4,7% del PBI en el año 2011. En el sector de logística, según cifras del Ban-
co Mundial, Uruguay pasó del lugar 79 al lugar 56 en apenas cinco años. Los 
servicios no tradicionales (mayormente servicios financieros, tercerización de 
procesos de gestión y consultoría) exportaron 1360 millones de dólares en 
2011, y crearon 13 000 puestos de trabajo, la mitad de ellos en Zonas Francas, 
donde los salarios se sitúan por encima de la media nacional.

Estos cambios han contribuido a diversificar las exportaciones y los destinos, 
disminuyendo la dependencia y la vulnerabilidad frente a las crisis. Superados 
los paradigmas excluyentes de las décadas del setenta y del noventa, hoy el 
sector de servicios se integra perfectamente en un proyecto de desarrollo in-
tegral, contribuye a las sinergias, se lleva bien con la innovación tecnológica y 
es un componente esencial en la visión de ubicar al país como polo logístico 
regional.
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D. 	Las bases de una renovada industrialización a partir de una 
activa participación en las cadenas de valor regionales

Uno de los aspectos de la globalización que más ha cambiado el paisaje de 
la producción en el mundo es la formación de cadenas de valor, que es la 
fragmentación del proceso productivo, tanto en lo que hace a la intervención 
de diferentes empresas como al asentamiento de parte de esos procesos en 
diversos territorios de acuerdo a sus ventajas comparativas.

En esa cadena, afirman Torres, Bittencourt y Rodríguez,31 importa tanto «el pro-
ceso productivo puro» como «las actividades que involucran las esferas de la in-
vestigación aplicada, el soporte y servicios técnicos, la cadena de proveedores, 
el capital humano y know how, la logística, la distribución y comercialización», 
piezas que se condicionan o potencian en el funcionamiento del conjunto.

En las últimas tres décadas esta evolución se ha visto impulsada por la re-
ducción de los costos de transporte y los adelantos técnicos, que permiten 
una producción «just in time» a nivel internacional. Asimismo incide la mayor 
libertad de movimiento de los flujos comerciales y de inversión.

El comercio de bienes intermedios que alimenta esas cadenas ya supera la 
mitad del comercio mundial, pero la apropiación de valor de cada país o re-
gión depende del lugar de inserción, del contenido tecnológico, del valor 
agregado al producto en conocimiento o en servicios. Quedarse en la punta 
de la cadena que provee las materias primas es perderse lo mejor. Se trata de 
tendencias a nivel global que difícilmente varíen en un horizonte de mediano 
plazo, y bajo ese prisma habría que observar algunos hechos en la región que 
a veces parecen ir en otro sentido.

De todos modos los costos se siguen midiendo en distancias entre fases de 
la cadena, por lo que estas se construyen por lo general con una lógica regio-
nal. En el caso de Uruguay, la posición estratégica del país es un gran activo a 
valorizar. Si tomándonos como centro trazamos un círculo de dos mil kilóme-
tros, dentro de él tenemos una buena parte del producto agrícola e industrial 
de América del Sur. En esa perspectiva, una inversión logística en la región 
sería el puerto de aguas profundas, así como otros componentes de un pro-
grama de desarrollo de la infraestructura regional, tanto de transportes como 
en energía y telecomunicaciones.

Ahora bien, esa participación en las cadenas de valor regionales también 
requiere otros desarrollos, que converjan con la ubicación geográfica fa-
vorable. Se ha trabajado mucho para no ceder a la inercia de la reprimari-

31	 Gustavo Bittencourt, Adrián Rodríguez y Sebastián Torres, Factores clave para el crecimiento econó-
mico sostenido en Uruguay, Área estrategia de desarrollo y planificación/OPP, Montevideo, 2009.
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zación de la economía, que alejaría al país de las posibilidades de un creci-
miento sostenido, apostando a dar mayor peso a los sectores intensivos en 
tecnología y conocimiento. En ese sentido hemos podido ver el dinamismo 
exportador de algunos sectores, como software, biotecnología, farmacéuti-
ca, logística, que sin embargo aún tienen un peso relativamente bajo en la 
estructura productiva.

Han sido importantes, y es necesario profundizar ese rumbo, las articulacio-
nes entre la estrategia de desarrollo, las políticas industriales y la promoción 
de la innovación. Este proceso incluyó la convergencia institucional; en pri-
mer lugar, la coordinación interministerial, la definición de políticas secto-
riales y, luego, la conformación de los Consejos Sectoriales (CS), que según 
Sebastián Torres, titular de la nueva dirección de Planificación Estratégica del 
Estado (OPP), «consisten en reunir a los actores públicos y privados relevantes 
de cada sector (empresarios, trabajadores, Estado, academia, centros educa-
tivos y centros tecnológicos) para el diseño, implementación y evaluación de 
planes estratégicos productivos», con un horizonte a mediano plazo.

Andrés Rius32 propone , hablando de inversión y crecimiento, una visión de 
sistema de políticas, cuya combinación reduciría incertidumbres, creando es-
cenarios propicios para las inversiones. Ese sistema incluiría, entre otros ele-
mentos, la estabilidad macroeconómica, los subsidios mediante créditos tri-
butarios, la estabilidad de las políticas, el monitoreo de la demanda interna-
cional de los productos clave en la exportación, el alineamiento conveniente 
de los tipos de cambio regionales, las inversiones públicas complementarias.

En cuanto a la política industrial, este autor habla de focalización y especiali-
zación, con «un proceso técnica y políticamente defendible de selección de 
beneficiarios», y de renuncias fiscales «condicionadas y a término»

E. 	Los objetivos de políticas de largo plazo  
de inspiración subregional

Desde la década de los años setenta del siglo XX el aumento del precio del 
petróleo y, sobre todo, los graves desajustes económicos que produjo a los 
países dependientes de la importación de hidrocarburos, fueron el principal 
estímulo para la búsqueda de nuevas formas de generar energía, a partir de 
recursos renovables. No hay que menospreciar, sin embargo, el aporte de los 
sostenidos esfuerzos internacionales por establecer un compromiso de to-
dos los países, especialmente los desarrollados, para que el crecimiento eco-
nómico no avasalle al medio ambiente.

32	 Andrés Rius, «Inversión y desarrollo. Recomendaciones sobre políticas: cinco propuestas» en Uru-
guay+25, ob. cit.
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Más del 90% de la energía primaria consumida en el mundo no es renovable, 
y más de la mitad de las emisiones humanas de CO2, principal contribución 
al calentamiento global provienen de la producción y consumo de energía. 
Desde una postura optimista podemos ver que entre la progresiva concien-
cia acerca de los riesgos ambientales y los avances tecnológicos que posibili-
tan los cambios han ido apareciendo nuevos recursos energéticos vinculados 
a fuentes renovables, como la energía eólica, la solar, el biogás y la biomasa. 
El ahorro y la eficiencia energética, sin solucionar los problemas más de fon-
do, forman parte de una estrategia de mitigación, mientras se construye y se 
pone en práctica un modelo de desarrollo sustentable, pero exigen un pro-
fundo cambio cultural de los consumidores.

Tomando en cuenta estos problemas y las líneas de salida que se han ido 
perfilando, el país ha hecho una fuerte apuesta a la diversificación de la 
matriz energética. En primer lugar, para disminuir la dependencia externa, 
los riesgos de desabastecimiento y los costos, que cada tanto impactan so-
bre la economía. También para buscar fuentes más amigables con el medio 
ambiente.

La estrategia del Estado uruguayo, compartida en sus líneas principales por 
todos los partidos, ha apuntado a la independencia energética del país en 
un marco de integración regional. En estos aspectos en Uruguay ha habido 
en los últimos años una apuesta desde el Estado a la planificación, al forta-
lecimiento de la investigación sobre la temática, y a facilitar el surgimiento 
de proveedores privados mediante acuerdos de compra estatales. Los resul-
tados vienen siendo buenos, hay parques eólicos que están cambiando el 
paisaje rural del país, y hay plantas industriales que generan energía eléctrica 
a partir de biomasa, para uso propio y la venta del excedente a UTE. También 
se ha avanzado mucho en la mejora de la calidad de los combustibles, con in-
versiones importantes en biocombustibles y en una planta desulfurizadora.

Creo que la región es un área privilegiada en materia energética, sigue ha-
biendo oportunidades para desarrollar las fuentes tradicionales y también se 
abren perspectivas de futuro en la explotación de los recursos no renovables. 
La apuesta a la diversificación de la matriz pasa también por la instalación de 
la planta regasificadora, que forma parte sin duda de una visión regional, la 
misma que ha definido la interconexión eléctrica con Brasil, o la posibilidad 
de otros intercambios con Bolivia o Paraguay. Esa mirada regional es también 
la que debe impulsar un programa de infraestructura que vaya más allá de 
nuestras fronteras.

Desde sus orígenes como país independiente, nuestro llano y pequeño te-
rritorio ha estado muy bien comunicado con los dos grandes países vecinos, 
tanto en la frontera terrestre del norte como en las fluviales del oeste y el 
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sur. En el siglo XIX, cuando nuestro país era escenario de enfrentamientos mi-
litares con participación de argentinos y brasileños, los tiempos se medían 
por el galope de un caballo. Entrando el siglo XX el uso militar del ferrocarril 
cambió las guerras y, en cierto modo, las dificultó: tanto los caballos como 
el ferrocarril se pusieron al servicio del trabajo y la producción. Hoy, tras un 
largo período de paz regional, no sin algunos contratiempos fronterizos, los 
espacios se miden pensando en las comunicaciones y el transporte de perso-
nas y mercaderías, el turismo y el comercio.

Ya hemos dicho que Uruguay, por su topografía y su ubicación geográfica, 
está en el centro de una zona de gran desarrollo agrícola e industrial, y en el 
punto de salida de un interior cuya producción cada vez se valoriza mejor en 
los mercados internacionales. Por sus puertos, sus plataformas logísticas y 
sus vías de comunicación fluviales y terrestres, el país tiene las mejores con-
diciones para desarrollarse como centro logístico regional, no como proyec-
to único sino como parte de un desarrollo nacional integral que contemple 
también la producción agrícola, ganadera, minera, industrial y del sector de 
servicios. En ese contexto es que planteamos la necesidad de un programa 
de infraestructura con proyecciones subregionales: energía, puertos e hidro-
vías, rutas, ferrocarril. También creo que para este momento del Mercosur, 
para esta pausa estratégica en que nos encontramos, este programa puede 
ayudar a la necesaria convergencia de intereses.

En nuestro país hoy el desafío es mayor, porque el desarrollo de nuevos pro-
yectos productivos en un corto período ha incrementado el uso de las carre-
teras e infraestructuras portuarias, demandando energía accesible y a precios 
competitivos. Por su implantación territorial descentralizada esos proyectos 
han cambiado una parte del mapa logístico, generando la necesidad de refor-
mas parciales en las redes existentes y el refuerzo de algunos puntos nodales. 
Esto se acentuará si en algún momento se explota el hierro o si se confirma 
la existencia de petróleo en el interior del país o en la plataforma continental. 
Por todo esto es necesario pensar ahora en el futuro y poner manos a la obra, 
proyectándonos hacia el desarrollo posible.

No voy a entrar al análisis particular, a juicios concretos sobre cada modo de 
transporte y su interjuego, eso ya se ha estudiado y seguirá haciéndose. Sí 
creo necesario enfatizar la idea de polo logístico, en el marco de un proyec-
to de desarrollo nacional y regional, desarrollo con equidad y con cuidado 
del medio ambiente. Pero el tema general debe discutirse ampliamente con 
toda la sociedad, no solamente porque el crecimiento o su fracaso nos con-
ciernen a todos, también porque el desarrollo de la infraestructura requiere 
montos importantes de capital y el país debe optar por una o varias fuentes 
de financiamiento. Esta idea también se vincula fuertemente a los posiciona-
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mientos de política internacional, porque no pueden ignorarse las dificulta-
des de relacionamiento comercial que hemos tenido con nuestros vecinos, o 
los énfasis que pueden llegar a diferenciar los enfoques de esa política en los 
próximos años. Pero la misma propuesta de polo logístico regional está reco-
giendo la apuesta a un futuro integrado, pacífico, de crecimiento en acuerdos 
en la región, y más allá, de la región al mundo.

Cada uno de los temas tiene sus dificultades y sus grandes necesidades de 
inversión, acrecentadas porque en cada una de las crisis por las que hemos 
pasado esa era la parte del presupuesto que caía en primer lugar.

El ferrocarril viene buscando inversiones externas que no ha logrado concre-
tar para salir del lugar en que ha caído por una pendiente de varias décadas. 
De acuerdo al trabajo coordinado por el economista Javier de Haedo, publi-
cado en Uruguay+25,33 el tráfico ferroviario se concentra en ocho productos, 
y en los últimos años no ha llegado a superar el 6,5% del transporte terrestre 
nacional. Hay problemas de vías, de material rodante y de gestión, pero no 
hay que menospreciar el rol que puede jugar el ferrocarril en un proyecto de 
desarrollo con cuidado del medio ambiente, por el ahorro de combustible, la 
menor contribución al efecto invernadero y la menor contaminación sonora, 
por no hablar del ahorro en el desgaste de carreteras y la baja en los índices 
de accidentalidad. Al ferrocarril hay que verlo obligadamente en un proyecto 
regional más amplio, y en la complementación de modos de transporte, no 
solamente con una mirada de costos empresariales, sino también desde un 
Estado preocupado por los costos ambientales y sociales.

En cuanto a los casi nueve mil kilómetros de carreteras, la mitad de los cua-
les forman la red primaria, incluyendo los corredores internacionales, hay 
apremio por invertir para superar los rezagos provenientes de las crisis, 
para reforzar las nuevas zonas de desarrollo productivo, y para acompañar 
el crecimiento y sus requerimientos. Baste decir, para remarcar esto último, 
que entre la madera y la agricultura hubo un aporte de diez millones de  
toneladas⁄año adicionales.

Para hacerse una idea de magnitudes respecto a la inversión, digamos que 
según el informe del Centro de Estudios Económicos de la Industria de la 
Construcción, sería necesario un shock de inversión de 2500 millones de dó-
lares, un 4,5% del PBI, cifra que aumenta vertiginosamente mientras escribi-
mos esta frase.

Hay otros temas importantes vinculados a esa necesidad de inversión que 
deben dirimirse de cara a la sociedad: ¿a qué fuentes de financiamiento recu-
rrir?, ¿cómo articula el Estado estas necesidades logísticas, esenciales para el 

33	 Javier de Haedo, «Uruguay 2030: Infraestructura. Presentación, entorno, escenarios y sinopsis» en 
Uruguay+25, ob. cit.
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crecimiento, con otros requerimientos como la investigación, la innovación, 
la educación, las políticas sociales, el desarrollo industrial, etcétera?, ¿cómo 
puede participar el sector privado en las inversiones en infraestructura y qué 
destino tienen las inversiones público-privadas?

Los puertos y vías fluviales del país y la región han tenido grandes avances y 
se proyectan otros, pero es indiscutible que además de planes e inversiones 
se necesita la sublimación de los bríos nacionalistas en un proyecto regional. 
Algunos historiadores sostienen que la idea inglesa de apoyar el nacimien-
to del país en 1828 se basó, entre otras valoraciones, en la posibilidad que 
les daba de acceder al interior del continente por los ríos transformados en 
internacionales. Las intervenciones de las décadas siguientes parecen con-
firmarlo. En el siglo XIX hubo conflictos regionales donde en cada uno de los 
bandos se alineaban fuerzas de los países. En el siglo XX no se llegó al conflic-
to armado en nuestras fronteras, pero hubo momentos difíciles, amenazan-
tes; fue el siglo de las desconfianzas. ¿Podrá acaso el siglo XXI ser el escenario 
temporal de la superación de estos recelos, a partir de una convergencia de 
intereses, esencial para procurarse un espacio en este mundo globalizado y 
lleno de incertidumbres? Ya no se trata, como decía Balzac de la diplomacia 
austríaca, de dar tres pasos en un celemín, es la hora de confluir en proyectos 
de desarrollo colectivos, de hablar sobre un pacto logístico en la cuenca del 
Río de la Plata. Uruguay, que no puede ser sospechado de ambiciones de 
poder, tiene un papel importante a jugar en ese proceso. Sin candidez y sin 
suspicacias, cargando cada país con su historia y sus defectos, pero conscien-
tes de que cada centímetro de acercamiento se multiplica en posibilidades 
de mayor felicidad para los pueblos.
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3. 	 Los grandes objetivos  
de las políticas sociales

A. Una política de población de mediano y largo plazo
Decir que en la primera mitad del siglo XX el país tuvo saldo migratorio positi-
vo es hablar de mi infancia, porque fui criado en un hogar de inmigrantes, y es 
también hacer referencia a cómo se construyó este Uruguay, a las diferentes 
vertientes que lo conformaron. Pero esa corriente migratoria se detuvo en los 
años cincuenta del siglo pasado, desapareció el saldo favorable, y quedó esta-
blecido un crecimiento poblacional muy bajo, debido al descenso de la fecun-
didad y de la mortalidad, lo que los expertos llaman transición demográfica.

En los años de la CIDE el sociólogo compatriota Aldo Solari ya se preocupaba 
mucho por lo que él llamaba «un país de viejos», situación que en un plazo 
corto amenazaba a los sistemas de previsión y obstaculizaba el desarrollo eco-
nómico nacional. En el presente hay quienes aprecian el envejecimiento de la 
sociedad como un buen indicador de equidad y calidad de vida, pero debe-
mos reconocer que es necesario administrar las consecuencias. Hace medio 
siglo Solari decía que la vía para evitar la recarga sobre la población activa era 
transformar las estructuras económicas para aumentar la productividad y la 
renta nacional. Esto no ocurrió y la situación empeoró en las décadas siguien-
tes, por una parte, debido a algunos cambios sociales y culturales, que fueron 
alterando la estructura familiar y el enfoque sobre la reproducción y, por otro 
lado, se disparó la emigración de los jóvenes, debilitando aún más a la pobla-
ción activa y en edad de reproducirse. Así llegamos a la realidad de hoy: en el 
contexto latinoamericano Uruguay figura entre los países con mayor porcen-
taje de emigrantes sobre la población total. Esta situación se ha revertido en 
los últimos años por los impactos de la crisis, especialmente en Europa.

Entrando al siglo XXI esta historia demográfica nos ubica como el segundo 
país de más bajo crecimiento de población de América Latina. Al igual 
que se planteaba en los sesenta, la demanda de fuerza de trabajo propia 
de un proceso de desarrollo puede encontrar estos límites demográficos. 
«Hay sectores —lo dice Juan Artola34 en Uruguay+25— que ya revelan es-

34	 Juan Artola, «Lineamientos para una política de inmigración en Uruguay» en Uruguay+25, ob. cit.
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casez de trabajadores de baja y media calificación, así como técnicos y 
profesionales».

Nuestra evolución demográfica se inserta en tendencias mundiales, que nos 
dicen que en esta primera mitad del siglo XXI habrá fuertes crecimientos en 
Asia y África, siendo moderados los aumentos poblacionales del resto del 
mundo. También puede decirse que será una población más envejecida, y 
que vivirá más en ciudades que en el medio rural.

Menos personas vivirán en la pobreza extrema, aumentará el consumo ali-
mentario de millones de personas, permitiendo que retrocedan la malnutri-
ción y ciertas enfermedades vinculadas a las condiciones de vida. Aumen-
tarán los sectores medios, habrá más gente educada que en el presente, y 
aunque será fuerte la lucha por la equidad, millones de personas emigrarán 
buscando provocar la convergencia de la posibilidad con la oportunidad.

El comportamiento demográfico de América Latina y el Caribe se inscribe en 
esas tendencias generales, pero posee características particulares producto 
de su historia y de la conformación de sus sociedades. América Latina tenía 
161 millones de habitantes en 1950, y llegó a 512 millones en el año 2000; 
las proyecciones indican que se aumentará a 750 millones para 2050, para 
estabilizarse y descender hacia el año 2100.

Según un estudio reciente de la CELADE,35 en 2010 había 19 economías envejeci-
das en el mundo, y todas ellas, a excepción de Japón, se localizaban en Europa.36 
Pero hacia 2040 el número de economías envejecidas se habrá triplicado, serán 
77, entre ellas las de Brasil, Chile, Costa Rica, Cuba, Uruguay y casi todo el Caribe. 
En 2070, dice la CELADE, la mayoría de las economías del mundo tendrán esta 
característica.

Ante esta nueva realidad, frente a estas tendencias de largo alcance, cabe pre-
guntarse cómo se relacionará este perfil poblacional con el crecimiento y la 
desigualdad, hacia qué deben apuntar las políticas públicas.

La CELADE en dicho estudio asegura que como consecuencia de la transfor-
mación de la estructura etaria los países de la región pasan por un período 
en el que la relación de la población potencialmente dependiente y la po-
tencialmente activa desciende a valores nunca antes observados, lo que se 
extenderá al mediano plazo. Este es un período particularmente importante 
para los países, dice: 

35	 Tim Miller, Ciro Martínez y Juan José Calvo, La nueva era demográfica en América latina y el Caribe. 
La hora de la igualdad según el reloj poblacional, Centro Latinoamericano y Caribeño de Demogra-
fía/División de Población de la CEPAL, Santiago, 2014.

36	 Llaman economía envejecida a aquella en que los recursos económicos consumidos por las per-
sonas mayores exceden los consumidos por los niños y jóvenes.
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porque se trata de la fase del bono u oportunidad demográfica, durante la que 
los países, a través de las medidas adecuadas de reinversión social de los ahorros 
obtenidos, podrían lograr importantes avances en las condiciones determinan-
tes del crecimiento económico y mejoras en materia de reducción de la pobreza 
y la desigualdad.

Las políticas de población requieren una proyección temporal importante, 
es decir, hay que planificar con tiempo para anticiparse a problemas de difícil 
solución, vinculados a esos cambios de la composición etaria de la sociedad, 
la baja de fertilidad, el incremento de la población urbana, que incidirán so-
bre las políticas de salud, de pensiones, etcétera, y que pueden poner en ries-
go los avances en equidad en nuestra sociedad.

Podemos preguntarnos si los sistemas de apoyo intergeneracional para las 
personas mayores seguirán siendo sostenibles frente a estas presiones de-
mográficas, que se incrementarán fuertemente en las décadas que vienen. 
También cómo responderán los sistemas políticos a los desafíos fiscales, y a 
la necesidad imperiosa de invertir en la juventud.

Chackiel y Pellegrino37 nos explican que Uruguay no contaría con la oportu-
nidad que tendría la mayoría de los países latinoamericanos, de atravesar ese 
período de baja relación de dependencia entre adultos mayores y población 
activa, al que se llama «bono demográfico», porque su transición demográfi-
ca se inició antes, hace más de cincuenta años.

La proyección demográfica del Uruguay hacia 2050 indica una población de 
3.750.000 habitantes, de los cuales un millón va a tener más de sesenta años, 
y otro medio millón serán menores de catorce. Esto nos dice que el tema de-
mográfico se vincula necesariamente a otros temas, como la inclusión social 
desde la primera infancia, el sistema de cuidados y la participación laboral de 
la mujer, además de los flujos migratorios. La asimetría en la fertilidad entre las 
capas más pobres y más ricas de nuestra sociedad se concibe como un proble-
ma social. Es cierto, nacen más niños pobres que ricos. Pero si nos ponemos 
en la óptica demográfica, ante los problemas que una población reducida y 
envejecida plantean para el desarrollo del país, la respuesta es transformar esa 
fertilidad en un tesoro para el futuro, asegurando el mejor cuidado y la mejor 
educación para cada niño que nace. Una política migratoria serena e inteligen-
te y la calidad del desarrollo de nuestros niños, en particular su educación, son 
la mejor apuesta de futuro.

Las tres variables de una política de población son la fecundidad, la mortali-
dad y la inmigración. En las dos primeras los cambios que puedan plantear-
se no proporcionan respuestas en plazos cortos y medios, lo que no quiere 
decir que no haya que ponerlos en marcha o acelerarlos. La inmigración es 

37	 Juan Chackiel y Adela Pellegrino, «Prólogo» en Carmen Varela (coord.), Demografía de una socie-
dad en transición. La población uruguaya a inicios del siglo XXI, Montevideo, Udelar/UNFPA, 2008.
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la variable que puede proporcionar resultados en un plazo más corto, aun-
que presenta una serie de problemas, la mayoría vinculados a la cultura, a las 
mentalidades predominantes en el país. Una política de inmigración debe 
contar con una estrategia de inclusión para los inmigrantes y de creación de 
opinión pública adecuada.

En uno de los Encuentros realizados en la Fundación Astur en el marco del Pro-
yecto «Uruguay+25» se sostuvo que los cambios en la fecundidad necesitarían 
grandes inversiones y tiempo de maduración, que también los necesitan las po-
líticas que se dirijan a la mortalidad evitable (homicidios, suicidios, accidentes), 
y que todo avance de la inmigración debe superar las miradas discriminatorias 
contra el inmigrante. La solución debería partir de sumar los cambios posibles 
en las tres variables.

En cuanto a la variable inmigratoria, en el libro arriba mencionado Juan Arto-
la marca la necesidad de una política que dé una respuesta comprehensiva a 
los flujos de inmigración que ya existen y que permita prepararse para los que 
continuarán llegando, maximizando su potencial y minimizando sus riesgos, que 
están por el lado de la generación de tensiones y conflictos. Plantea que ese cre-
cimiento inmigratorio aumentaría la población, aliviaría el envejecimiento, y de 
algún modo apoyaría el aumento de la natalidad, además de desarrollar la diver-
sidad y multiculturalidad, elementos positivos para el desarrollo y para construir 
una sociedad mejor.

Esa política de inmigración, sostiene Artola, debe verse en el marco de la inte-
gración regional, debe vincularse a una política de investigación e innovación, 
y debe promover el respeto del derecho de los migrantes y su integración efec-
tiva, pensando en acciones públicas de sensibilización y educación para con-
trarrestar visiones discriminadoras que existen en la sociedad. Para que esto 
sea realizable hay que encarar cambios o ajustes normativos, institucionales 
y presupuestales, observando además que crecerán las demandas sobre los 
servicios públicos.

Tal vez el informe de la CELADE sea menos optimista respecto al aporte de 
la inmigración para amortiguar la incidencia de las tendencias demográficas 
generales. Para este enfoque «la solución sustentable de largo aliento pasa 
por asumir que la productividad de las futuras generaciones de trabajado-
res debe incrementarse», tal cual lo planteaba Aldo Solari hace medio siglo 
para nuestro país, cuando la CIDE puso en el orden del día los problemas del 
desarrollo. Este imprescindible incremento de la productividad, sostiene la 
CELADE, será en gran medida resultado de la inversión actual que se realice en 
educación y capacitación para el empleo.



r e f l e x i o n e s  81

B. 	Erradicación completa de la pobreza  
y los bolsones de exclusión

Compartimos el enfoque de Cristina Lustemberg, que en su aporte a 
Uruguay+2538 pone el centro en la atención a la primera infancia, conside-
rando que los primeros años de vida son fundamentales para la formación 
del individuo, para un desarrollo pleno de sus potencialidades, que serán 
también su contribución a la sociedad. Esos años iniciales son la base para 
sus aprendizajes futuros, para su trayectoria educativa, y en general para su 
integración social, además de condicionar su desarrollo físico y emocional.

En su lenguaje característico los economistas dicen que la inversión en esa 
etapa temprana de la vida tiene una alta tasa de retorno, pero yo prefiero 
destacar que aunque nadie tiene el futuro predeterminado por el lugar en 
que nació, es evidente que la pobreza y la desigualdad tienden a reproducir-
se de una generación a otra, y que la sociedad debe intervenir para cortar esa 
continuidad. Asegurar un buen comienzo en la vida, define Lustemberg, es 
una cuestión ética y de derechos.

Mucho se ha hecho. Fue importante la elaboración en 200839 de la Estrategia 
Nacional para la Infancia y la Adolescencia (ENIA) para el período 2010-2030, 
con participación de instituciones estatales, representantes de la sociedad 
civil y Naciones Unidas, proceso que se fijaba como objetivo trascender la co-
yuntura, «trascender períodos de gobierno y anclajes en partidos políticos». 
La tarea fundamental de nuestro país en los próximos veinte años, se decía 
allí, es construir la sustentabilidad social del crecimiento económico.

Y mucho queda por hacer. Ha disminuido la pobreza, un logro de las políticas 
sociales desarrolladas, pero persiste un «núcleo duro» de pobreza, que afecta 
a la cuarta parte de los niños menores de seis años. Es allí donde hay emba-
razos mal controlados, prematurez, mayor mortalidad por causas evitables, 
anemia. Muchas de esas familias viven en lugares inundables, sin saneamien-
to y hasta sin baño, hacinados, sin acceso regular a los servicios, fuera del 
alcance de un Estado que tiene dificultades para establecer una cobertura a 
toda la población.

Sin duda que las políticas a desarrollar para la superación de estas situacio-
nes, ineludibles e impostergables, involucran a varias partes del Estado, pero 
son responsabilidad de todos y no deben olvidarse a la hora de hablar del 

38	 Cristina Lustemberg, ob. cit.
39	 ENIA, Estrategia Nacional para la infancia y la adolescencia 2010-2030. Bases para su implementación, 

Comité de coordinación estratégica de infancia y adolescencia/Consejo nacional de políticas so-
ciales, Montevideo, 2008.
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futuro del país, de los derechos, de un desarrollo con equidad, de una educa-
ción y una salud que lleguen a todos.

C. 	Atención universal de salud y política nacional de cuidados
Según la Organización Mundial de la Salud (OMS) la salud es, además de la au-
sencia de enfermedad, el estado de bienestar de las personas que integran la so-
ciedad. Esta definición permite observar el importante lugar de la prevención en 
cualquier política de salud, actuando sobre los hábitos de la población, y sobre 
su acceso a alimentación adecuada, a actividades físicas, a conocimiento sobre 
sustancias perjudiciales, etcétera. También obliga a contar con un fuerte nivel 
primario de atención.

Además de introducir con fuerza ese énfasis en el nivel primario de atención 
y en la prevención, la reforma implementada en la última década se propuso 
universalizar el acceso a la salud, que la atención fuera de calidad e igual para 
todos, y que cada usuario pague de acuerdo a sus ingresos y obtenga aten-
ción según sus necesidades. Hubo muy importantes avances en la realización 
de estos propósitos, pese a las dificultades provenientes de las crisis por las 
que pasó el país, y con él su sistema de salud.

En la actual administración instalada en 2015 está planteada la concreción 
de un sistema nacional de cuidados. La población objetivo de estos cuidados 
incluye a los niños, a los adultos mayores, y a las personas con diversas dis-
capacidades.

La necesidad de implementar este sistema desde el Estado proviene del en-
vejecimiento de la población, de los cambios en la composición familiar, de 
la incorporación de la mujer al mercado de trabajo, y de las características 
de las «soluciones privadas» en curso hoy. Hay en él, por tanto, adaptación a 
profundos cambios sociales, ampliación de derechos, requerimientos de una 
economía en crecimiento, correcciones a la acción del mercado y, en muchos 
casos, liberación de las mujeres integrantes de la familia de esa tarea, permi-
tiéndoles su integración plena a la sociedad.

En estos temas, que conciernen a decenas de miles de familias, estoy conven-
cido de que, junto a la acción del Estado, las organizaciones de la sociedad 
civil tienen mucho para hacer como intermediarios entre las políticas públicas 
y los casos concretos. Hace algunos años, cuando iniciábamos las primeras 
experiencias con la Fundación Astur y decidimos enfocar parte de nuestro es-
fuerzo en la formación de cuidadores de adultos mayores, encontramos que 
existen multiplicidad de iniciativas de todas las escalas, que la solidaridad y la 
imaginación abundan en nuestro país, y esto es una riqueza social que pode-
mos aspirar a potenciar.
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D. 	La igualdad de oportunidades
El desarrollo, tal como ya hemos dicho, no significa solamente un incremen-
to de los ingresos, de las condiciones materiales de vida. Implica también, 
necesariamente, la oportunidad de vivir con dignidad y la ampliación de los 
espacios de libertad. Estos dos objetivos deben formar parte de las metas 
de todas y cada una de las decisiones que se toman en la ruta del desarrollo. 
Cualquier tipo de discriminación por causa de género, de raza, de edad, de 
creencias o de opción sexual, nos aleja del desarrollo. No se trata de tener una 
sociedad «tolerante» sino de avanzar hacia una sociedad respetuosa de la 
integridad y la dignidad de cada uno de sus miembros, dando la oportunidad 
a cada uno de expresar su potencial y su individualidad sin ser excluido por 
los demás. Lograr la igualdad de oportunidades no se detiene en asegurar 
los derechos, necesita un esfuerzo de la sociedad para que cada uno pueda 
ejercerlos, y este es el sentido de la equidad y del desarrollo.

Según estudios de la CEPAL, en particular en el marco de los trabajos de la 
CELADE, en América Latina se está dando un incremento sustancial y sosteni-
do de las tasas de participación económica de las mujeres, lo que se vincula 
al descenso de la fecundidad propio de la transición demográfica, al cambio 
en tamaño y estructura de los hogares, al aumento del nivel educativo de las 
mujeres, y a sus avances autonómicos en otros órdenes.

Si esa participación económica se vincula a empleos de calidad, configura 
una importante contribución al ingreso familiar, a la reducción de la pobreza, 
y sin duda al crecimiento económico. De ahí surge el concepto de bono de 
género, que según la CELADE se refiere al «beneficio económico potencial que 
se obtiene por el incremento de la participación de la mujer en la actividad 
laboral».

Aun cuando las formas de medir ese bono de género son aproximativas, ya que 
no consideran por ejemplo los cuidados familiares y el trabajo en el hogar, de 
todas formas puede percibirse que es fuerte el impacto en el crecimiento del 
PBI per cápita. Igual ocurre con el llamado bono demográfico. Tomando el caso 
de Brasil, con los datos que proporciona el informe de la CEPAL mencionado, ve-
mos que la población en edad de trabajar creció de 57 millones en 1980 a 115 
millones en 2010. La población total creció a un ritmo más lento, de 122 a 195 
millones. Este crecimiento más rápido de la población en edad de trabajar que 
de la población total incrementó la proporción de la primera del 46 al 59%. Así, 
en este período el bono demográfico contribuyó al crecimiento del PBI per cápi-
ta brasileño en un 0,8% anual.

En cuanto al bono de género, si tomamos el mismo país, podemos ver que su 
contribución fue también muy importante. Salvo en Cuba, Haití y Uruguay, 
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en el resto de América Latina la contribución al crecimiento es de un punto 
porcentual por año. Y las proyecciones indican que en las próximas tres dé-
cadas el bono de género será más importante que el demográfico para la 
región, lo cual tiene importantes implicaciones para el diseño de políticas 
públicas.

Pero los procesos nunca son lineales y predeterminados, persisten resisten-
cias culturales y rigideces estructurales del mercado laboral que entorpecen 
esos avances autonómicos de las mujeres, estableciendo asimismo un nivel 
menor de remuneraciones por igual trabajo que los hombres.

La participación económica es un elemento que promueve la autonomía de 
la mujer en otras esferas de la vida en sociedad, y a la vez esa autonomía so-
cial y política revierte sobre su participación económica, donde se le presen-
tan otros retos, otras reivindicaciones. Los factores culturales, que como se 
sabe son los más lentos en cambiar, vienen siendo erosionados por ese doble 
juego de necesidades y oportunidades, abriendo paso a justas e impensadas 
transformaciones de los roles tradicionales del hombre y la mujer en América 
Latina.

En cuanto a la igualdad de oportunidades por raza, tras superar muchos años 
de discursos encubridores, centrados en una falsa homogeneidad y una no 
menos dudosa igualdad, se ha comenzado a avanzar con políticas públicas 
que contemplan este aspecto. Sin embargo, en la medida que los flujos mi-
gratorios comienzan a ser favorables para el país «aparecen» señales de cierto 
rechazo al extranjero, o a ciertos extranjeros, dejando a la vista la necesidad 
de trabajar mucho sobre estos rasgos culturales, sobre una arraigada forma 
de pensarnos como uruguayos con relación a «los otros».

La igualdad de oportunidades por edades ya era analizada en 2008 en oca-
sión de elaborarse el documento de la ENIA donde se marcaba la falta de 
espacios de participación para las nuevas generaciones, problema que, por 
otra parte, ya veíamos cinco décadas atrás, en la CIDE. Para la ENIA «el modelo 
de relaciones sociales predominantes está marcado por una ciudadanía po-
lítica adulta, con escaso lugar para la expresión de otros grupos etarios y un 
enfoque tutelar en las relaciones intergeneracionales».

Para terminar este apartado digamos que en los últimos años se está prestan-
do una especial atención a las consecuencias sociales de la segregación resi-
dencial, aspecto que se combina fuertemente con otros procesos contrarios 
a la igualdad de oportunidades.
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E. 	Los problemas de la seguridad
En el libro Uruguay+2540 Juan Faroppa, que integra el Consejo Directivo de 
la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, escri-
biendo sobre la violencia en el Uruguay se pregunta si es un fenómeno nuevo, 
emergente. Se responde que históricamente hemos sido un país solapadamen-
te violento, más allá del imaginario construido, de la generosa autopercepción 
de los uruguayos, y que de acuerdo a las coyunturas esa violencia se contiene 
o emerge explosivamente. Este fenómeno se ha agravado en las sociedades 
contemporáneas, de la mano de los avances de una cultura de la violencia, la 
intolerancia y el individualismo que gana adeptos en todo el espectro social.

Faroppa vincula este proceso de crecimiento de la violencia y la criminalidad 
a transformaciones sociales y económicas «que implican una combinación 
entre neoliberalismo y conservadurismo social»; al consiguiente debilita-
miento de las instancias de socialización tradicionales, como la familia, la es-
cuela y el trabajo; a los estímulos de un consumo de rápida satisfacción; y al 
debilitamiento de la capacidad estatal para articular conflictos.

Parecidos criterios maneja la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos, que sostiene que «los países con altos niveles de desigualdad y discrimi-
nación son más vulnerables a la delincuencia y la violencia».

Al margen de la buena ubicación del país en los indicadores de delitos en 
la región, el deterioro de la situación ha aumentado el sentimiento de in-
seguridad, el temor de los ciudadanos frente a la posibilidad de ser víctima 
de delitos violentos, y para un gran sector de la sociedad este es uno de los 
problemas principales a resolver. Por eso la seguridad pasó rápidamente de 
preocupación ciudadana a objeto de debate político partidario, lo que ha li-
mitado a veces la profundidad del tratamiento.

Al respecto el sociólogo inglés David Garland, una referencia en temas vincu-
lados a criminalidad y sistemas penitenciarios, sostiene que se ha elevado la 
temperatura emocional de las políticas públicas, y que el enojo colectivo ha 
ido sustituyendo al compromiso por buscar una solución justa, de carácter 
social. Hay una permanente y cotidianamente actualizada movilidad entre 
«las representaciones políticas de la opinión pública» y «las verdaderas creen-
cias y actitudes del público», proceso en el que los medios de comunicación 
tienen un papel importante.

Hubo en las últimas décadas un continuo retroceso de ideas que estaban fir-
memente asentadas; hoy se duda de la posibilidad de rehabilitación de quien 

40	 Juan Faroppa Fontana, «Agenda de convivencia, seguridad y políticas públicas» en Uruguay+25, ob. cit.
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delinque, y se enfatiza lo punitivo, el castigo, el talión. El punto de vista de la 
víctima ocupa de tal manera el primer plano, que puede haber opiniones que 
valen menos «porque no les ha pasado a ellos». La opinión del experto por 
momentos se desvaloriza frente a la política que responde a las emergencias, 
a la alarma pública, a la sensación de crisis.

En nuestro país, al margen de la mejora en los indicadores sociales, con au-
mento del empleo y disminución de la pobreza, es evidente que sigue pesan-
do una cultura construida sobre todo en las últimas décadas en los márgenes 
de la sociedad. Desde esta mirada es que cobran importancia las políticas de 
convivencia, y la promoción de valores y comportamientos que hagan énfa-
sis en los derechos y deberes de todos los integrantes de la sociedad.

El sociólogo Gustavo Leal, asesor del Ministerio del Interior desde la ante-
rior administración, ubicaba tres pilares conceptuales clave en el conjunto 
de planes y proyectos estratégicos que se llevan adelante: el ejercicio de la 
autoridad, la práctica de la reciprocidad y el desarrollo de la convivencia. Juan 
Faroppa, que fue subsecretario del Interior en el primer gobierno del Frente 
Amplio, marca la necesidad de acciones simultáneas en tres áreas estratégi-
cas: la institucional, la normativa y la preventiva. A su vez el sociólogo Rafael 
Paternain, por cinco años director del Observatorio de Criminalidad y Vio-
lencia del Ministerio del Interior, plantea que son ineludibles la formación 
de elencos político-técnicos, la planificación estratégica, y la elaboración de 
nuevos relatos sobre la criminalidad y la inseguridad, subordinándolos a los 
enfoques de la inclusión social.41 Tengo la convicción de que los problemas 
de seguridad y criminalidad son multicausales y deben ser enfrentados des-
de todos sus ángulos.

41	 Rafael Paternain, Ya no podemos vivir así. Ensayo sobre la inseguridad en el Uruguay, Montevideo, 
Ediciones Trilce, 2013.
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4. 	 La relación Estado-mercado-sociedad

De acuerdo al sociólogo asturiano Daniel Martínez Cué,42 «la finalidad últi-
ma del Estado debería ser promover más ciudadanía o, lo que es lo mismo, 
más igualdad, más libertad, más derechos, más oportunidades para todos; 
es decir, más sociedad». Propone que a las responsabilidades estatales clá-
sicas, como seguridad, justicia, defensa y relaciones exteriores, se agregue 
el diseño y la ejecución de políticas públicas de largo plazo, que converjan 
para superar los desequilibrios que obstaculizan esa construcción de más 
sociedad. Se refiere a desequilibrios políticos y económicos, sociales, territo-
riales y ambientales. «Para aplicar estas políticas de largo plazo —dice Daniel 
Martínez— será necesario establecer una nueva y sinérgica relación entre el 
Estado y el mercado y un nuevo “contrato” y articulación con la sociedad.»

Un Estado planificador, que además de seguridades para inversores y pro-
ductores atienda a los sectores con menor productividad, asegure una com-
petencia leal, y para desarrollar el potencial de los trabajadores «coloque al 
empleo y al ingreso de la gente en el centro de sus objetivos». Es decir que se 
hace imprescindible una negociación amplia, un diálogo permanente en el 
seno de la sociedad, para solucionar los problemas que el hoy arrastra desde 
el ayer, pero sobre todo para construir el mañana.

En palabras de Martínez, «la relación entre Estado y mercado solo adquiere 
pleno sentido si está al servicio de más democracia republicana, más ciuda-
danía, más sociedad».

A. 	Los vaivenes del debate ideológico
En los últimos cincuenta años las relaciones entre Estado y mercado en Amé-
rica Latina han tenido un par de oscilaciones bruscas. En los años sesenta la 
CEPAL y sus reflexiones iniciales fueron una racionalización de la experiencia 
de un Estado fuerte, planificador e interventor, surgido en respuesta a la crisis 
del 30. En los años sesenta y setenta se hizo evidente la importancia de la 
planificación indicativa, es decir de la acción del Estado como orientador en 
los procesos de desarrollo.

42	 Daniel Martínez F. Cué, «¿Qué Estado, para qué y para quiénes? Sobre las difíciles relaciones entre 
el Estado, la sociedad y el mercado» en Uruguay+25, ob. cit.
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Agotado el modelo exportador, el crecimiento hacia adentro requería un 
Estado que financiara y aplicara una variedad de instrumentos arancelarios, 
tributarios, cambiarios, crediticios y fiscales favorables al sector industrial. En 
esa misma línea se iniciaron las medidas desreguladoras y promovieron las 
exportaciones. Los avances de este proceso, que generó una rápida urbaniza-
ción y el crecimiento de nuevos grupos sociales, requirieron más Estado para 
las nuevas demandas. Una amplia burocracia estatal no aseguró, sin embar-
go, el cumplimiento de los objetivos, persistiendo una debilidad estructural 
vinculada, por un lado, a una base fiscal insuficiente, fruto de la inexistencia 
histórica de un pacto redistributivo con los receptores de las rentas más altas 
y, por otro, a la «captura» del Estado por intereses particulares, partidarios, 
económicos o caudillistas.

En la década de los ochenta la crisis de la deuda puso en cuestión la etapa 
anterior, y: 

la propia idea de la planificación era vista ya no como un instrumento crucial 
para alcanzar las metas del desarrollo, sino como un proceso abierto a toda clase 
de ineficiencias y proclive a generar nichos de renta asociados a la corrupción y 
al lobby, más que al desarrollo de industrias competitivas y dinámicas.43

El discurso político y económico de los noventa llevó la aguja para el otro 
lado: ahora el Estado debía abrir paso al mercado, que era quien mejor asig-
naba los recursos y resolvía los problemas. Si se seguían las palabras de or-
den —eficiencia, privatización, desregulación— sobrevendría una era de 
crecimiento sin inflación, y naturalmente aparecerían la competitividad y la 
eficiencia. No fue así, y las crisis sociales y políticas pronto trajeron un nuevo 
golpe de timón, situando esta vez el barco en un punto medio, donde Estado 
y mercado intentan una nueva relación, y las sociedades piden un lugar en 
esas definiciones.

Pero sigue faltando en la mayoría de los países una administración pública, 
estable, competente, seleccionada por mérito y bien incentivada, que consti-
tuya la columna vertebral de un Estado sólido y una gestión pública eficaz y 
eficiente. Un nuevo Estado para nuevos desafíos.

El Estado debe establecer una nueva y sinérgica relación con el mercado, y 
un nuevo contrato y articulación con la sociedad, que vayan más allá de un 
pacto fiscal. 

Se trata, especialmente, de escuchar a la gente, de incorporar sus necesidades 
en los objetivos de la planificación pública de corto, mediano y largo plazo, de 
«descorporativizar» la acción pública, de incorporar a todas las organizaciones 

43	 Cecilia Alemany y Andrés López, «Una revisión del pensamiento económico latinoamericano», en 
Enrique Iglesias, Intuición y ética en la construcción del futuro, Montevideo, Red Mercosur, 2012, p. 32.
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sociales y políticas en la negociación de políticas de Estado de largo plazo. Y de 
promover una cultura que conciba que el Estado debe ser para la democracia, la 
ciudadanía, el desarrollo y la igualdad. Pero no como una práctica esporádica u 
ocasional, sino como una acción permanente.44

Aún persisten en las sociedades, en algunos sectores, las visiones que fun-
damentaron las políticas realizadas en etapas anteriores del desarrollo, y de 
hecho se desarrollan en el escenario latinoamericano políticas ancladas en 
distintas conceptualizaciones acerca del Estado y el mercado y sus vínculos 
recíprocos.

Esas persistentes visiones contrapuestas cristalizan muchas veces en los pro-
gramas partidarios y se simplifican en las propuestas electorales, sirviendo 
como argumentos en la lucha política.

Las diferencias tienen que ver con la historia de cada país, con sus desarrollos 
y debilidades, con la conformación de su sociedad y la expresión política de 
sus conflictos, con su cultura democrática y ciudadana, con sus aspiraciones 
y esperanzas, con la maduración del pensamiento y el conocimiento en su 
seno. Las divergencias se relacionan con las experiencias vividas en la etapa 
desarrollista y en la etapa neoliberal, con los resultados que trajeron para el 
Estado y la sociedad, y en cómo se plantean las preguntas para resolver los 
caminos del futuro.

B. 	Hacia un mejor Estado
En la primera parte de este documento ya tuve ocasión de abordar el tema. 
La reforma del Estado solo es realizable a través de ajustes incrementales que 
estén concebidos desde la economía política de lo posible. La realidad de-
muestra que son las ideas y no las ideologías las que permiten avanzar len-
tamente en la solución de los problemas. Eso afecta también al diseño del 
Estado, donde no hay grandes opciones viables unidas a banderas de diverso 
color, sino espacios de transformación gradual normalmente transversales y 
que requieren de grandes consensos y apoyos en el conjunto de la sociedad.

La solución no viene por el lado de subordinar la lógica política a criterios 
puramente técnicos. Solo cuando las racionalidades técnicas y políticas han 
encontrado un acomodo más armónico constatamos avances, quizás más 
lentos, pero también más sostenibles y equitativos.

Hay que ver qué es lo deseable y qué es lo posible, dos mundos que no siem-
pre coinciden, porque las resistencias son enormes. Mirando la experiencia de 
lo ocurrido en el país hace cincuenta años, lo que más me impresiona es que fue 

44	 Daniel Martínez F. Cué, ob. cit.
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posible un diálogo, ahora cuando veo algunas cosas en la prensa me pregunto 
si hoy hay espacio para repetirlo. Viendo desde afuera da la impresión de que los 
grupos de presión se han ido afianzando y están siempre presentes, que hay una 
cultura burocrática muy acentuada de resistencia a la evaluación, y de rechazo a 
la meritocracia.

Creo que el Estado va a tener más responsabilidad de la que ha tenido hasta 
ahora porque en el mundo van a ir creciendo las tendencias a la desigual-
dad, y en América Latina las tendencias a la fragmentación. Todo esto impli-
ca tener un Estado responsable. Yo no soy de la idea de que el Estado debe 
renunciar a sus funciones, debe tener más funciones, pero distintas, y con 
mucho más sentido de la eficiencia del que ha tenido hasta ahora. La crisis 
en el mundo puso de manifiesto que se precisaba un Estado, en 2008 todo 
el mundo apeló a los bancos centrales y a las tesorerías para poder sobrevi-
vir. Contradictoriamente, a la hora de las crisis ciertos ajustes propuestos y 
algunos reclamos sectoriales vuelven a demandar que se achique el Estado, 
limitando sus posibilidades.

¿De qué Estado hablamos? En primer lugar de un Estado orientador del desarro-
llo, con una visión estratégica, que mejore el funcionamiento del mercado aco-
plándolo a los fines colectivos de la sociedad. Mejor Estado, mejor mercado, más 
sociedad.

En segundo lugar, hablamos de un Estado regulador, que entra en el proceso 
cuando tiene que entrar, con instrumentos modernos de intervención. En esa 
actuación lo que importa es la calidad de las políticas públicas, de los bienes 
públicos que genera.

Y, en tercer lugar, para que se pueda lograr un nuevo contrato social el Estado 
debe promover espacios de diálogo desde la pluralidad y la complejidad. Los 
acuerdos adquieren solidez y permanencia si son legitimados por esa diver-
sidad de participantes.

Como define Conrado Ramos en su artículo de Uruguay+25, 

se trata de desarrollar capacidades estatales propias de un Estado de bienestar 
que logra cohesión social e integración política, limitando progresivamente los 
efectos de exclusión social que produce el proceso de acumulación capitalista 
de una economía globalizada.45

Creo que cada vez más vamos a estar sometidos a presiones que nos van a 
venir de afuera exigiendo tener un Estado vigilante y, en cierta manera, ac-
tuante, y hay algunos activos que yo tendería a valorar por encima del de-
bate permanente. Destaco uno: el nivel ético de nuestra sociedad, que es 

45	  Conrado Ramos Larraburu, «Apuntes acerca de la reforma del Estado» en Uruguay+25, ob. cit.
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excepcional en este mundo en que estamos. Hay cosas que pasan en otras 
partes del mundo y que no imaginamos que puedan pasar aquí debido a los 
niveles éticos de nuestra sociedad y sus instituciones. Son valores netos de 
una sociedad que importa mucho preservar. Cada vez más la ciudadanía, la 
sociedad civil organizada, tiene un papel importante que cumplir, y lo está 
cumpliendo, no solo con su protesta sino también con su capacidad de ge-
neración de ideas y de iniciativas que el Estado debería poder aprovechar.

C. 	Hacia un mercado responsable
En la nueva relación entre Estado, mercado y sociedad que se ha planteado 
en el siglo XXI, que recoge las experiencias y frustraciones de medio siglo, las 
empresas, el empresariado, tienen un nuevo rol a delinear y cumplir.

Las fuertes crisis de las últimas décadas, y los abusos propiciados por las des-
regulaciones y excesos de poder, marcaron —y marcan—, la necesidad de un 
Estado regulador tanto como de un mercado responsable. Aunque las teorías 
y la realidad no siempre tienden a una aproximación constante, el tema de la 
responsabilidad y la ética corporativa ha tenido desarrollos importantes, que 
es necesario resaltar y promover.

Aunque para algunos la responsabilidad solo puede ser individual, y de nin-
guna manera institucional, me inclino a compartir los análisis que vinculan 
la sustentabilidad de las empresas, su continuidad, sus ganancias futuras, 
con su eficiencia y su responsabilidad. Responsabilidad con la sociedad y con 
el medio ambiente, cumplimiento de las leyes y transparencia, calidad del 
producto elaborado, aportes al desarrollo económico y social, apoyo a los 
derechos humanos, las libertades y la democracia, respeto por los valores y 
culturas locales.

Amartya Sen ha sostenido que el incentivo del beneficio, de la utilidad per-
sonal, puede mejorar la eficiencia, pero a expensas de debilitar los valores 
que sustentan la ayuda y cooperación mutuas. Para que el beneficio y esos 
valores logren un equilibrio, una convivencia, remarca la importancia de las 
instituciones reguladoras y de una ética del comportamiento. Una ética que 
nos defina lo que es justo, pero que incluso desde una óptica utilitaria aporta 
ventajas en cuanto a reputación, es decir a proyección hacia el futuro.

Pienso que hay que adquirir una nueva forma de mirar a «los mercados», 
bajando a tierra esa abstracción que muchas veces oscurece las responsa-
bilidades y las relaciones de poder que se dan en la práctica. Una institucio-
nalidad fuerte y reglas de juego claras establecen seguridad jurídica para 
los inversores y también para los demás participantes en las relaciones de 
mercado propiciadas. Se evita que ingresen en los mercados financieros 
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capitales internacionales no regulados que no se responsabilizan por las 
consecuencias de sus movimientos, que no se sienten obligados respecto a 
los trabajadores, al ambiente y al desarrollo de la sociedad en que se estable-
cen. Ello reclama una nueva arquitectura financiera internacional que regule 
esos movimientos de capitales en la sombra.

La sociedad tiene un papel esencial a cumplir en este nuevo relacionamien-
to, promoviendo la participación en la definición de las reglas, exigiendo la 
transparencia y el control, desde el lugar de trabajadores, desde el de consu-
midores, y desde el rol de ciudadanos.

Por su parte, la empresa, asumiendo esa responsabilidad social contribuye 
a construir un orden sustentable que la beneficia y amplía sus fundamentos 
éticos y culturales, legitimándose frente a los otros actores sociales.
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5. 	 La inserción internacional  
de América Latina y de Uruguay

A. La especial relación con los países vecinos
Soy firmemente partidario del Mercosur porque no podemos irnos de la geo-
grafía ni de la historia. Pero es claro que ha faltado capacidad de concreción 
de la idea original que nace con el Tratado de Asunción. Al mismo tiempo, 
no hay que pedirle a los países más de lo que pueden dar. Se deben bajar las 
expectativas a lo que es posible y realizarlo, de lo contrario se pagan costos y 
no se reciben beneficios.

La Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC) primero, el Grupo 
Andino después y por último el Mercosur nacieron en la ola de esperanza que 
despertó el proceso de unificación europeo. Pero no debemos olvidarnos 
que la unión europea fue construida alrededor de países que fueron protago-
nistas de las dos guerras mundiales del siglo XX y herederos de ocho siglos de 
guerras y conflictos de todo tipo. La fuerza política que permitió un avance 
tan grande en la integración estaba apoyada en el recuerdo del dolor y la des-
trucción que produjeron esos conflictos y en los desafíos que planteaba un 
mundo en transformación. Tenemos la suerte de no haber vivido esas trage-
dias, pero debemos comprender que las motivaciones políticas, económicas 
y sociales que dieron lugar a la creación de la Unión Europea (UE) han sido y 
son muy poderosas, enraizadas en una lectura profunda de su propia historia.

Podemos de todos modos aprender mucho de esa experiencia. Quizá la pri-
mera gran lección es que la unidad se construyó paulatinamente, a partir de 
una comunidad de intereses muy concretos, como la Unión del Carbón y del 
Acero. A pocos años de terminada la II Guerra, nace la Comunidad Económica 
Europea con el Tratado de Roma de 1957, que configura el mercado común y 
la Comunidad Europea de Energía Atómica. Es recién en noviembre de 1993 
que se firma el Tratado de la Unión Europea como una entidad supranacional. 
Además de la voluntad y el fuerte liderazgo político que caracterizaron los 
primeros años de construcción de la UE, lo más marcante y determinante ha 
sido la identificación de intereses comunes y muy concretos como el carbón, 
el acero, la energía atómica que pautaran el camino del desarrollo. Intereses 
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mutuos para los Estados, para el sector privado, para la sociedad. Nuestro 
país ha dado grandes pasos en la misma dirección promoviendo la integra-
ción energética con los vecinos, la administración binacional del río Uruguay 
y tantos otros ejemplos. Una forma quizá de afianzar estos avances, de mane-
ra de sustraerlos a los riesgos de la política de corto plazo, es asegurarse de 
que no sean solo iniciativa y ejecución pública, sino que se asocien intereses 
privados y sociales capaces de defender la continuidad y el avance de los 
proyectos comunes.

B. Dificultades de la inserción regional
Desde los tiempos de la ALALC, cuyos inicios me tocó conocer en 1959 en 
Montevideo, muchas experiencias asociativas latinoamericanas han provo-
cado la alternancia de expectativas y frustraciones. Tras medio siglo de inten-
tos integracionistas el comercio intrarregional no llega al 20% del total del 
comercio de bienes y servicios de la región. También es cierto que algunas 
experiencias, como la de la región centroamericana o caribeña pueden expo-
ner logros nada despreciables.

El mundo de hoy no es el mismo de 1959. Es otro mundo marcado por la 
globalización y sus efectos. Carlos Pérez del Castillo sintetiza las principales 
transformaciones y tendencias que han rediseñado el comercio mundial solo 
en los últimos quince años: la proliferación de las cadenas de valor globales; 
la creciente participación de las empresas transnacionales (80% del comercio 
mundial); aumento de los bienes intermedios en los intercambios globales 
(60%); China desplazando a los Estados Unidos como primer exportador de 
bienes terminados; rápido crecimiento del comercio Sur-Sur, que llegó al 
25% del comercio internacional; estancamiento del sistema multilateral de 
comercio y proliferación de acuerdos preferenciales.46

Muchos cambios en un corto período. Vivimos en un momento de crecimien-
to reducido y volátil, con peligros de nuevos proteccionismos o macroalianzas 
entre países y grupos de países, situación que demanda una apuesta a mecanis-
mos regionales inteligentes y competitivos. En primer lugar para abordar nue-
vas fronteras de industrialización y expansión de los servicios, tarea que ningún 
país podría encarar librado a sus solas fuerzas. También los debates y negocia-
ciones en torno a los temas que conforman la realidad mundial y la ampliación 
de la presencia latinoamericana en ese concierto exigen la participación política 
activa en ese segundo nivel de relaciones que es el de las regiones.

46	 Carlos Pérez del Castillo, Inserción internacional del Uruguay. Realidades, desafíos y estrategias, 
Montevideo, Cámara de Comercio Uruguay-Estados Unidos, 2014.
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Sería un error histórico que este nuevo impulso de América Latina hacia la 
cooperación, reflejado en la creación de la Comunidad de Estados Latinoa-
mericanos y Caribeños (CELAC), se viera alterado por las tendencias hacia la 
fragmentación que pudieran provenir de los dos grandes megatratados, el 
del Atlántico Norte, que contiene el 50% del producto y la tercera parte del 
comercio mundial, y el del Pacífico, con países que tienen el 70% del produc-
to y el 40% del comercio mundial. De alguna forma podemos ver que estos 
tratados se hacen para frenar y aislar a China, y cómo esto se va alineando en 
un mundo de relaciones más complicadas, frustrando las expectativas que 
habíamos concebido en la Ronda Uruguay de que íbamos hacia un mundo 
más abierto.

Sin duda que en la región estos acuerdos del Pacífico y del Atlántico están 
generando un hiato que es peligroso. Lo peor que nos podría pasar dentro de 
la Unión de Naciones Suramericanas (Unasur) y de la CELAC es no profundizar 
la unidad de América Latina. En muchos encuentros políticos hay un exceso 
de ideología y de retórica y poca capacidad de ver la perspectiva en que está 
operando el mundo y orientar la acción en consecuencia.

Para poder hacer frente a esta compleja situación habría que apostar a mo-
vimientos efectivos de cooperación regional, reconociendo que hasta ahora 
se ha puesto como punto de partida lo que debiera ser el punto de llegada. 
Es el caso de la tarifa externa común, objetivo excesivamente ambicioso para 
empezar por él. Se requerirían mecanismos progresivos de cooperación, en 
el área de infraestructura física, en lo energético, en lo alimentario, en lo fi-
nanciero, en sectores productivos específicos, como la industria automotriz, 
en logística, en coordinar los esfuerzos de investigación y de innovación, con 
una formación científica conjunta de alta calidad. Nuevos mecanismos inspi-
rados en la búsqueda de un progresivo enlazamiento de las inversiones y el 
comercio, así como en la movilización de los trabajadores para responder a 
los desafíos planteados a las economías.

Si esta cooperación regional adquiere un renovado dinamismo, se presenta 
una oportunidad para construir una economía y una sociedad diferentes, en 
un mundo global también diferente. Un nuevo modelo que se proponga un 
aumento del crecimiento y la diversificación productiva, que exporte la efi-
ciencia y la innovación en sus formas de producción y en sus instituciones. 
Un modelo que administre los efectos de la globalización, democratizando 
el acceso a sus beneficios y contrarrestando sus secuelas perversas. Ejemplos 
claros en este sentido se están construyendo en la relación con Brasil, con 
los proyectos de construcción naval complementando las necesidades futuras 
del país vecino en una importante cadena de valor, la proyección futura de un 
eventual puerto de aguas profundas en clave regional, el final de las obras de 
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interconexión eléctrica, los acuerdos para la venta y transporte a Río Grande 
del Sur de gas proveniente de la regasificadora que comenzará a funcionar en 
la costa uruguaya en plazos cercanos.

Quisiera hacer un comentario acerca de las muy especiales relaciones polí-
ticas, económicas y sociales que nos unen a nuestros dos grandes vecinos, 
Argentina y Brasil. Con historias compartidas, con momentos de grandes 
enfrentamientos y otros de grandes encuentros, entre nuestros líderes y 
sus pueblos.

Nuestro país no tuvo una senda fácil en el camino de su consolidación como 
nación libre y soberana. Hoy lo ha logrado y mantiene estrechos vínculos 
con sus vecinos con los cuales pudo delimitar sus fronteras, lo que para un 
pequeño país no es poca cosa, y avanzar en la construcción de profundas 
relaciones sociales y económicas. 

En lo social los fenómenos migratorios llevaron a miles de uruguayos a 
asentarse en Argentina y Brasil, donde forman parte de ambas sociedades 
y están plenamente integrados y respetados. Las fluidas corrientes turís-
ticas entre los tres países hacen conocer mejor a sus gentes, que forman 
una comunidad de vínculos y afectos que nos permiten compartir ciudades 
fronterizas plenamente integradas como un ejemplo para el mundo. 

Las corrientes de inversión llegaron de forma abundante a nuestro país, 
aportando impulsos económicos y tecnológicos considerables. También ha 
habido flujos de inversión desde el Uruguay a sus vecinos.

Aunque insuficientes, hemos ido igualmente desarrollando interconexio-
nes físicas y energéticas de gran importancia para nuestra economía y la 
comunicación con nuestros vecinos.

No es posible echar una mirada al conjunto de nuestras relaciones interna-
cionales sin vigorizar en forma especial nuestras relaciones con Brasil y Ar-
gentina. Esa vigorización permitiría profundizar la particular posición geo-
gráfica de nuestro país para diseñar un plan logístico integral mucho más 
intenso que el actual, potenciando la integración física por todos los me-
dios posibles para beneficio de los países que forman parte del Mercosur.

Las nuevas tecnologías abren campos a la logística de los transportes y las 
comunicaciones, las que deberían potenciar cadenas de valor entre nues-
tras empresas. Algo se ha venido haciendo, pero no lo suficiente.

Las relaciones políticas son siempre complejas y están sometidas a ten-
siones puntuales, pero es posible poner en práctica un diálogo fácil entre 
nuestras sociedades, y en igual forma debería serlo entre nuestros dirigen-
tes políticos y empresariales.
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Pienso que ambos deberían potenciarse mucho más. La creación de intere-
ses compartidos coloca al sector privado en una posición privilegiada para 
poder potenciar la economía e impulsar el propio diálogo político.

Por eso creo que tenemos en el frente subregional una gran oportunidad 
para avanzar, reconociendo que el pasado no siempre está superado y que 
es necesario asumir que son intereses compartidos, en beneficio de ganan-
cias económicas y sociales para todos, lo que permitirá superar definitiva-
mente algunos resabios del pasado que afloran de vez en cuando dañando 
o cercenando el gran potencial que tenemos en nuestras uniones.

C. Los límites que impone la coyuntura internacional: la 
reciente crisis financiera

Opinar sobre el presente y el futuro de nuestro país requiere tomar pleno 
conocimiento y conciencia de las complejidades del mundo actual que, por 
un lado, se caracteriza por una gran ambivalencia —formidables progresos 
junto a enormes déficits políticos y sociales no resueltos— y, por otro, asiste 
a la transferencia de poder más grande de la historia de la humanidad, del 
Occidente al Oriente, lo que está creando problemas de gobernabilidad del 
sistema. Esta redistribución, en primer lugar, del poder económico, va acom-
pañada de una recomposición del poder político, y más temprano que tarde 
del propio poder militar. Se abre una época de cambio, de muchas turbulen-
cias, que va a demorar décadas en asentarse.

El cortoplacismo ha sido un producto natural de la globalización y de las cri-
sis que marcan este tiempo. El mundo aparece confuso y con horizontes cada 
vez más limitados de previsibilidad. A estas dificultades de previsión se suman 
otros peligros, en forma de potenciales sorpresas en los frentes político, social 
y económico, como lo muestran recientes acontecimientos en el escenario in-
ternacional. La inseguridad política se vio agravada por los acontecimientos 
en África del Norte y en el Medio Oriente, más recientemente en Ucrania, y las 
perturbaciones en el Mar de China. En muchos países la inseguridad económi-
ca ha sido dominada en sus perspectivas más dramáticas pero dista mucho de 
estar superada en vastas regiones del mundo. En lo social la aceleración de en-
frentamientos de justificación religiosa ha dado lugar a conflictos que parecen 
agravarse diariamente. Hechos que, más allá de los sesgos o manipulaciones 
posibles, son presentados ante nuestros ojos prácticamente en tiempo real.

Esta etapa de incertidumbres ha sucedido a un período de excepcional es-
tabilidad y previsibilidad, que en lo político comenzó con la caída del muro 
de Berlín y en lo económico terminó con la gran crisis financiera de los años 
2007 y 2008.



e n r i q u e  v.  i g l e s i a s

   
98

La dimensión que ha adquirido el capitalismo financiero es una cosa muy 
seria, una fuerza que parece ser inabordable para los sistemas políticos. Su 
poder fue creciendo con algunos aspectos positivos, pero también abriendo 
las puertas a grandes especulaciones y abusos. La expansión de los mercados 
financieros no bancarios se hizo bajo el dogma de que la mejor regulación 
era la no regulación, y hoy el mundo está pagando muy caro por esa creen-
cia, que estimuló riesgos desmesurados e incontrolados y benefició a unos 
pocos.

Precisamente, una gran abundancia de liquidez de bajo costo en Estados Uni-
dos, fuera de los circuitos bancarios tradicionales, sin la necesaria vigilancia, 
dio forma a burbujas de precios en las bolsas de valores, en las viviendas, en 
las materias primas, proceso que llevó a una explosión global. De una crisis 
de liquidez se pasó a una crisis de solvencia, proyectándose sobre el sector 
real de la economía, con caídas del producto y el ingreso en la recesión de to-
dos los países de la OCDE, con dramático y creciente impacto sobre el empleo.

Esta crisis no fue prevista por los modelos económicos, ni por los organismos 
internacionales, ni por las agencias de evaluación de riesgos. Las agencias de 
calificación son organizaciones que se dedican a analizar determinados pro-
ductos financieros y a calificar riesgos de impago. Estas compañías tienen un 
gran peso económico e influyen de forma decisiva en los mercados, en la eva-
luación económica de un país, de una empresa o de un fondo de inversiones. 
Cuando se desencadenó la crisis financiera de los años 2007-2009 diagnos-
ticaron equivocadamente sobre la salud de bancos y productos financieros. 
Hubo de por medio un conflicto de interés, donde primó el objetivo de facili-
tar la colocación de las emisiones para aumentar su propio volumen de nego-
cios. Y existió también un olvido de la economía más básica.

Pero la falta de control no fue solamente un problema de ausencia de meca-
nismos de regulación y supervisión; hubo una clara filosofía de eliminar con-
troles de los mercados financieros para no sofocar su creatividad por cuanto 
«the market knows better», el mercado sabe mejor, y no tolera obstáculos en 
su camino.

Además de evidenciar la necesidad de una mejor regulación y supervisión 
de los mercados, y de probar que para eso eran esenciales el rol del Estado y 
el de la sociedad, la crisis consolidó también la irrupción en el escenario eco-
nómico del mundo de los países emergentes, actores que buscan un nuevo 
espacio en la arquitectura de la gobernanza global, en otro reparto del poder. 
Hay un nuevo orden económico y financiero por edificar, tras el descrédito 
de las organizaciones internacionales y la crisis del multilateralismo, al que es 
esencial renovar y fortalecer.
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Luego de un quinquenio difícil, la economía internacional empieza a recu-
perarse pero en forma asimétrica. El panorama por áreas nos muestra que 
la economía de Estados Unidos ha recuperado recientemente sus índices de 
crecimiento y empleo, restableciendo el optimismo en los sectores medios y 
altos, pero en los niveles más bajos de la escala social permanecen vigentes 
las grandes preocupaciones por la baja calidad del empleo y el estancamien-
to de los niveles salariales, y por la gran concentración del ingreso en las ca-
pas altas de la sociedad.

Por su parte, los países que integran la UE exhiben mediocres índices de cre-
cimiento y altos niveles de desempleo. El conflicto en Ucrania amenaza con 
tener impactos severos sobre las economías de Europa y Rusia, lo que alimenta 
visiones poco optimistas del futuro y de las instituciones y valores comunita-
rios. Las recientes emisiones de liquidez del Banco Central europeo y la baja de 
los precios del petróleo han creado estímulos positivos a la economía europea. 
La crisis económica y financiera de Grecia, de difícil solución amenaza a toda 
Europa y especialmente a la confianza en el euro.

La economía japonesa, luego de dos décadas de estancamiento, busca nuevas 
políticas de estímulo a la demanda y al crecimiento, sorteando los peligros de 
la deflación. Ha habido algunos avances pero no alcanzan todavía a lo que el 
gobierno esperaba.

En cuanto a la economía china, ha reducido pacíficamente sus altas tasas de 
crecimiento para situarse en los alrededores del 7 %, y se anticipan posibles re-
ducciones como resultado de los grandes cambios que anuncian las autorida-
des, orientados a ubicar los futuros motores del desarrollo en el consumo inter-
no con una mejor distribución del ingreso. Esto tendrá un impacto importante 
en la importación de materias primas, a las cuales es muy sensible la coyuntura 
económica de los países de la región, especialmente los sudamericanos.

Casi todos los países de América Latina y el Caribe han sorteado bien los impac-
tos de la reciente crisis, con altas tasas de crecimiento, expansión del comercio 
internacional y reducción del endeudamiento, con una acumulación de reser-
vas desconocida en la historia económica de la región. También han controlado 
la inflación, han disminuido la pobreza, y han recibido fuertes dosis de inversio-
nes directas. En el plano político se han ido consolidando las democracias, con 
imperfecciones pero con significativos avances respecto al pasado inmediato.

Estos procesos fueron impulsados en gran medida por el comercio con Chi-
na, que se convirtió en el comprador preferencial de alimentos, metales y 
energía de la región, y también en fuerte exportador de productos termina-
dos, y recientemente en un importante inversor. De ahí que las perspectivas 
sobre los precios de las materias primas se vinculen a los impactos de las 
reformas en curso en China.
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Otros desafíos que enfrenta la región tienen que ver con los impactos de la si-
tuación geopolítica en Europa del Este y Medio Oriente. A la vez el crecimien-
to retomado por Estados Unidos entra en competencia por las inversiones 
que alimentaron el crecimiento de la región en la década pasada. Ha cambia-
do, en parte, la dirección de los vientos que impulsaban a estas economías, 
por lo tanto hay que prepararse para navegar sin vientos favorables.

Esta vuelta a tener que programar el desarrollo económico y social con mayor 
apoyo en lo interno pone de relieve el papel fundamental de la integración 
económica de América Latina en las presentes circunstancias.

D. La posición internacional de Uruguay
Las orientaciones de los diferentes gobiernos y el trabajo de la Cancillería 
han dado al Uruguay posiciones internacionales muy superiores a las que 
podría aspirar por su dimensión política y económica. La participación en la 
Presidencia de la Asamblea General de las Naciones Unidas, la integración 
del Consejo de Seguridad en lo que en breve serán dos oportunidades, la 
integración en la Corte Internacional de Justicia, la presidencia de grandes 
Comisiones Internacionales en el seno de las Naciones Unidas, las destacadas 
Misiones de Paz, la presidencia del Tratado de Tlatelolco, la primera Secreta-
ría General Iberoamericana; en el área económica la presidencia del Consejo 
General y de grupos negociadores en la Organización Mundial de Comercio 
y su predecesora el GATT. En el plano regional, Uruguay ha podido acceder 
en dos oportunidades a la Secretaría General de la OEA, a la CEPAL, al SELA, al 
BID entre otras. Fue sede de históricas conferencias como la que instituyó 
la Alianza para el Progreso o dio lugar al lanzamiento de la Ronda Uruguay 
de Negociaciones Comerciales del GATT, solo para mencionar algunas de las 
instituciones donde el país tuvo altas responsabilidades.

El país recuperó el prestigio deteriorado durante la dictadura, proyectando 
liderazgo en los foros mundiales, regionales y subregionales, defendiendo 
con claridad los valores de la democracia, los derechos humanos y su apego 
a la ley internacional. La Cancillería es un instrumento importante en la pro-
moción del país en la economía internacional y en su imagen cultural. Con el 
retorno de la democracia se puso en marcha una cancillería que interpelaba 
el sentir de aquel momento de la reconstrucción democrática, donde todos 
los partidos se sentían igualmente comprometidos, y se retomó la tradición 
de un país activo y presente en el plano internacional.

En la primera presidencia de Julio María Sanguinetti (1985-1990) tuvimos 
una auténtica política exterior de Estado, con numerosas misiones de visitas 
oficiales a los países amigos, donde las delegaciones impresionaron por su 
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integración plural en la participación política así como en la representación 
de los tres poderes del Estado. Se designó un alto funcionario diplomático 
para trabajar permanentemente al servicio de las Comisiones de Relaciones 
Exteriores del Parlamento. Comenzamos a transitar un período de extraordi-
naria fluidez y entendimiento con Argentina y Brasil. Basta recordar que en 
1985 se reunieron en Uruguay los cancilleres de los tres países, y posterior-
mente los presidentes, por primera vez en su historia independiente. Uru-
guay se sumó a iniciativas políticas latinoamericanas, promoviendo la crea-
ción del grupo de apoyo al Grupo de Contadora, cuya iniciativa propusimos 
aquí al Gobierno de Nicaragua y del que formamos parte activamente para 
contribuir a un proceso inédito de paz en la sufrida región de Centroamérica. 
Desde la Secretaría General del Consenso de Cartagena, que incluía a todos 
los cancilleres y ministros de Economía de la región, se enfrentó el problema 
del manejo de la deuda externa, lo que permitió servir a los intereses econó-
micos del país y de la región. Se logró que el país fuera la sede de la Ronda 
Uruguay del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT) 
y durante varios años ocupara su Presidencia, con los exitosos e históricos 
resultados que abrirían las puertas a la creación de la Organización Mundial 
de Comercio. Se restablecieron relaciones con la República de Cuba y lue-
go de trabajosas negociaciones se concretó el reconocimiento del Gobierno 
de Beijing como el legítimo representante del pueblo chino. Podría recordar 
muchos otros logros, desde la ampliación de relaciones económicas en re-
giones como África o Asia, hasta los acuerdos comerciales con países amigos.

Hoy estamos en un mundo muy distinto, abierto a sorpresas de todo tipo con 
grandes peligros derivados de la pérdida de autoridad de las instituciones 
internacionales y del surgimiento de fundamentalismos religiosos, naciona-
listas o raciales. En lo económico, estamos aún tratando de superar la crisis 
financiera del año 2008: Estados Unidos saliendo de ella pero aun en lento 
crecimiento, la amenaza de deflación en regiones como Europa o Japón, que 
parece estar despejándose y China en un proceso de ajuste que ya tiene im-
portantes repercusiones sobre la economía internacional. La gran ilusión del 
comercio mundial abierto que soñamos en la Ronda Uruguay parece ahora 
verse amenazada por tendencias fragmentadoras que serían un claro retro-
ceso frente a aquellos sueños.

En ese conjunto de incertidumbres solo nos queda reconocer ciertas reali-
dades. La crisis será superada, pero no sabemos cómo ni cuándo. Mientras 
tanto seremos testigos de un nuevo paradigma productivo, del surgimiento 
de una nueva sociedad y, como dijimos, de una nueva redistribución del 
poder mundial. El modelo de crecimiento del futuro estará basado en for-
ma creciente por la fuerza de la tecnología y la innovación. Tendremos una 
sociedad de crecientes capas de la población que accedan al consumo con 
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nuevas demandas de calidad en los servicios y de novedosas formas de parti-
cipación. La redistribución del poder económico mundial reclamará no sola-
mente una revisión de nuestros modelos de desarrollo interno sino también 
del sistema que regula las relaciones políticas y económicas en el mundo. La 
revisión de esa estructura será inevitable. Deberemos trabajar por un nuevo 
código de relaciones internacionales con renovación de sus principios, lo 
que permitiría generar nuevas reglas de comportamiento mundial que nos 
aseguren la paz, la convivencia y el progreso compartido.

América Latina cuenta hoy mucho más en lo económico y en lo político que 
hace treinta años. Eso implica que deberá participar activamente en las ne-
gociaciones del nuevo sistema de relaciones internacionales, en la definición 
de los nuevos códigos de comportamiento internacional y en la renovación 
de las instituciones.

Estamos integrando una nueva región latinoamericana. Ha proliferado un re-
novado regionalismo con la decisión de potenciar responsabilidades políti-
cas auténticamente latinoamericanas y caribeñas. A ello responde la creación 
de la CELAC y de la Unasur. Sería importante profundizar esa identidad lati-
noamericana a la que pertenecemos y sobre todo actualizar sus instituciones 
comenzando por superar la retórica para lograr una integración moderna fia-
ble y vigorosa. Solo así lograremos ingresar en el nuevo mundo con pie firme 
para poner en marcha acciones concretas y efectivas.

Nuestro país es demasiado pequeño y vulnerable para soportar grandes divi-
siones políticas internas en el diseño de las relaciones internacionales. Nues-
tra mayor incidencia internacional dependerá de nuestra capacidad de apli-
car políticas con el mayor grado de consenso interno para hacerlas efectivas 
y respetables externamente. La información y la consulta permanente con el 
Parlamento pueden ser el mejor instrumento para estos fines.

Creo que Uruguay puede hacer una buena contribución apoyando la eficien-
cia de las organizaciones del nuevo regionalismo latinoamericano, estimu-
lando acciones concretas en el campo de la integración, promoviendo con-
sensos para la presencia internacional conjunta en los foros internacionales. 
Este nuevo regionalismo no se opone y por el contrario se complementa con 
la presencia de la región en foros que nos abren puertas de diálogo con otros 
países o regiones, como el diálogo en la OEA con Estados Unidos, en las Cum-
bres Europa-América Latina con aquel continente y en las Cumbres Ibero-
americanas con los países de la península Ibérica.

Quiero hacer una reflexión con respecto a la gran prioridad que tienen los temas 
económicos vinculados al comercio y la inversión en la función diplomática. Apa-
rece en primer plano la necesidad de remover las crecientes frustraciones que 
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genera la integración regional. Es preciso ventilar los problemas y buscar solucio-
nes que flexibilicen los acuerdos existentes y abran las puertas a una mayor di-
námica de ellos. Nuestro país es miembro activo del Mercosur. Yo sé que es difícil 
predicar la adhesión al Mercosur cuando se recuerdan sus objetivos y se evalúan 
sus realidades. Aquellos principios se deben aplicar especialmente a esta organi-
zación. Ya he dicho que alejarse del Mercosur sería como alejarse de la geografía 
y de la historia, pero perseverar en los actuales bloqueos alimenta frustraciones y 
estimula la inacción y los enfrentamientos económicos y políticos. Uruguay tiene 
una vieja tradición de apuntalar con sus ideas y sus representantes los consensos 
en estas organizaciones. El activismo del país, con todas sus limitaciones, puede 
servir para flexibilizar los acuerdos y evitar así caer en la irrelevancia.

Esas relaciones son fundamentales para nuestro país cuando se analizan las 
puertas que pueden abrirse a nuestro desarrollo económico y social si a las 
relaciones existentes se agregaran nuevos proyectos de logística, de trans-
porte y comunicaciones. Nuestro país está vinculado a las áreas más dinámi-
cas de Argentina y Brasil donde pueden implementarse políticas de logística 
fundamentales para nuestro desarrollo futuro y el de nuestros vecinos. Creo 
que esas relaciones por su complejidad requieren una atención preferente 
de nuestra política exterior, con una fuerte participación del sector privado 
que apoye y complemente la acción de la diplomacia a todos los niveles. Di-
cho todo lo cual, el país y su diplomacia deben apoyar y fortalecer todas las 
corrientes de comercio e inversión con el resto de América y del mundo com-
plementando las puertas abiertas por el sector privado en los últimos años. 
Últimamente se viene consolidando la Alianza de los países del Pacífico en la 
cual nuestro país es acertadamente observador. Creo que estos esfuerzos son 
perfectamente compatibles con otros esquemas requeridos de integración 
como el Mercosur. Comparto la idea de la convergencia en la diversidad para 
sostener la unidad latinoamericana que propone la Cancillería chilena.

Esta realidad internacional, apenas comentada en sus líneas más generales, 
obliga a considerar la integración de América Latina como el camino que 
abre más posibilidades de crecimiento. Un crecimiento para el que son bási-
cos una productividad que nos impulse hacia otros niveles de competencia 
en los mercados, una educación que apoye las transformaciones en el campo 
de la innovación, y grandes avances en la equidad, para aproximarnos a una 
democracia sólida y de amplia participación, una cultura que fortalezca nues-
tra identidad como país y como sociedad.

Ese crecimiento debe tomar en cuenta a las generaciones que nos sucederán, 
a las que no podemos legar un país con sus recursos agotados y un medio 
ambiente deteriorado. Este es el momento propicio para acercarnos, para re-
flexionar y acordar.
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Como dije anteriormente, la política exterior ha excedido en sus proyeccio-
nes y en sus logros la dimensión económica, social o política del país. No 
siempre hubo momentos en los que las realidades internas nos hacían optar 
por el silencio. Es posible que ese dinamismo de la política internacional ten-
ga explicaciones que se deriven de nuestra propia ubicación como país inde-
pendiente, en medio de dos gigantes no siempre estables. Pero esa proyec-
ción nos ha hecho bien. Nos ha asegurado en nuestra identidad, en nuestro 
orgullo de ser uruguayos. Es bueno que la gente joven reconozca esto para 
comprometerse a seguir la historia. La imagen externa nos hace bien hacia 
adentro y hay que reconocer que las realidades internas más tarde o más 
temprano se proyectan hacia afuera. En definitiva la política exterior forma 
parte de nuestra nacionalidad y así debe seguir siendo.



Parte III 

Propuesta de  
cinco acuerdos nacionales
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Introducción

Es natural que todo lo escrito hasta acá pueda ser compartido o no, en diver-
sos grados. Aunque el camino recorrido y el tiempo transcurrido pudieran 
dar algún peso a mis opiniones, estas son solo el fruto de haber escuchado 
a mucha gente y haber visto ingentes esfuerzos y esperanzas puestas en el 
desarrollo, convencimiento apoyado en los estudios llevados a cabo durante 
todo 2014 en el Proyecto «Uruguay+25».

Todos podemos recordar, en mayor medida los que más hemos vivido, episo-
dios de discordia nacional, de prolongados enfrentamientos, y están en nues-
tra memoria también las horas de acercamiento, de concertación, de arreglo 
entre orientales. Muchas veces se decretó que no había vencidos ni vence-
dores, buscando construir una paz duradera sobre una situación de confron-
tación, abriendo complejos procesos de reconstrucción de la justicia y de la 
democracia.

Hoy la situación es, desde la perspectiva histórica, relativamente favorable. 
Pasamos una década fructífera y aunque el contexto internacional no nos fa-
vorezca, el país puede defenderse bien, con mucha experiencia acumulada y 
avances reales. Pero tenemos desafíos que no son menores, donde el peque-
ño peso específico que tenemos en el comercio internacional y en nuestra 
capacidad de influencia nos llaman a estar alertas y ser creativos.

Por todo esto hoy creo firmemente en la necesidad de acuerdos de largo pla-
zo entre las fuerzas políticas y la sociedad. Estoy convencido de la necesidad 
de lograr consensos nacionales sobre la base de crear riqueza y trabajo, me-
jorando las condiciones de vida de la población. Creo que es posible asegurar 
al país las posibilidades de mayor desarrollo, cuidando los bienes colectivos, 
que son la herencia de las futuras generaciones. La meta más ambiciosa es 
construir una sociedad teniendo como aspiración la felicidad, la realización 
plena de los ciudadanos. Empezando ya, para poder darle la mayor solidez 
posible a nuestra sociedad y a nuestra economía.

Creo que hay condiciones para concretar políticas de Estado en una serie 
de temas estratégicos, hay posibilidades de tomar iniciativas que tengan 
impactos firmes y durables en nuestro desarrollo e influyan favorablemen-
te en nuestra inserción internacional. Pactar está en la esencia de la po-
lítica, que siempre va a encontrar espacios para expresarse, para debatir 
ideas, para discutir sobre lo hecho y lo que falta por hacer. Pactar es un 
momento importante de la política; es sentar bases para seguir haciendo; 
es poner los desencuentros en la balanza que mide lo que la sociedad re-
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quiere para seguir adelante. Lograr acuerdos para actuar juntos es nutrir a la 
sociedad con otra síntesis entre cosas viejas y cosas nuevas, entre tradición y 
renovación, compaginando a las diferentes generaciones en torno a un pro-
yecto nacional. Se necesita la grandeza de todas las partes para dejar algo a 
cambio de un interés común, que un país de poca población y moderadas 
riquezas no solo se merece, sino que le resulta indispensable.

Estos pactos o acuerdos son solamente propuestas para trabajar, para incor-
porar los grandes temas del futuro en la agenda del presente. El primero es 
un acuerdo nacional por la educación. Es muy clara y legítima la preocupación 
entre la gente especializada como en la sociedad toda. Ya está muy avanzado 
el consenso en el diagnóstico y las herramientas están a mano; no queda 
nadie que piense que es un tema irrelevante. Lo que proponemos aquí es 
una serie de pistas que aspiran a allanar el camino a un acuerdo nacional. El 
segundo, un acuerdo nacional por la productividad, que propone procesar un 
cambio de matriz productiva, pasando de una economía intensiva en recur-
sos naturales, que de todas formas debemos cuidar, a otra intensiva en cono-
cimiento. Esto solo será posible si logramos redoblar nuestros esfuerzos fisca-
les para apuntalar la innovación y mejorar nuestro estado de bienestar social, 
para eso proponemos el tercer acuerdo nacional por la equidad. Los pactos 
antedichos solo son viables con una democracia que nos permita construir 
un Estado orientador del desarrollo, con una visión estratégica, regulador y 
limitante de la concentración del poder económico, promoviendo espacios 
de diálogo social. Por eso el pacto nacional por la democracia intenta abrir un 
camino para ponerse de acuerdo en cómo modernizar al Estado, dotándolo 
de más capacidades para planificar y gestionar con eficiencia y mecanismos 
de evaluación y control ciudadano del proceso de cambio. Por último, como 
hemos argumentado en el capítulo anterior, una política exterior de Estado 
es un pilar esencial para nuestra estabilidad y desarrollo.

La historia nacional, tanto la más lejana como la más reciente, ha demostra-
do que más allá de capítulos de enfrentamiento, y sin quitarle a la política 
su esencial cualidad de lugar de oposición de ideas y prácticas, ha habido 
momentos en que las diferencias se han subordinado necesariamente a inte-
reses mayores, contribuyendo a lo que se cree mejor para el país. Esto ocurrió 
en 1984 y 1985 en el regreso a la democracia, y en el 2002, cuando la crisis y 
el default golpeaban la puerta. También tenemos presente la unidad lograda 
frente a las dificultades con Argentina y los acuerdos sobre los importantes 
cambios en la matriz energética. Estamos convencidos de que si se miran los 
programas de los partidos desde la aspiración de encontrar confluencias no 
aparecen diferencias insalvables, o al menos se encuentran espacios suficien-
tes para que los acuerdos desplacen las discrepancias hacia un segundo pla-
no. Sobre las reales diferencias de intereses que sustentan diferentes sectores 
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de la sociedad hay intereses comunes para que al país le vaya bien. En esta 
convicción se basan las propuestas que completan estas reflexiones.

En los encuentros de discusión sobre el Proyecto «Uruguay+25» llamé la 
atención sobre el papel fundamental que había que dar a los balances ma-
croeconómicos para generar las condiciones que hicieran viable la implanta-
ción de reformas básicas en nuestro país. Al proponer acuerdos fundamenta-
les quiero insistir en los mismos argumentos.

La condición fundamental para generar un clima de confianza y de acuerdos 
en puntos clave que abran espacio a un nuevo paradigma del desarrollo, re-
posa en tener una macroeconomía equilibrada que asegure el control de la 
inflación y permita construir sobre ella confianza y compromisos. Insisto, la 
inflación no solo genera un flujo de la riqueza hacia las clases altas sino que 
además mina la confianza recíproca que hace viables los grandes acuerdos 
entre el sector público y el sector privado.

Hoy hemos ganado un grado muy razonable de estabilidad del sistema de 
precios, que hay que vigilar y atender constantemente para mantenerlo den-
tro de rangos que hagan posible la previsión y la confianza tanto de los pro-
ductores como de los consumidores.

Como ya hemos reiterado, entramos en un periodo de bajo crecimiento en 
toda la región, debido fundamentalmente a la caída de los precios de las ma-
terias primas y posiblemente a una reducción del apetito por nuevas inver-
siones o aún mismo a un retiro de algunos capitales buscando las nuevas 
rentabilidades que ofrece el aumento de las tasas de interés que está progra-
mando la Reserva Federal de Estados Unidos.

En esas condiciones es más urgente que nunca que se mantenga la estabili-
dad de nuestra economía, con índices bajos de inflación.

Esto implica por un lado un manejo adecuado del tipo de cambio, dando 
al mercado un papel preponderante pero con mecanismos que permitan 
suavizar los impactos que nos llegan del exterior. En forma muy especial de-
beremos mantener la capacidad de llegar a un gran consenso sobre un pre-
supuesto equilibrado. Esto último no es fácil. Nunca lo ha sido, por cuanto 
significa balancear las legítimas aspiraciones de mejorar las condiciones de 
vida con las posibilidades reales de financiarlas con recursos genuinos.

Es cierto que en el país no está agotada la capacidad de aumentar los recur-
sos fiscales como también que, gracias al proceso de reducción de la deuda y 
un aumento de la confianza en el país, tenemos un margen de endeudamien-
to considerable que debe ser bien utilizado especialmente para el proceso de 
mejoramiento de las estructuras físicas.
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El tema central es encontrar un ritmo adecuado de hacer frente a las expec-
tativas, cuya legitimidad no desconozco, pero adecuándolas al ritmo que 
nos permita no dañar la confianza y el ritmo de inversiones privadas, tanto 
internas como de origen externo, sin las cuales ningún desarrollo futuro es 
posible.

Un gran Pacto Fiscal, tarea aún pendiente, es una condición indispensable 
para poder mantener un nivel controlado del incremento de precios que no 
socave la confianza que hemos generado en estos últimos años en el país y 
su futuro.

No es fácil y habrá que hacer negociaciones inteligentes y honestas entre 
todos los actores para una gradación que no renuncie al objetivo de mejora 
del nivel de vida, pero al mismo tiempo que no proponga condiciones que 
terminen generando desconfianza y baja inversión. Sería el peor impuesto 
para los pobres y un mayor escollo para seguir creciendo.

En ese contexto los equilibrios macroeconómicos son fundamentales para 
hacer posible que las reformas tengan el tiempo necesario para poder ser 
concebidas, aprobadas e implementadas. Al final, ganará la economía pero 
también el nivel de vida de todos los uruguayos.
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1. Acuerdo nacional por la educación

Existe con respecto a la educación una justificada alarma social a la que hay 
que responder con una movilización y voluntad transformadora que debe 
involucrar a todos los actores, políticos, institucionales y sociales, de modo 
de llegar a un plan nacional de educación de largo aliento. El mencionado 
«Plan Nacional de Educación 2010-2030. Aportes para su elaboración», puede 
ser un primer punto de apoyo, como ha sugerido recientemente el Instituto 
Nacional de Evaluación Educativa (INEEd) en el «Informe sobre el estado de la 
educación en Uruguay 2014», al rescatar su vigencia y coincidir con los nudos 
gordianos allí señalados. Una parte del camino hacia un plan nacional de edu-
cación ya lo hemos transitado. Me gustaría señalar aquí algunos puntos que, a 
mi entender, deberían servirnos de guía en el recorrido pendiente.

A. 	La política educativa debe responder  
a qué sociedad queremos

La educación pública es un derecho humano, un bien social. Es también la 
herramienta fundamental de la política de un Estado, la que crea los cimien-
tos del edificio social. Cada año de escuela, de liceo, de aprendizaje técnico 
o universitario y también de aprendizajes no formales, está configurando la 
sociedad en que vivimos porque le da forma e identidad a las capacidades y 
valores de su componente fundamental: el ser humano. Educación es tam-
bién capacitación para producir, para innovar, para comprender a los otros y 
acercarnos al mundo.

Un pacto nacional por la educación, como el que creo que podemos trabajar, 
no puede ser ajeno al compromiso con un proyecto de sociedad más equita-
tiva, con estructuras del Estado modernas y eficaces, con mejor democracia, 
con alta conciencia del medio ambiente. Queremos una sociedad innovadora 
y emprendedora capaz de generar riquezas y con sólidos valores entronca-
dos en la solidaridad, en el respeto de las diferencias, con la capacidad de 
generar seguridad y paz interna e internacional. Para llegar a la educación que 
necesitamos se precisa tiempo, dedicación y recursos. Si podemos unirnos 
con pragmatismo, tendiendo la mirada a los próximos quince o veinte años 
habremos dado un paso enorme hacia un mejor futuro.
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No soy un especialista en el tema y opino y propongo desde mi condición de 
ciudadano. Creo, por lo que he visto y oído en estos cincuenta años de traba-
jar por el desarrollo, que se deben dar, al menos, las siguientes condiciones:

a. 	 El gobierno nacional debe tener la capacidad de llevar adelante el proyec-
to de desarrollo para el cual ha sido elegido. Necesita, por lo tanto, poder 
definir el proyecto educativo acorde y ser responsable de rendir cuentas al 
respecto. En la estructura que le hemos dado al Estado uruguayo, donde 
algunos han visto un «archipiélago» de instituciones con una gran disper-
sión del poder, cualquier esfuerzo planificador es sin duda un desafío. Ya en 
1965, la CIDE hablaba de la necesidad de un «fortalecimiento político y téc-
nico del centro estatal». En educación, donde la figura del ente autónomo 
adquirió su máxima expresión, es aún más difícil. Pero también es donde 
se hace más imperioso llegar a una política de largo aliento, con transfor-
maciones que trasciendan el estrecho marco temporal de un gobierno. El 
fortalecimiento del poder central no supone, de ninguna manera, retroce-
der en la coparticipación. Esta existe desde muy temprano en la historia del 
país en múltiples niveles y es parte de nuestro patrimonio histórico-social. 
Se trata de dar los medios al liderazgo gubernamental en la definición del 
rumbo y en la coordinación de los esfuerzos de las distintas instituciones 
y, al mismo tiempo, asegurar a la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP) su potestad para la formulación y puesta en marcha de las 
políticas educativas en su esfera de actividad específica, con coherencia con 
el rumbo definido.

b. 	 La articulación de esfuerzos entre actores e instituciones es vital. El Estado 
debe asegurar que todos los niños que empiezan su etapa de educación 
formal puedan aprovecharla, y para eso hay que trabajar desde las primeras 
etapas de la existencia, aun antes de que vean la luz de este mundo. Se 
debe trabajar con la familia para asegurar el desarrollo integral de todos los 
niños, y cuando esa familia esté ausente, el Estado debe redoblar esfuerzos 
para asegurar a cada persona ese piso básico que acompaña cualquier de-
finición de igualdad.

c. 	 Es necesario, como proponemos más adelante, procesar una moderniza-
ción del Estado, optimizando su capacidad de gestión y planificación. Esto 
es más imperioso aún en el área educativa. Además de crear las institucio-
nes aún pendientes y de propender a una mayor coordinación interinsti-
tucional, el gobierno debe contribuir a la transformación de la educación 
comprometiéndose a atender especialmente la debilidad institucional de 
la ANEP. Hay que dotarla de músculos, modernizando su estructura ad-
ministrativa, sus capacidades de gestión y sobre todo fortaleciendo su 
función prospectiva. Sus órganos de dirección tienen que ser capaces de 
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pensar la política educativa, apoyados en sólidos equipos técnicos aboca-
dos a los desafíos pedagógicos, y no ahogarse en la resolución de asuntos 
administrativos cotidianos y secundarios. Hay que llegar a los acuerdos 
necesarios para procesar los cambios normativos, administrativos y en 
la estructura de los recursos humanos necesarios y asegurar el respaldo 
financiero que requiere ese fortalecimiento institucional. Podríamos em-
pezar dotando a la ANEP de una sede propia, que no tiene por qué ser 
majestuosa, pero sí digna del ente autónomo responsable de asegurar el 
derecho a la educación a más de 700 000 niños y adolescentes uruguayos.

B. 	La institucionalidad educativa  
debe responder al ámbito de la educación

Los docentes son la columna vertebral del sistema educativo. No alcanza so-
lamente con sueldos dignos, posibilidades de formación permanente, mejo-
res condiciones de trabajo. Su profesión debe ser socialmente valorizada y se 
deben alentar las vocaciones. Es necesario darse los medios de facilitar la de-
dicación total, la permanencia en los centros educativos, las posibilidades de 
trabajo en equipo con sus alumnos y con sus colegas. Los equipos directivos 
en los centros educativos —al igual que los docentes— deben poder concen-
trar sus esfuerzos en los desafíos pedagógicos. Para esto las escuelas y liceos 
tienen que tener personal abocado a las tareas de acondicionamiento edilicio, 
seguridad, administración y también un equipo multidisciplinario que atienda 
la problemática psicosocial, familiar y comunitaria que traen los alumnos. Esto 
sin dar la espalda a esa comunidad, sino tendiendo puentes con ella, integrán-
dola al proyecto educativo.

El país debe tener un sistema educativo con una infraestructura que esté a 
la altura de la ambición de una educación universal, inclusiva y de calidad. 
Es necesario contar, por ejemplo, con suficientes liceos para que todos los 
alumnos puedan culminar el ciclo secundario, y que esa arquitectura hable 
de una enseñanza no reducida a las horas de clase. Necesitamos patios, gim-
nasios, talleres, salones de actos, plazas deportivas asociadas, espacios para 
la coordinación docente, para el trabajo con la familia y la comunidad. Nece-
sitamos, como dice el profesor Omar Moreira, «liceos de puertas abiertas». La 
respuesta institucional no puede seguir corriendo detrás de la demanda y de 
los problemas. Tampoco podemos seguir sin reformar aspectos clave como 
la estructura de puesto de trabajo docente en educación media, que hace al 
sistema de elección de horas y a la identidad profesional docente.

El salario de ingreso a la carrera docente debe ser suficiente para competir 
en el mercado de los jóvenes y estimular el avance en la carrera. Asimismo 
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es clave un refuerzo de la cobertura de los planes sociales de apoyo a la per-
manencia en la educación, promoviendo la integralidad de las acciones y su 
nexo con el sistema educativo

Por lo dicho hasta aquí el acuerdo nacional por la educación está íntimamen-
te ligado al acuerdo por la equidad y por la modernización de las estructuras 
del Estado. La modernización de la educación tiene componentes técnicos 
educativos (reforma curricular, cambios en la formación docente, etcétera) 
pero tiene también componentes que hacen a la modernización del Estado 
(reforma de la estructura de gestión de ANEP, profesionalización de las carre-
ras administrativas de los funcionarios docentes y no docentes, descentrali-
zación de algunas decisiones a los centros, etcétera) y otros que se entroncan 
con el conjunto de las políticas sociales (atención a la primera infancia, siste-
ma nacional de cuidados). Para los bolsones de pobreza y zonas con pobla-
ción vulnerable debe haber una respuesta integral, adecuada y articulando 
los esfuerzos de los servicios sociales, de salud y vivienda donde se tomen en 
cuenta todas las dimensiones de la pobreza o los factores de exclusión.

Un tema polémico, discutido, sobre el que me gustaría aclarar mi punto de vis-
ta: la participación de los docentes en los órganos de conducción de la ANEP no 
solo puede considerarse un avance en términos democráticos porque asegura 
la participación de los involucrados y de contralor de la función pública, sino 
que es un elemento facilitador de una política de Estado. Tener a los docentes 
comprometidos con una transformación educativa de la cual son parte esen-
cial es clave. Esto no relega en nada el protagonismo de los líderes políticos, 
como tampoco el aporte de los especialistas que por más que no tengan sus 
manos curtidas por la tiza han dedicado sus vidas a desentrañar los enigmas de 
los sistemas educativos.

C. 	La sociedad debe responder al llamado por la educación
Nuestra sociedad reacciona solidariamente en casos de crisis. Lo vemos cuan-
do hay inundaciones u otro tipo de catástrofes, lo vemos también en casos 
puntuales y cotidianos. Debemos conseguir un sentimiento de urgencia y 
necesidad vital en la población, para que acompañe una renovación del con-
trato social de los ciudadanos con su sistema educativo. Necesitamos lograr 
un acercamiento estratégico de las familias a los centros educativos. La expe-
riencia nos ha mostrado que allí donde la familia y barrio están acompañan-
do, la escuela o el liceo se fortalecen. La nueva ley de educación ha creado 
instancias para avanzar en este involucramiento, que es fundamental en la 
transformación educativa.
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Esa gran apuesta requiere, como ya lo he subrayado, un esfuerzo económico 
importante, y ahí también necesitamos una sociedad comprometida con la 
educación. Quizás podríamos empezar por mejorar la mirada pública sobre 
los asuntos educativos, tratando de superar un clima de desconfianza mutua 
entre los actores políticos, técnicos y educativos, y profundizar y enriquecer el 
debate y la búsqueda de acuerdos. Dejar de hablar del «gasto en educación» y 
abandonar cierta mirada excesivamente crítica hacia los docentes. Reconocer 
que los problemas son estructurales porque se vinculan a la matriz histórica de 
nuestro sistema educativo podría también ayudar a un debate menos inquisi-
dor y más constructivo.

El esfuerzo necesita ser nacional, profundo y sostenido porque nos jugamos 
el futuro del Uruguay, y debe tener junto a las familias el compromiso de lar-
go plazo de las fuerzas políticas y de la sociedad civil organizada. Debe con-
tar con recursos adecuados para llevar a bien un gran esfuerzo nacional. Es 
posible que la generación de un «gabinete interinstitucional de educación», 
como los ha habido en otras áreas, facilite la articulación, y que el nombra-
miento de un «Comisionado Nacional» independiente, consensual, capaz de 
ser portavoz frente a la opinión pública, de mediar entre los actores, ayude a 
avanzar en los acuerdos y la puesta en marcha del proyecto transformador.
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2. Acuerdo nacional por la productividad

Desde que llegaron las primeras vacas a la Banda Oriental en el siglo XVII, 
nuestro destino manifiesto fue el de ser «pradera-frontera-puerto», como sin-
tetizaron los historiadores Reyes Abadie, Bruschera y Melogno. Esa configu-
ración original marcó los elementos de larga duración, como si se tratara de 
nuestro ADN. Definió una matriz productiva agropecuaria, una modalidad de 
inserción internacional determinada por el vínculo con los vecinos, un rol de 
engranaje logístico entre la cuenca del Plata y el mundo.

A lo largo de nuestra vida independiente nos hemos peleado con esos ge-
nes. Quisimos apostar por las chimeneas y no nos salió tan bien como hu-
biéramos querido. Más recientemente amagamos con dejar el Mercosur 
y firmar un tratado de libre comercio con Estados Unidos, pero no hemos 
podido o querido, lo que me parece fue lo mejor en aquellos momen-
tos. Asimismo, las ventajas de nuestro puerto natural determinaron un 
vínculo conflictivo con la vecina Buenos Aires, que ha tenido altibajos en tor-
no a diversos asuntos, que en el fondo refieren al rol de Uruguay como «llave 
del Plata».

En la última década, el país ha dedicado importantes esfuerzos a estudiar 
la estrategia de desarrollo a seguir. Desde la Oficina de Planeamiento y Pre-
supuesto (OPP), el Gabinete Ministerial de la Innovación y la Dirección de 
Industrias, se problematizó aquella configuración original, agropecuaria, 
generando discusiones entre actores gubernamentales, académicos y so-
ciales.

Grosso modo están, por un lado, quienes consideran que Uruguay debe aten-
der sus ventajas comparativas y seguir su perfil de especialización en las ca-
denas agroindustriales y, por otro, quienes creen que para alcanzar mayores 
niveles de desarrollo debemos procesar un cambio sustantivo y apostar a 
sectores productores de bienes y servicios altamente tecnológicos. Los pri-
meros suelen ser acusados de condenar al país al subdesarrollo como expor-
tador de commodities, reforzando su vulnerabilidad y dependencia. A ese 
argumento responden que actualmente un trozo de carne tiene incorporada 
una cantidad nada desestimable de conocimiento científico (en genética y 
biotecnología, por ejemplo). Los segundos son acusados de falta de realismo, 
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de apostar a sectores en los que Uruguay corre muy de atrás. En su defensa, 
recuerdan que el país logró posicionarse hace una década como el principal 
exportador de software en América Latina, pese a que el sector nunca contó 
con estímulos estatales.

Después de mucho discutir vieron la luz algunos trabajos prospectivos que 
unieron conocimiento técnico y consulta a los actores (empresarios, científi-
cos, trabajadores, autoridades gubernamentales) como «Estrategia Uruguay 
III siglo» o el «Plan Estratégico Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación». 
Se llegó a una especie de consenso de que la estrategia consistía en seguir 
apostando a sectores «intensivos en recursos naturales» (cadenas agroin-
dustriales y turismo) pero inyectándoles el mayor valor agregado posible, al 
tiempo que impulsar sectores transversales, altamente tecnológicos (como la 
informática o la biotecnología). Se plantea que estos últimos sectores deben 
ser promovidos desde el Estado pero no exclusivamente al servicio de los 
primeros. El mejor ejemplo es el desarrollo de la biotecnología, clave en la 
apuesta al país «agrointeligente», pero que tiene otros desarrollos posibles 
como biomedicamentos o biocombustibles.

Sin embargo, el debate continuó abierto, como lo mostró el expresidente 
José Mujica al asumir en marzo de 2010, cuando afirmó que «si el país fuera 
una ecuación, diría que la fórmula a intentar es: agro+inteligencia+turismo+
logística regional. Y punto».

Cuatro años después, en el Proyecto «Uruguay+25» incorporamos un conjun-
to de estudios que vuelven sobre el asunto y a los que nos hemos referido en 
la parte II de este libro. Así, Cecilia Alemany47 sostiene que la trampa de los 
países de ingreso medios como el nuestro: 

seguirá latente en la medida que no se logre exitosamente la transición de mode-
los de crecimiento o exportaciones basados en recursos naturales hacia modelos 
de crecimiento basados en alto valor agregado o basados en la productividad 
(aunque sigan siendo dentro de las cadenas intensivas en recursos naturales). 

El tema es que mientras algunos (como Bértola et al.) sostienen que no al-
canza con agregar valor a los bienes primarios y que es necesario «transfor-
mar a las capacidades humanas en el centro de la competitividad económi-
ca», otros (como Oddone et al.) advierten que con una población estancada 
«el margen para continuar creciendo en base a la incorporación de mano 
de obra es cada vez más escaso», además de que la apuesta a desarrollos 
tecnológicos enfrenta un problema de escala. Las grandes limitaciones de 
Uruguay serían la cantidad de población y la calidad de su formación, la 
escasa capacidad de innovación de los agentes y la pequeñez de nuestro 
mercado.

47	 Cecilia Alemany, ob.cit.
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Otro eje de la discusión está centrado en la pregunta de en qué medida es 
factible seguir aumentando la productividad y valor agregado de los sectores 
más tradicionales, cuidar los recursos naturales (principalmente el suelo), y al 
mismo tiempo diversificar la estructura productiva potenciando otros secto-
res emergentes, como las nanotecnologías. En efecto, ambas alternativas exi-
gen importantes esfuerzos de inversión, creación de capacidades, etcétera, 
y muchos sostienen que no puede realizarse todo simultáneamente. Desde 
esa perspectiva, es necesario fijar prioridades, elegir sectores o cadenas don-
de concentrar recursos para alcanzar una masa crítica que permita realizar 
saltos de competitividad y productividad significativos, y no seguir con la 
mentalidad de poner un poquito en cada canasta.

Creo que el cambio estructural de la matriz productiva de la economía uru-
guaya debe ser prioritario ya que las demás formas de abordar la igualdad 
(salarios, gasto social, impuestos, etcétera) son cada vez más limitadas por el 
agotamiento distributivo de un modelo primario de producción. Este cambio 
debe basarse en el aumento del valor agregado nacional. El eje de esta estra-
tegia debe ser la generación de nuevos sectores de producción intensivos en 
conocimientos y recursos humanos y cada vez menos dependientes de los 
recursos naturales

Recientemente leí las reflexiones del científico neozelandés, Paul Callaghan, 
sobre la situación que enfrenta su país, que viene perdiendo posiciones en 
el ranking de la OCDE con una caída del PBI per cápita, el incremento de la 
brecha salarial respecto a su principal socio y vecino, Australia, y problemas 
sociales como las dificultades de acceso a la vivienda y la fuerte emigración 
(casi un millón vive en el exterior, en un país de 4,3 millones de habitantes).

Como Nueva Zelanda suele ser citada como un ejemplo exitoso de desarrollo a 
partir de la explotación de recursos naturales, y ha sido un modelo para nues-
tra dirigencia política (desde Jorge Batlle al propio Mujica), decidí prestarle 
atención a lo que tenía para decir Callaghan en materia de desarrollo. Me sor-
prendí al ver las similitudes con las discusiones que estamos teniendo por aquí.

Callaghan aseguraba que su país debía abandonar el modelo de desarrollo 
«agrointeligente» para apuntar directamente a sectores 100% tecnológicos. 
Su libro Wool to Weta48 presenta desde el título esa transición deseable (wool, 
lana fue lo primero que exportó Nueva Zelanda seguido por carne congelada 
y leche, mientras que Weta es el nombre de la principal industria creativa del 

48	 Paul Callaghan, Wool to Weta. Transforming New Zealand’s culture and economy, Ediciones de la Uni-
versidad de Auckland, 2009. Paul Callaghan (1947-2012) fue físico y doctor en filosofía, director del 
Centro de Nanotecnología de la Universidad de Victoria, fundador de una compañía exportadora de 
instrumental científico y un reconocido divulgador de temas científicos en su país.
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país, responsable de la animación y efectos especiales en grandes éxitos cine-
matográficos como El señor de los anillos).

En su opinión, Nueva Zelanda no podía seguir apostando a mejorar la pro-
ductividad de la industria lechera y el sector agrícola en general, como lo ha 
venido haciendo hasta ahora. Esa estrategia se basa en la creencia de que la 
acumulación en esos sectores es la que permite el surgimiento de proveedo-
res tecnológicos, primero orientados a la agroindustria local pero que luego 
pueden diversificarse y ofrecerse al mundo. El caso de Fonterra es el mejor 
ejemplo: la empresa número uno en la exportación de leche es hoy un pro-
veedor mundial de servicios a compañías como Conaprole.

Sin embargo, el efecto de esos «derrames» en la economía es poco signifi-
cativo. Además, Callaghan muestra cómo un sector altamente tecnológico, 
como es la biotecnología, que ha sido impulsado desde el Estado —con un 
fondo público específico—, tuvo un desarrollo sesgado al servicio del agro, 
cuando en realidad presenta un potencial importante en otras áreas. Recuer-
da que muchas de las empresas neozelandesas altamente tecnológicas no 
crecieron al servicio del sector primario.

Además cree que junto a la caída del precio de los commodities, el crecimien-
to del sector agrícola y del turismo tiene un techo marcado por la sustenta-
bilidad ambiental. A nivel interno, el país tiene límites claros establecidos en 
la Ley de Manejo de los Recursos Naturales. El tema está en el primer lugar 
de la agenda pública. Asimismo, las principales barreras puestas hoy a los 
productos neozelandeses, principalmente desde Europa, apuntan a los per-
juicios ambientales.

Para Callaghan la solución pasaba por apostar a sectores que no necesitan re-
cursos naturales sino que su principal recurso es inmaterial: el conocimiento. 
Concluye que las empresas neozelandesas que hoy exportan tecnología de 
punta en áreas como la logística, la tecnología médica o las industrias creativas: 

no necesitan otros recursos que cerebros y conocimiento acerca de qué necesi-
ta el mercado. Al contrario de Fonterra, ellos no precisan tierra, no incurren en 
costos de transporte alrededor del mundo, consumen poca energía, no emiten 
gases de efecto invernadero, no tiran desperdicios en nuestros lagos. El acta de 
Manejo de Recursos no es un problema para ellos. Ellos son sustentables, y no 
hay límites para su crecimiento excepto la disponibilidad de talentos y actitud 
emprendedora. 

Precisamente los problemas que identifica Callaghan para el desarrollo de es-
tos sectores refieren a la falta de una actitud emprendedora y a la «imagen 
país» demasiado asociada a los sectores tradicionales.
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Volviendo a nuestro país, creo que la discusión no está saldada. Mi opinión 
es que lo acumulado en este período favorable debería ser aprovechado 
para intentar un cambio estructural de nuestra economía. Es cierto que he-
mos avanzado en el agregado de valor en las cadenas agroindustriales, y 
que allí están nuestras ventajas comparativas, pero creo que resta mucho 
por hacer. Estoy seguro de que podemos seguir trabajando para superar 
nuestras limitaciones. En lo que respecta al problema que plantea nuestra 
escala, me parece que la solución pasa por integrarnos en cadenas de valor 
regionales.

Necesitamos un liderazgo estatal más claro, con una inversión a la altura del 
desafío, y políticas públicas articuladas, como se sugiere en el acuerdo nacio-
nal por la democracia. Asimismo, las limitaciones en materia de formación de 
las personas nos enfrentan a otro de los grandes debes de nuestro país, que 
es la atención y el cuidado de la población más joven. Debemos redoblar los 
esfuerzos en políticas sociales y de educación, tal como proponemos en los 
pactos por la equidad y por la educación. Si no logramos asegurar a las futu-
ras generaciones un desarrollo armónico desde el nacimiento, e incluso an-
tes, difícilmente puedan realizarse en todo su potencial, y eso no solo afecta 
a cada niño, afecta a todo el país, porque ellos son la clave de esta estrategia 
intensiva en conocimientos.

A. Un esfuerzo renovado en materia de innovación
a. 	 En primer lugar creo necesario hacer un gran esfuerzo sistémico en mate-

ria de innovación e investigación. El nuevo gobierno que asumió en 2015 
se propone organizar un sistema integral de competitividad, coordinado 
desde la OPP, lo que parece positivo y al que se le podría integrar el con-
cepto de desarrollo. También sería bueno que la agencia que actualmente 
gestiona los programas de ciencia, tecnología e innovación y ejecuta los 
fondos (la ANII), pase a tener una vinculación mayor con la OPP, que tiene 
previsto fortalecer sus capacidades en planificación y prospectiva. Distin-
tos especialistas coinciden en el diagnóstico de que el impulso original 
que tuvo la apuesta por la investigación y la innovación en 2005 se ha ido 
debilitando, y que es preciso acercar más la ejecución de programas con 
el pensamiento sistemático y el diseño de políticas en estos temas. Hoy se 
habla de la necesidad de fortalecer la rectoría política y la coordinación en 
estos temas lo que son buenas noticias, si no se desconocen la represen-
tación social y académica.

b. 	 A nivel institucional es necesario articular los esfuerzos de impulso de la 
ciencia, tecnología e innovación (CTI) con el sistema educativo preuniver-
sitario. Las autonomías no deberían ser obstáculo para coordinar políticas 
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que apunten a superar algunas de las trabas culturales más importantes, 
como la poca predilección de los jóvenes por las áreas científicas, la ausen-
cia de una actitud emprendedora y en su lugar la fuerte aversión al riesgo 
que persiste en la sociedad uruguaya. Debemos lograr que nuestra gente 
se anime a pensar de forma más desafiante. Es muy difícil que haya innova-
ción sin riesgo, por eso tenemos que profundizar el trabajo con los jóvenes 
en estos aspectos. Para Lebret: 

el hombre que se siente absolutamente seguro se relaja y ya no da su medida. 
Es necesario en todo caso dejar a los mejores de los hombres las posibilidades 
de crear aventuradamente, hay que dejar chance a los genios y a los héroes. 
Hay que dejar que todos puedan ejercer iniciativas.49

c. 	 Pasando al tema de los recursos necesarios, los temas de la innovación po-
nen de relieve lo insuficiente de nuestro esfuerzo fiscal (0,4 punto porcen-
tual del PBI, cuando América Latina invierte 0,6%, todo lo cual es pobre-
mente comparable con el 2,5% promedio de la OCDE). El nuevo gobierno 
se ha comprometido ante la Academia Nacional de Ciencias a llegar a una 
inversión de un punto del PBI a final del quinquenio. Creo que es una meta 
indispensable. Además tenemos que lograr que ese punto del producto no 
provenga solo del Estado. En países con fuertes sistemas de innovación la 
inversión privada en investigación y desarrollo es significativa (en muchos 
supera la inversión pública). En nuestro país es prácticamente inexistente. 
Por eso es importante analizar el problema y revisar los instrumentos que 
se han creado para estimular la apuesta empresarial por la innovación. Los 
recursos que ha puesto el Estado para financiar programas de apoyo a la 
innovación empresarial han sido mayores que los proyectos que se presen-
taron. Peor que disponer de pocos recursos destinados a financiar la inno-
vación, es que esos recursos limitados sobren por falta de demanda.

d. 	 Habría que evaluar los esfuerzos de los últimos diez años para favorecer 
la innovación empresarial, así como para aumentar la masa crítica y vin-
cular de forma más estrecha la oferta y la demanda de conocimiento. Los 
especialistas insisten en que el gran problema estructural del Uruguay en 
este tema es el desacople entre la oferta de conocimiento científico y tec-
nológico y la capacidad de la sociedad para demandarla (tanto del sector 
privado como del público). Se señala que la baja demanda del sector pri-
vado es preocupante (y de ahí la necesidad de revisar los instrumentos), 
pero también hay un problema con la demanda en el sector público. Esto 
sin desmerecer los avances que se han hecho en temas como las compras 
públicas o los esfuerzos de algunas universidades y centros de investiga-
ción por «salir a buscar» a la demanda.

49	 Louis-Joseph Lebret, Fundamentos de economía humana, Montevideo, CLAEH, p.17.
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e. 	 Si hablamos de cifras y de metas, Uruguay tiene unos 1300 investigado-
res, lo que no llega a ser uno por mil habitantes (0,53). Estamos en la mitad 
de lo que se aconseja. Hace cinco años en el país se propuso la meta de 
llegar al 2030 con al menos un investigador por cada mil personas cuando 
otros países, como Argentina tienen 1,3 y Finlandia 7,4 cada mil según el 
Banco Mundial. Ante esta realidad se requiere una política de shock para 
aumentar la masa crítica de investigadores, fortaleciendo el sistema na-
cional de becas y ensayando mecanismos de formación de una masa crí-
tica conjunta con los países de la región. Sería deseable que avancemos 
en la articulación de esfuerzos nacionales y regionales de formación de 
capacidades científicas y de investigación, como se ha hecho por ejemplo 
en el área de biotecnología. Asimismo la naciente Universidad Tecnológi-
ca (UTEC) está buscando alianzas con institutos de enseñanza y de investi-
gación de los países vecinos; está apostando a una formación conjunta en 
mecatrónica con un instituto de investigación de Rio Grande do Sul. Creo 
que es una buena apuesta, que vinculo con la necesidad de concertar es-
fuerzos con los vecinos en las cadenas de valor en áreas como la energía, 
la infraestructura o la logística.

f. 	 También sugiero que, a la luz del avance de la discusión y la reactualiza-
ción del diálogo con los actores sociales, económicos, académicos, revisar 
el Plan Estratégico Nacional en Ciencia, Tecnología e Innovación 2010-
2030, aprobado en febrero de 2010. Tal vez retomar la cuestión de las 
áreas estratégicas, del cambio de matriz y el camino a seguir. ¿Podemos 
explicitar en un plan de ese tipo los sectores a los que hay que apostar? ¿Y 
si nos equivocamos o surgen sectores nuevos a los que nuestro sistema de 
innovación dio la espalda? ¿El Estado es el que debe elegir «ganadores» o 
debe dejarlo en manos del mercado? En Uruguay el software se desarrolló 
sin ningún tipo de apoyo estatal y sí gracias a que la Universidad de la Re-
pública fue pionera en 1967 en la creación de la carrera de ingeniería en 
computación. Los ingenieros-empresarios se «hicieron» saliendo a vender 
al exterior, compitiendo con las compañías internacionales, mientras que 
aquí las grandes empresas (públicas y privadas) preferían comprar solu-
ciones «llave en mano» en el exterior.

g. 	 Me interesaría rescatar del Plan Estratégico Nacional en Ciencia, Tecno-
logía e Innovación (PENCTI) el énfasis en la articulación entre oferta y de-
manda de conocimiento, tanto a nivel privado-productivo, como a nivel 
público (necesidades de nuestras empresas estatales, de la salud, de la 
educación, del Ministerio de Desarrollo Social (MIDES)). La nueva institu-
cionalidad propuesta debe evitar el riesgo de fortalecer solamente los 
esfuerzos en ciencia, tecnología e innovación vinculados a la compe-
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titividad del sector productivo. Creo que hacerlo es un error. Debemos 
pensar también en articular y apoyar a quienes están vinculados a otras 
necesidades donde la ciencia, la tecnología y la innovación tienen mucho 
para aportar como, por ejemplo, lo relativo a la salud y la inclusión social, 
aprovechando los esfuerzos hechos por la Universidad con la Comisión 
Sectorial de Investigación Científica.

En efecto, la innovación puede volcarse a buscar soluciones a problemas de 
salud, educación, inclusión social, convivencia, deportes, entre otros. Por ejem-
plo, en la Facultad de Ingeniería de la Udelar hay científicos que han desarro-
llado algoritmos para resolver problemas de optimización relativos a recorri-
dos y frecuencias del transporte colectivo. Asimismo, debemos tener presente 
que la innovación también puede ocurrir en contextos o ante situaciones de 
escasez, donde lo novedoso (y que agrega valor) es el hecho de resolver un 
problema mediante soluciones mucho más baratas que las disponibles hasta 
el momento, lo que en India llaman «innovación frugal». Sería un nicho en el 
que Uruguay ya tiene entrenamiento —tenemos una cultura de arreglarnos 
con lo que hay, que nos juega a favor—. Esa frugalidad también puede incidir 
en un menor impacto ambiental, consideración que no es menor.

B. Pacto fiscal por la competitividad y equidad
Hemos mencionado cómo las finanzas públicas han tenido un rol clave en la 
construcción del Estado de bienestar uruguayo. Hemos revisado como so-
ciedad cuánto deberíamos destinar a la educación, a sostener el sistema de 
seguridad social, a proteger a la infancia, a apoyar la innovación, a financiar 
un sistema nacional de cuidados. Creo que es hora de que volvamos a dis-
cutir las fuentes de ese cofre público, y la posibilidad de un mayor esfuerzo 
redistributivo, cambiando el perfil de nuestros impuestos y su origen. Pero 
también la estructura del gasto público, gran instumento redistributivo a ni-
vel nacional.

Creo que estos cambios de matriz impositiva y de estructura del gasto público 
requieren un nuevo compromiso colectivo. Las metas asumidas por el nuevo 
gobierno de llegar al 1% del PBI para ciencia, tecnología e innovación y a un 
6% del PBI para la educación son un buen punto de partida. Es claro que la am-
pliación de oportunidades y capacidades de las personas depende de cuánto 
decidamos invertir como sociedad en educación, salud, cuidados, investiga-
ción, innovación, etcétera. Si el objetivo es mejorar las capacidades humanas 
para poder dar un salto en materia de productividad, estaríamos concentran-
do nuestros esfuerzos en las futuras generaciones. Llegar como sociedad a un 
nuevo pacto fiscal es pues indispensable para el desarrollo presente y futuro.
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C. La región como espacio de aprendizaje
Los historiadores suelen recordar que el ganado llegó a estas tierras antes que el 
colono. Los bovinos se multiplicaron solos y configuraron nuestra pradera, base 
de la riqueza del país. Tenemos que encontrar hoy la forma de asegurar que la 
riqueza se genere más en el cerebro humano que en los recursos naturales.

Para hacer viable nuestra apuesta a una economía que se apoye en bienes de 
alto valor agregado, una posibilidad es aprovechar nuestro carácter de «fron-
tera» y de «puerto», nuestra posición geográfica estratégica y avanzar en la 
complementariedad productiva con los vecinos en áreas como los servicios, 
el turismo, la logística, la energía, etcétera.

Creo firmemente en la posibilidad de avanzar hacia una renovada industriali-
zación a partir de una activa participación en las cadenas de valor regionales. 
Esto pasa por contribuir al proceso productivo a partir de nuestra participa-
ción en mayor o menor grado según nuestras posibilidades. Podemos apor-
tar a esas industrias servicios altamente especializados y de alto valor agrega-
do, en forma de soporte, diseño de soluciones industriales, servicios técnicos, 
o en investigación aplicada. Quizás no podamos fabricar sembradoras, pero 
sí un software que se incorpore a la máquina para aumentar la precisión en el 
recorrido del sembrado y dosificar el fertilizante según la variación del suelo. 
Ya mencioné algunos ejemplos en marcha con Brasil. También hay experien-
cias interesantes de asociación regional para la investigación en pasturas, 
sanidad humana y animal con participación de entidades públicas, agentes 
privados y académicos de Brasil, Paraguay, Argentina y Uruguay (Plataforma 
Biotecsur). Estoy convencido de que la región es un espacio de aprendizaje 
para la diversificación productiva y la innovación. 

D. La administración nacional de los recursos naturales y el 
cambio climático

Debemos administrar nuestros recursos naturales como un «buen padre de 
familia». La manera en que vemos la realidad y los problemas de la sociedad 
depende de nuestra concepción del mundo, nuestras preferencias políticas, 
lo que hemos aprendido, la cultura en la que nos hemos desarrollado y nues-
tros intereses personales. En un mundo cada vez más complejo y donde la 
interdependencia se ha incrementado de manera exponencial en las últimas 
décadas, los problemas globales son también locales. Debemos aprender a 
pensar global para actuar local. 

Es necesario mejorar la formación en el tema de los recursos a todos los nive-
les y explorar nuevas maneras de educar en economía. Las grandes explica-
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ciones que todo lo resuelven en teoría no resultan eficaces para hacer frente 
a la multiplicidad de los desafíos. La información adecuada, el buen sentido 
común y una mirada a los intereses generales deben regir las decisiones so-
bre el uso de los recursos naturales. Los temas vinculados al medio ambiente 
y los recursos naturales han sido parte importante de mis preocupaciones, 
desde hace décadas. He podido observar los efectos de las políticas conser-
vacionistas a ultranza y de aquellas que actúan como si se pudiera explotar el 
planeta de manera infinita, y los estragos que ambas causan. En los últimos 
años han proliferado experiencias que logran avanzar en la riqueza de las 
naciones sin hipotecar el futuro, donde prima el buen sentido. Soy optimista 
en este tema en la medida de que prime lo racional, basado en calidad de 
información y en el interés social.

La vulnerabilidad al cambio climático no es un problema ajeno y deberá 
atenderse con diversos instrumentos de políticas en la medida que afecta de 
forma diferencial a los territorios y grupos más desfavorecidos por un lado, 
y porque afecta a los sectores productivos que son la base de la economía 
por otro, con un efecto multiplicador importante. Un shock de 1% en el agro 
afecta en un 6% el PBI y en un 3% a los demás sectores. Paolino, Mondelli y 
Rosas señalan que en el sector ganadero uruguayo la variabilidad climáti-
ca incluso se está convirtiendo en un obstáculo para incorporar actividades 
de innovación. Este problema no se presenta de forma tan acuciante en la 
agricultura de secano, lo que se puede asociar a la mayor disponibilidad de 
instrumentos para mitigar los riesgos asociados al cambio climático, como 
la diversificación zonal de plantaciones, el acceso a riego o la cobertura de 
seguros contra eventos climáticos. 

Ya vimos que en nuestro país un 20% del PBI está ligado a la explotación y 
procesamiento de recursos naturales, situación que se repite en los demás 
países de la región, que tienen altas dotaciones de recursos naturales y simi-
lares patrones exportadores. Frente a esto podemos preguntarnos: ¿cono-
cemos bien los modelos de desarrollo y las estrategias de nuestros vecinos? 
¿Tenemos estrategias nacionales para insertarnos en iniciativas subregiona-
les, en sus cadenas de valor?

En el Informe PNUMA/Red Mercosur, Alemany y Lanzilotta plantean que los 
procesos de integración deberían ser los espacios naturales para la coordi-
nación de políticas medio ambientales y productivas, y que si bien en los úl-
timos treinta años hubo avances, éstos han sido bastante limitados. Se ha 
generado una incipiente institucionalidad, pero aún se está lejos de la cons-
trucción de una institucionalidad moderna que promueva coordinaciones y 
sinergias a nivel regional. 
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Si bien se cuenta con instancias formales de coordinación a nivel de Merco-
sur (como las reuniones de Ministros de medio ambiente o el Subgrupo de 
Trabajo Nº 6) e instrumentos tales como el Acuerdo Marco sobre medio am-
biente (junio 2001) su efectiva implementación está pendiente. Las políticas 
consensuadas aún no se aplican, se desperdician recursos y existe preocupa-
ción por la acción de agentes no estatales .

Como se señalaba en el Informe «los avances a nivel regional no sólo de-
penden de avances normativos y del grado de internalización de estos com-
promisos, sino que además dependen en gran medida de los mecanismos 
de confianza y voluntad política de los países involucrados para lograr una 
implementación efectiva. Coordinar regionalmente tiene beneficios pero 
también costos o riesgos que difícilmente serán asumidos por los actores 
privados de no existir cierto liderazgo, incentivo o coerción por parte de los 
gobiernos nacionales. En el plano regional, así como en el internacional, el 
liderazgo de los Estados para construir plataformas de compromiso compar-
tidas sigue siendo una pieza clave para lograr procesos que involucren a los 
demás actores del desarrollo y generan cambios reales en las normativas re-
gionales e internacionales y en las prácticas en el terreno» .

Bertola y Bertoni señalan como la creación del Mercosur (1991) alentó es-
peranzas de profundizar acuerdos de complementariedad productiva con 
los dos grandes vecinos que permitieran el desarrollo de sectores nuevos. El 
análisis del desempeño exportador de Uruguay durante los años noventa pa-
rece confirmar la idea de que la región ofrece un espacio de aprendizaje para 
ensayar procesos de diversificación e innovación tecno-productiva. Fue du-
rante esos años que la composición tecnológica de las exportaciones del país 
mostró una mejora en términos de complejidad, pero las crisis y las políticas 
subsecuentes desplegadas por los gobiernos de la región en los comienzos 
del nuevo siglo han llevado a retrocesos en la integración.

Parece imprescindible para el país encontrar los caminos de articulación de 
cadenas productivas con los vecinos a través de acuerdos de complemen-
tariedad en sectores específicos. En buena medida esa es la estrategia que 
se ha delineado con respecto a Brasil, en tanto los desafíos con Argentina 
parecen mayores. Un proceso de desarrollo económico y social sostenible en 
Uruguay implica —necesariamente— avances en la complejidad de su ma-
triz productiva y esto no parece imaginable de espaldas a la región. En conse-
cuencia resulta ineludible diseñar estrategias de integración que trasciendan 
los marcos de la libre circulación de bienes, servicios y personas, para encarar 
el desafío de la articulación productiva a través de la inclusión —en cadenas 
de valorización a escala regional— en la perspectiva de obtener mejoras en 
la competitividad a escala global.
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3. Acuerdo nacional por la equidad

La equidad es el apoyo esencial de la democracia. Uruguay ha hecho grandes 
esfuerzos para reducir la pobreza y la desigualdad profundizadas por la crisis 
de 2002. Sin embargo, resta por hacer en materia de equidad. Los grupos vul-
nerables siguen siendo importantes y no deben subestimarse sus fragilidades 
en cuanto a acceso al empleo, la educación o la vivienda. La población con 
necesidades básicas insatisfechas (NBI), con problemas de subsistencia y de 
dignidad, sigue siendo significativa, sobre todo entre los niños y jóvenes. No 
podemos pronunciar la palabra equidad si no eliminamos esos bolsones de 
pobreza.

A. Una estrategia nacional de largo aliento
Es necesario desligar la agenda de la equidad de las coyunturas y pensar-
la en el marco de una estrategia nacional de desarrollo de largo aliento. En 
ese marco los especialistas insisten en la conveniencia de incorporar las di-
námicas demográficas al diseño de las políticas públicas. Las políticas que 
pensemos en salud, educación, protección social, deben considerar la estruc-
tura envejecida de nuestra sociedad, los nuevos arreglos familiares, la baja 
fecundidad, la componente migratoria, el estancamiento en el número de 
nacimientos, a lo que se agrega la triste realidad de que uno de cada cuatro 
niños menores de seis años tiene necesidades básicas sin cubrir.

También creo fundamental incorporar a la reflexión la relación entre las políti-
cas sociales y el modelo económico, una sinergia muy compleja y sin solucio-
nes definitivas. El mayor desafío sin dudas está en compatibilizar crecimiento 
económico y equidad social. Tal como lo señalamos en el pacto nacional por la 
productividad, esto significa apostar a cambios estructurales en nuestra matriz 
productiva de modo que esta pase de ser intensiva en recursos humanos o na-
turales a ser intensiva en conocimiento. Un modelo de desarrollo centrado en 
las capacidades del ser humano redunda en una estructura de puestos de traba-
jo de mayor calidad facilitando una más democrática distribución de la riqueza.

La conformación de una matriz de protección social sustentable supone po-
líticas activas de empleo del lado de la demanda, en especial dirigidas a los 
sectores con desempleo estructural como mujeres y jóvenes, con acento en 
los que provienen de hogares pobres. Asimismo son necesarias políticas con-
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secuentes de subsidio a la cuota para el crédito a la vivienda y mejoras en los 
sistemas de acceso y permanencia en la educación.

Pero para que ese cambio sea viable es necesario, además de un importante 
esfuerzo fiscal y un Estado fortalecido que lidere el proceso, crear una nue-
va generación de políticas sociales, proactivas, anticipatorias, generadora de 
capacidades humanas. Recordar el papel de la educación de la que ya ha-
blamos es esencial. Además y paralelamente debemos asegurar a todos los 
niños y adolescentes un desarrollo armónico que permita trayectorias edu-
cativas exitosas.

B. 	Conciliar desarrollo económico y equidad
Distintos autores vinculan los recientes avances en reducción de la pobreza y 
equidad en Uruguay con el contexto internacional favorable, el cual posibili-
tó políticas redistributivas como las transferencias no contributivas, así como 
importantes esfuerzos en materia impositiva, en extensión de la cobertura 
de asistencia sanitaria, políticas de inclusión educativa, así como de empleo 
y de nivelación salarial.

Los avances no han sido completos en un contexto de bonanza económica, 
por lo que cabe preguntarse por la sostenibilidad de los logros sociales en 
contextos económicos menos favorables. Esa posibilidad de retroceso en una 
coyuntura económica recesiva debe ser suficiente para decidirnos por trans-
formaciones más de fondo que permitan intervenir sobre las determinantes 
estructurales de la desigualdad y la pobreza. Arim, De Rosa y Vigorito en su 
aporte a Uruguay+2550 señalan que: 

muchas de las reformas recientes ya desplegaron una buena parte de sus efectos 
sobre la desigualdad y que, por lo tanto, para mantener su tendencia al descenso 
se requieren intervenciones sobre sus determinantes en el largo plazo, así como 
una nueva ola de reformas. Estos aspectos referirían a los condicionantes de la 
estructura productiva y su capacidad para generar empleo y salarios de buena 
calidad, el acervo educativo de la población, las diversas formas de propiedad 
de los diferentes activos y su distribución y los márgenes para la expansión de 
las políticas redistributivas actualmente vigentes (básicamente transferencias e 
impuestos a la renta). 

Por otro lado, Muinelo y Roca51 señalan que si bien las políticas fiscales han 
contribuido a consolidar la senda de crecimiento económico, no es posible 
afirmar que hayan permitido reducir sensiblemente la desigualdad. 

50	 Rodrigo Arim, Mauricio De Rosa y Andrea Vigorito «Distribución del ingreso, mercado laboral y 
educación. Un análisis para el período 1986-2012 en Uruguay+25, ob. cit.

51	 Leonel Muinelo Gallo y Oriol Roca Sagalés, «Desigualdad y desempeño macroeconómico: las im-
plicancias del diseño de la política fiscal. Resumen ejecutivo de recomendaciones de políticas 
públicas» en Uruguay+25, ob. cit.
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Como dijimos, el avance propuesto en términos de desarrollo económico y 
equidad solo será posible si logramos formar a nuestra gente. Si pensamos en 
el atraso significativo que tenemos en materia de culminación del ciclo medio 
y calidad de aprendizajes, enfrentamos un dilema. Por un lado, mejorar los ín-
dices de pobreza y desigualdad depende de atacar las condicionantes estruc-
turales que los generan, y esto requiere cambiar las estrategias de crecimiento 
económico. Pero al mismo tiempo, ese cambio estructural en nuestra econo-
mía requiere recursos humanos calificados que hoy no tenemos entre otras 
cosas porque todavía no pudimos superar las distintas dimensiones de la po-
breza que conspiran contra el desarrollo integral de nuestros niños y jóvenes.

Existen sectores que requieren recursos humanos calificados, tanto técnicos 
como profesionales, que el país no está generando. La industria del software, 
por ejemplo, ha insistido en que el principal obstáculo para su crecimiento 
es la escasez de personal. Por otra parte tenemos cientos de jóvenes que no 
estudian ni trabajan. Jóvenes con trayectorias estudiantiles truncas que se 
insertan en el mercado laboral en condiciones muy desventajosas. El desafío 
es mejorar el punto de partida de gran parte de nuestros niños, y así facilitar 
su etapa escolar, para que puedan desarrollar todas sus potencialidades.

Llegado a este punto debemos concluir que si no hacemos un esfuerzo signi-
ficativo en términos de equidad, de igualar los puntos de partida, será difícil 
no profundizar la desigualdad. Porque el cambio productivo que proponemos 
terminará acentuándola. Cada vez será más importante la calificación de los 
trabajadores, y eso profundizará la brecha salarial que ya existe hoy entre quie-
nes lograron continuar sus estudios y quienes se quedaron por el camino. Si el 
cambio en la matriz, como ya hemos dicho, no va acompañado de políticas que 
aseguren a todos los niños las mismas posibilidades, vamos a seguir generan-
do desigualdad. Debemos concertar ambos esfuerzos. De otro modo el cam-
bio va a quedar trunco, y vamos a dar un paso en falso en materia de equidad.

C. Una política de población vinculada al desarrollo
Debemos incorporar nuestras condicionantes demográficas al diseño de las 
políticas públicas. Considerar cómo afectan la estrategia de desarrollo a la 
que aspiramos, y proyectar su impacto en el mediano y largo plazo, tanto 
sobre nuestra productividad como respecto a la sustentabilidad del sistema 
de bienestar social.

Con una población estancada y envejecida, donde apenas nacen cada año 
unos 48 000 niños (uno de cada cuatro con NBI), debemos hacer los máximos 
esfuerzos como sociedad para asegurar a cada una de esas nuevas personas 
los mejores cuidados y la mejor educación. De eso depende el futuro del país.
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Algunas iniciativas pueden ayudar a superar las restricciones de nuestra si-
tuación demográfica y problemática social con relación a los desafíos de un 
desarrollo sustentable, por ejemplo:

a. 	 Un acuerdo por la equidad deberá incluir, en primer lugar, un sistema de 
protección integral a la primera infancia que asegure, a cada uno de los 
48 000 niños que nace cada año en el país, las mejores posibilidades de 
desarrollo. La prioridad al desarrollo infantil temprano como principal 
objetivo de las políticas sociales futuras es fácilmente comprensible en 
términos éticos, pero además es absolutamente pertinente en términos 
estrictamente económicos. La inversión en esta etapa vital presenta, por 
lejos, retornos mucho más altos que las políticas enfocadas en cualquier 
otro tramo etario. No solo por el impacto inmediato y de mediano plazo 
que pueden tener sobre los niños, sino por las externalidades positivas y 
ahorros en intervenciones sociales, educativas y de seguridad pública que 
no serán necesarias si aseguramos las buenas condiciones de desarrollo 
en los primeros cinco años de vida a todos los uruguayos.

b. 	 En segundo lugar, un sistema nacional de cuidados, de modo de que el 
Estado comparta con las familias la responsabilidad por satisfacer las ne-
cesidades de atención y cuidado de las poblaciones dependientes (niños, 
adultos mayores y discapacitados) y que hoy solo pueden saciar los hogares 
de ingresos medios y altos. Teniendo en promedio más años de estudio que 
los hombres, y por lo tanto mayor capacitación, las mujeres tienen aún una 
incorporación parcial en el mercado de trabajo, lo que se debe en parte a 
la alta carga laboral —no remunerada— en el hogar. Con un servicio de 
cuidados se facilitará una mayor inserción de la mujer en el mercado de 
trabajo y a su doble realización familiar y profesional. Esto por una cuestión 
de derechos, de equidad respecto al universo masculino, y también porque 
la inserción laboral de la mujer, particularmente en los sectores más vulne-
rables, mejorará las chances económicas de los hogares más pobres. Pero 
por sobre todo es un tema clave para el desarrollo económico del país.

c. 	 También enfrentamos el desafío de equilibrar los esfuerzos fiscales diri-
giendo la protección social hacia los más jóvenes, para no reproducir el 
énfasis puesto hacia los adultos mayores y los trabajadores formales, que 
caracterizó el esquema de Estado de bienestar uruguayo. Este cambio que 
se propone requiere un compromiso de todo nuestro sistema político.

Un acuerdo nacional por la equidad debe contener una política inmigratoria 
que amortigüe nuestra estrechez demográfica. Pensemos que con una socie-
dad envejecida nuestro sistema de seguridad social solo será sostenible si lo-
gramos ampliar el número de personas en edad activa y aumentar su producti-
vidad. Debemos acompañar el actual flujo inmigratorio con una política liberal, 
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con incentivos orientados a los perfiles que son más necesarios para nuestra 
economía, facilitando los trámites de residencia y de ciudadanía legal, acom-
pañándolos en su inserción social, laboral, educativa, sanitaria. También es pre-
ciso trabajar en el plano cultural sobre ciertos prejuicios hacia los inmigrantes. 
Debemos rescatar la sociedad integradora y ser conscientes de que la primera 
beneficiada con la llegada de estos inmigrantes es nuestra sociedad. No está 
de más recordar cómo se conformó la sociedad uruguaya, con sucesivas olas 
inmigratorias.

Frente al problema de la migración interna (desplazamientos hacia el sur ur-
bano, vaciamiento del interior) creo que debemos aprovechar la gran movili-
zación que existe actualmente a nivel de expansión de la enseñanza terciaria 
en el interior (campus regionales de UTU, política de descentralización de la 
Universidad de la República y de centros privados y desarrollo de la Universi-
dad Tecnológica), ayudando a estas instituciones con un conjunto de medi-
das que permita la radicación de grupos de investigación de alta calidad en 
el interior y que facilite el traslado de los estudiantes a los lugares donde se 
ofrecen las nuevas carreras. Esto debe incluir incentivos salariales, dotación 
de infraestructura acorde para la enseñanza y la investigación, creación de 
hogares estudiantiles, arreglos del sistema de transporte interdepartamen-
tal, generación de nuevas oportunidades de recreación en el interior que 
aminoren la brecha en materia de esparcimiento y oferta cultural que existe 
respecto a Montevideo.

D. La cuestión de la seguridad y la convivencia
Está comprobado que los niveles de desigualdad y discriminación en una so-
ciedad inciden fuertemente en los de delincuencia y violencia. En nuestro 
país, a pesar de la mejora en los indicadores sociales, es evidente la persisten-
cia de una cultura construida sobre todo en los márgenes de la sociedad, que 
perpetúa la vulnerabilidad social y las dificultades para la vida comunitaria.

Asimismo debemos tener en cuenta que los problemas de convivencia van 
más allá de las situaciones socioeconómicas. La dinámica inmediatista de la 
sociedad actual, su individualismo y ansiedad consumista, así como el debi-
litamiento de los espacios físicos de encuentro y socialización, extienden la 
violencia a todos los estratos sociales. En la sociedad uruguaya hay violencia. 
No importa cuánto más o menos que otras. Sí importa tener claro que cuan-
do hablamos de violencia e inseguridad no nos referimos solo a los delitos 
contra la propiedad (robos, rapiñas, asaltos) porque las tres principales cau-
sas de muerte violenta en Uruguay son los accidentes de tránsito, los suici-
dios y la violencia familiar o doméstica, y permean a toda la sociedad.
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Tengo la convicción de que por esto mismo los problemas de seguridad y 
de criminalidad son multicausales y deben ser enfrentados desde todos sus 
ángulos. Más allá de los indicadores de delitos, el deterioro de la situación es 
palpable en la preocupación de los ciudadanos por el tema. Hoy la insegu-
ridad es el primer tema que preocupa a los uruguayos, según las encuestas. 
También ha sido el principal tema de debate en la agenda política y mediá-
tica. Lo que genera una doble inquietud. Por un lado, preocupa la falta de 
profundidad en el tratamiento del tema, así como el énfasis en lo punitivo. 
Por otro, creo fundamental que el temor y enojo no deben pesar en la ela-
boración de una respuesta al problema que requiere un abordaje integral y 
sistémico. Este puede incluir planes y políticas vinculadas a temas como el 
ejercicio de la autoridad, la convivencia, la normativa, los esfuerzos institu-
cionales, las acciones preventivas, como han sugerido algunos especialistas. 
También coincido en que la respuesta no puede ser reactiva, sino que debe 
apoyarse en un ejercicio de planificación estratégica, y una reflexión sobre la 
violencia en general y la criminalidad en particular que esté enmarcada con 
el enfoque de la inclusión social.

Creo que hay mucho margen para mejorar en materia de prevención de la 
criminalidad y de reinserción social de los privados de libertad. En sentido 
opuesto a lo que se espera de ellas, hasta hace poco las cárceles uruguayas, 
para mayores y menores, han reforzado sistemáticamente los problemas de 
vulnerabilidad y violencia de quienes son enviados a ellas. A nivel de mayo-
res, por ejemplo, recién en el período pasado, gracias a una fuerte inversión 
en infraestructura, se pudo controlar significativamente (aunque todavía no 
erradicar) el básico problema de la superpoblación. Todavía está todo por ha-
cer en generación de proyectos integrales de trabajo destinados a obtener 
actitudes positivas y capacidades necesarias para una reinserción en la socie-
dad. Asimismo las medidas alternativas a la privación de libertad, de eficacia 
probada para mejorar conductas de determinado tipo de ofensores, solo es-
tán siendo utilizadas en forma marginal.

Si bien no soy un especialista en estos temas, creo conveniente resaltar la 
importancia de las políticas de convivencia, y la promoción de valores y 
comportamientos que hagan énfasis en los derechos y deberes de todos los 
integrantes de la sociedad. Muchos estudiosos advierten sobre cómo la se-
gregación territorial que está sufriendo nuestra sociedad empeora las cosas, 
y cómo tenemos que trabajar para reforzar el papel integrador que históri-
camente han cumplido los centros educativos y espacios públicos como los 
parques y plazas deportivas, las ferias y ejes comerciales o las playas. En este 
sentido, incluso la planificación territorial y el diseño urbanístico deben utili-
zarse como herramientas para contribuir a la construcción de ciudades más 
integradoras y seguras.
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La experiencia internacional muestra que estas políticas de convivencia, cen-
tradas en la integración social y con impacto directo en la seguridad ciudada-
na también pueden tener variantes focalizadas y especializadas en territorios 
con alto porcentaje de población vulnerable. En Uruguay se ha desarrollado, 
entre 2012 y 2014 la iniciativa 7 Zonas que concibió el territorio como un 
factor clave de producción y reproducción de desigualdad y exclusión. Un 
programa de intervención urbano integral, con la presencia de programas 
sociales prioritarios, tanto estatales como de la sociedad civil, basado en la 
unidad territorial y focalizado en los sectores de extrema pobreza y vulnera-
bilidad parece ser la estrategia indicada. Esta experiencia merece ser analiza-
da y dar pie a nuevos proyectos en la misma línea. Es también necesario de-
finir claramente la gobernanza interinstitucional de esos proyectos y definir 
un presupuesto propio no dependiente de cada organismo.

Asimismo si bien hemos avanzado en la agenda de derechos, reconociendo 
la diversidad en los seres humanos, todavía nos falta trabajar aspectos cul-
turales que hacen a los prejuicios y los actos de discriminación. La apertura 
emocional y cultural al otro, que mencionamos como componente esencial 
en una política de inmigración, también debe ser construida para el vínculo 
entre los que ya viven en el país.

El tema de los valores es clave. Las sociedades modernas, urbanas, cosmo-
politas tienden a ser inestables emocionalmente. Tenemos que trabajar para 
bajar los niveles de crispación e inconformidad, y combatir las tendencias al 
individualismo, promoviendo valores como la solidaridad, la cooperación y 
la aceptación del otro. La equidad se vincula a la expansión de valores hu-
manistas en el marco de un espacio reglado. De esto hablamos también en 
nuestra propuesta de pacto por la educación, pero no hay que pedirle todo 
a la educación.

El aislamiento no puede ser la respuesta a los desafíos de un exterior que 
percibimos hostil. Nuestra modernidad creyó que era el encierro —de los de-
mentes, los delincuentes, los enfermos— la respuesta a las dificultades de in-
tegración social. Pero más que prepararlos para volver a la sociedad muchas 
veces se reforzaron las causas que llevaron al aislamiento. Con el autoencie-
rro pasa algo similar. No nos será más fácil lidiar con el otro si lo evitamos 
y nos encerramos en círculos comunitarios, educativos y laborales cada vez 
más homogéneos y endogámicos. Potenciar los espacios de encuentro social 
debería ser objeto también de nuevas políticas culturales, deportivas, recrea-
tivas, urbanísticas, y de vivienda.
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4. Acuerdo nacional por la calidad                   
de la democracia

Los uruguayos estamos orgullosos de la vinculación histórica que hemos 
mantenido con la democracia, aunque a veces tendemos a olvidar aquellos 
episodios en que las convicciones se debilitaron. Nuestro longevo y sólido 
sistema de partidos, las garantías electorales, la representación proporcional 
integral, los instrumentos de democracia directa y los mecanismos de copar-
ticipación social, hablan de fortalezas democráticas. De todos modos, es im-
portante no descansarse en los meritorios antecedentes, poniendo atención 
tanto a las debilidades propias como a los riesgos provenientes del mundo 
exterior, que pueden acechar a la democracia en el presente, y avanzar en la 
ampliación de espacios de derechos y libertades y en el desarrollo del poten-
cial de cada ciudadano.

La globalización ha puesto a nuestra democracia en contacto con las incerti-
dumbres que caracterizan al mundo actual, sometido en mayor medida a los 
aconteceres geopolíticos, a las debilidades de la gobernanza internacional, 
a peligros cada vez más cercanos, como el crimen organizado, el terrorismo, 
el cambio climático y los periódicos estallidos de costosas crisis financieras.

En lo interno debemos estar alerta frente a situaciones que puedan abrir 
paso a la corrupción y a la violencia, sea en su forma personal o institucional. 
Por otra parte, la inequidad y la exclusión, fruto a veces del egoísmo del lucro, 
minan la credibilidad en la democracia. También debemos prestar atención 
a otras fuentes de inestabilidad política, vinculadas a las diversas formas en 
que entendemos este sistema nacido en la Grecia clásica.

Para sostener y profundizar nuestra democracia, ampliando su base de sus-
tentación, es necesario abrir paso a una nueva ciudadanía, a las nuevas gene-
raciones que incorporan otros valores y prácticas. También es necesario que 
los partidos políticos revean dinámicas propias que afectan la eficiencia y la 
posibilidad de lograr políticas públicas de largo plazo.
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A. Un Estado orientador del desarrollo
Pero antes de llegar a estos puntos, quisiera decir que lo primero a dilucidar 
es la cuestión de qué Estado necesitamos. Hay que pensar en profundizar la 
transición de un Estado piloto de las crisis a un Estado para el desarrollo. En 
un mundo donde las tendencias a la desigualdad van a ir creciendo, el Esta-
do va a estar llamado a tener más responsabilidades. Necesitamos un Estado 
regulador, con instrumentos modernos de intervención, con medios para lle-
varnos hacia cada vez mayor equidad.

Eso exige rediseñarlo, poniendo en el centro la calidad, la eficiencia, el cum-
plimiento de las funciones que conduzcan a los resultados buscados; una 
administración basada en los méritos y cualidades. Un Estado potenciador 
más que controlador, aunque el control siempre haya sido una de sus debili-
dades. Para procesar estos cambios habría que definir una dirección clara de 
mediano plazo para la modernización del Estado y trabajar en conjunto para 
ir concretando las metas.

En cuanto a la ampliación de la democracia, creo que antes que nada hay 
que plantearse cambios culturales, que para ser profundos necesariamente 
serán lentos, junto con audaces propuestas institucionales que abran espa-
cios a los ciudadanos. Para no dejar lugar a la violencia o a la volatilidad de la 
política hay que crear espacios, sociales e institucionales, que faciliten el de-
sarrollo de diversos diálogos transversales. Instancias concretas para conver-
saciones específicas. Debe continuar incrementándose la participación social 
y profundizar los mecanismos democráticos donde ya existen. Sin olvidar a 
los uruguayos del exterior: somos el último país de la región que no facilita 
el voto de sus ciudadanos en el extranjero, dejando el ejercicio del voto en 
manos de la posibilidad de pagarse un pasaje.

Hay que revisar el concepto y la práctica de la representación, que es central 
en la teoría democrática. La representatividad no puede limitarse a cumplir 
con actos electorales periódicos, debe ser cercanía, respeto y colaboración 
con la ciudadanía. Si bien no es posible hoy recrear las condiciones del ágora 
en cuanto a participación, los avances tecnológicos pueden acercar el go-
bierno a cada ciudadano, si es que nos mantenemos firmes frente a la ten-
tación de manipular a una opinión interesada en los asuntos públicos. Para 
que una democracia funcione y dé respuestas a las expectativas mayoritarias 
debe existir una mediación entre el ciudadano y la política, entre opiniones 
y decisiones. El tercer nivel de gobierno y la mayor conciencia de la función 
que cumple la organización territorial van en ese camino.
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La discusión sobre el Estado, desde los descarnados consejos de Maquiavelo 
hasta el elevado espíritu de Montesquieu, pasando por Hobbes y Rousseau, 
Hegel y Weber, siempre ha tenido un contenido ético, porque se ha referido 
al equilibrio entre los derechos del ciudadano y los de la autoridad. Lope de 
Vega nos lo mostró brillantemente en su Fuenteovejuna.

Hay que buscar nuevos acercamientos entre la creatividad individual y la pre-
ocupación por el otro; conciliar la cultura de la competencia individual, tan 
encarnada en Occidente, con la recreación de valores solidarios, que apunten 
a las convergencias, a la reparación de inequidades, a la igualdad. No se trata 
de palabras y discursos, esta escala de valores puede perfectamente formar 
parte de un pacto social concreto, que se exprese en diversas iniciativas edu-
cativas, institucionales, legales y culturales.

B. La capacidad estatal es clave  
para alcanzar políticas públicas de largo plazo

La modernización del Estado es un aspecto central en cualquier estrategia 
de desarrollo, más en la que estamos sugiriendo. Si queremos que el futuro 
de nuestra economía no esté atado a los vaivenes internacionales y los pre-
cios de los commodities, si queremos avanzar en estadios mayores de calidad 
educativa y que todos los niños tengan realmente las mismas posibilidades 
de realización personal, necesitamos elaborar una estrategia integral de de-
sarrollo y ser capaces de planificar, gestionar, monitorear y evaluar las polí-
ticas públicas. Eso solo es posible si fortalecemos las capacidades estatales. 
Nuestros problemas para la gestión pública pueden comprometer cualquier 
estrategia de desarrollo.

Destaco una lista de aspectos a atender en esa transformación estatal.

a. 	Como ya lo pedía la CIDE hace cincuenta años, es necesario superar la debi-
lidad del centro estatal. La cuestión no pasa por retroceder en materia de 
coparticipación o en los márgenes de autonomía que existen en muchos 
organismos públicos. Estos aspectos hacen a la democracia, permiten me-
moria institucional, diálogo con la sociedad, y contribuyen a la proyección 
en el largo plazo. El desafío es superar la fragmentación. Dejar atrás este 
archipiélago institucional y alinear los esfuerzos. Hay que fortalecer la ca-
pacidad del centro estatal para que este sea el director de orquesta. Y eso 
supone avanzar en la concertación al interior del Estado. Son muchos los 
estudios que ponen a luz, en las más diversas esferas, los problemas para 
realizar un trabajo articulado, transversal y en red entre distintos actores 
públicos. A veces los escollos son tan grandes que se recurre a by pass, 
salteándose la estructura administrativa existente. Hemos llegado al pun-
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to donde debemos preguntarnos si vamos a seguir ese camino de atajos 
y parches, o si nos animaremos a algo más. Lo hecho en áreas como la 
energía (en materia de planificación del largo plazo y articulación entre 
actores, alineándolos en torno a objetivos y metas), nos muestra que el 
desafío es posible de solucionar.

b. 	Además de las dificultades de concertación al interior del Estado, el déficit 
de gobernanza tiene que ver también con las debilidades en materia de 
planificación, monitoreo y evaluación de las políticas públicas. El merca-
do y el devenir de la globalización, con sus periódicas crisis, nos arrastran 
al cortoplacismo. El Estado es el único que puede bocetar el largo pla-
zo —si dejamos de lado las grandes transnacionales que lo hacen siste-
máticamente— y para eso debemos fortalecer nuestras capacidades de 
planificación. En la última década han habido esfuerzos en ese sentido, y 
deben saludarse los anuncios del nuevo gobierno respecto a la OPP, que 
tienden a devolverle a su función original como organismo planificador y 
de estudios prospectivos como lo proponía la CIDE. Un desafío presente es 
vincular planificación y presupuesto, así como asegurar que lo planificado 
efectivamente se implemente.

c. 	 Se ha insistido en que un tema clave es la ausencia de una administración 
pública, estable, competente, seleccionada por méritos y bien incentivada, 
que constituya la columna vertebral de un Estado sólido y una gestión pú-
blica eficaz y eficiente. Es claro que las capacidades estatales pasan en gran 
medida por el tipo de personal que logramos reclutar, formar y retener. 
Todos queremos que los funcionarios públicos estén comprometidos con 
su trabajo y con el país y que estén decentemente remunerados. Que los 
intereses corporativos queden supeditados a los nacionales. Pero para eso 
tenemos que mejorar las perspectivas de carrera que les ofrece hoy el Es-
tado. No es un problema de personas, sino de culturas institucionales. Por 
eso hay que dar pasos firmes hacia una carrera administrativa meritocráti-
ca, en la que los funcionarios tengan verdaderos incentivos para mejorar 
su desempeño y sean evaluados y reconocidos según su rendimiento.

Necesitamos crear una masa crítica estatal abocada a las tareas de planifica-
ción, gestión y evaluación, no solo en la OPP sino en gran parte de los organis-
mos públicos. También debemos procurar tener verdaderos profesionales de 
la gestión, a quienes precisamos para poder conducir la compleja maquinaria 
administrativa y burocrática hacia el logro de las metas políticas que nuestros 
representantes fijan haciendo uso de nuestro voto de confianza.

Y aquí entramos en un viejo y nunca superado dilema: el que enfrenta a téc-
nicos y políticos. Por un lado los expertos, los que tienen el poder del conoci-
miento específico de la experticia administrativa, por otro los gobernantes, que 
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tienen el poder y la legitimidad de los votos. La solución no viene por el lado 
de subordinar la lógica política a criterios puramente técnicos; para obtener 
avances sostenibles y equilibrados hay que armonizar ambas racionalidades.

Una cosa que debe quedar clara en ese diferendo es que si pretendemos 
llegar a políticas de Estado, tener una administración pública preparada y 
alineada con el rumbo trazado es garantía de eficiencia en la implementa-
ción de las políticas y es condición necesaria para poder lograr acumulación 
institucional. Esto último es clave. Porque los políticos tendrán el poder que 
les dio el pueblo, pero ese poder expira a los cinco años. Los políticos se van, 
pero la administración pública queda.

Deberíamos poder alcanzar un «acuerdo de gestión» entre gobernantes y 
funcionarios públicos, donde los primeros confíen en los segundos, y estos 
actúen lealmente al servicio de los objetivos trazados por cada gobierno. 
Solo así se asegurará que las tareas planteadas se completen asegurando la 
continuidad de las políticas. Sin memoria institucional no hay aprendizaje y 
sí una maravillosa pérdida de tiempo y esfuerzos.

C. El Estado debe oir a la sociedad civil
Avanzar en materia de rendición de cuentas, transparencia y participación 
ciudadana deben ser otros aspectos a incluir en una transformación del Es-
tado. Las rendiciones de cuentas públicas y periódicas deben transformarse 
en una práctica reglada. Y deberían estar atadas a mecanismos eficientes de 
evaluación. Para dar cuenta de lo hecho y lo logrado necesitamos poder me-
dir los resultados de nuestros esfuerzos y cómo estos se acercaron o no a las 
metas trazadas.

La transparencia debe permear todas las actividades públicas o privadas, 
los debates, las leyes, porque donde ella falta se facilitan las diversas formas 
de corrupción, el clientelismo, el amiguismo, el nepotismo. Esto es un de-
safío para los gobernantes, quienes deben aceptar que el relato de su ges-
tión debe estar compuesto por indicadores de resultados que emerjan de 
los compromisos antes asumidos. Nada de esto es fácil, pero la difusión de 
los resultados de las políticas deja enseñanzas, permite rectificar el rumbo, y 
avanzar en estadios superiores de democracia.

Desde la escuela hay que preparar para una participación informada y cons-
ciente, para negociar y tomar decisiones, creando instancias que vayan for-
jando a ese ciudadano del futuro, en la adquisición de valores y sobre todo en 
el compromiso con su defensa. Hay que escuchar a la gente, incorporar sus 
necesidades en los objetivos de la planificación pública de corto, mediano 
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y largo plazo. Luego deberíamos fortalecer y perfeccionar la democracia en 
instituciones intermedias, como los partidos, el sistema electoral, los órganos 
de representación, las organizaciones de la sociedad civil.

En este último lustro algunos mecanismos de consulta ciudadana y de co-
participación han sido cuestionados, en la enseñanza y en la salud, en tan-
to otros han sido aceptados, como el Instituto Nacional de Investigaciones 
Agropecuarias (INIA) y el Banco de Previsión Social (BPS). Hay esfuerzos re-
cientes, como los consejos sectoriales que creó la Dirección de Industria para 
discutir una política de mediano y largo plazo junto a los actores, que me in-
clino a acompañar y replicar. Así como la administración estatal competente 
y comprometida con el país es clave, la participación de los actores sociales 
es imprescindible para trascender las tentaciones del «borrón y cuenta nue-
va» que se producen con cada cambio de gobierno.

La mejora del Estado requiere un compromiso de los actores. Los propios 
gobernantes son los primeros que deben comprometerse con una transfor-
mación que inevitablemente afectará las reglas del juego. Los especialistas 
en el tema consideran que esto es muy difícil —porque modificar aspectos 
como la carrera administrativa o la estructura de puestos de trabajo en el Es-
tado afecta intereses generados— pero no es imposible. Recortar al máximo 
prácticas como el clientelismo o la de querer colocar la mayor cantidad de 
cuadros partidarios en los organismos del Estado, corriendo a los que esta-
ban antes, más allá de sus competencias en las áreas asignadas, requiere de 
un gran gesto de nuestra clase política. No se trata de eliminar los cargos 
de confianza, sino de acotarlos a niveles más restringidos. En el marco de 
esta democracia representativa, los políticos son los que definen el rumbo 
del país, y tienen que poder manejar los hilos necesarios para direccionarlo 
en la orientación correcta. Pero el país tiene un gran déficit en la gestión, y en 
parte es responsabilidad de nuestros gobernantes. La mejora de la gestión 
no es una cuestión tecnocrática, es poner al ciudadano en el centro.

También es necesario que los partidos piensen en cambiar otros aspectos 
que afectan la eficiencia del Estado y la posibilidad de lograr políticas de lar-
go plazo. Esto involucra aspectos como la preparación de sus cuadros para 
las responsabilidades públicas que luego van a asumir, y la forma en que es 
entendida la presencia en el gobierno y en la oposición.

Por su parte, los funcionarios deberían poder desprenderse de una cultura 
burocrática muy acentuada de rechazo a la evaluación y las lógicas merito-
cráticas.
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D. La transformación del Estado con realismo y optimismo
La transformación del Estado es un tema complejo, en el que es tan impor-
tante saber qué hacer, como tener la llave de cómo hacerlo. Otro punto es la 
diferencia entre teoría y práctica, la teoría puede estar bien pero hay que ver 
qué pasa en la implementación, cuánto compromiso hay para concretar. Es 
claro que anunciar una reforma del Estado da réditos políticos, pero realizarla 
tiene muchos costos.

Creo que en este tema, como en tantos otros, debemos tomar distancia tanto 
de la flagelación como de la autocomplacencia. Hay ejemplos de progreso 
que importa destacar porque implica que hemos empezado a transitar el ca-
mino. Se han hecho reformas en las empresas públicas, en la Dirección Ge-
neral Impositiva (DGI), en el BPS, en el Banco Central, en la Administración de 
Aduanas. Paralelamente, es cierto que mucho se ha hablado de la «madre de 
todas las reformas», pero los avances han sido fragmentados y muchas veces, 
simplemente tímidos.

Empezar por una pieza para luego seguir con otra puede ser una solución 
viable, siempre que se mantenga una mirada sistémica y no se caiga en la 
tentación de reformar lo fácil y dejar para nunca lo difícil.

Creo que la reforma del Estado solo es realizable a través de ajustes incre-
mentales que estén concebidos desde la economía política de lo posible. Ver 
qué es lo deseable y qué es lo posible, dos mundos que no siempre coinci-
den, porque las resistencias son fenomenales.

Podríamos empezar por un área sensible para el futuro del país: la educación. 
En el pacto por la educación que proponemos, enumeramos una serie de 
transformaciones que no pasan por lo curricular ni por lo pedagógico, sino 
por atender el déficit de capacidades estatales, los problemas de gestión y 
los desafíos en materia administrativa que enfrenta el principal organismo 
público de la enseñanza.
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5. Acuerdo nacional por una política
      exterior de Estado

Consensuar un acuerdo nacional para orientar la política exterior me parece 
una tarea fundamental. El país lo ensayó con el advenimiento de la democra-
cia en 1985 y se constituyó en un instrumento importante para recomponer 
el prestigio y el respeto de Uruguay en el mundo y especialmente en América 
Latina.

Una política exterior de Estado implica contar con el máximo apoyo de todas 
las fuerzas políticas, para lo cual una información permanente y actualizada 
de los temas centrales de las relaciones internacionales es una condición ne-
cesaria.

Para lograrlo, debemos referirnos a tres aspectos de las relaciones internacio-
nales en este momento especial que vive el mundo:

a. reconocer los profundos cambios que están operando en las relaciones    
políticas y económicas internacionales;

b. diseñar los grandes objetivos de una política exterior de Estado en las 
presentes circunstancias;

c. identificar los principales instrumentos de la gestión de las relaciones 
internacionales para alcanzar esos objetivos.

A. Los nuevos frentes de las relaciones internacionales
Las relaciones internacionales, tanto en lo político como en lo económico 
atraviesan un momento de confusión, grandes riesgos y poca capacidad de 
gestión por parte de la comunidad internacional.

En lo político, en 1945 con la creación de la ONU, se pensó que la concentra-
ción del uso de la fuerza en el Consejo de Seguridad era el mejor instrumento 
para asegurar un uso racional y consensuado cuando las circunstancias lo re-
clamaran y el Consejo lo aprobara. Hoy es una meta casi imposible de alcan-
zar. Se ha deteriorado la autoridad de las Naciones Unidas y del Consejo en 
particular. Eso hace que prácticamente se vea un mundo donde nadie está al 
mando en lo político y proliferen acciones unilaterales sin que haya capacidad 
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de control o disuasión. Las medidas o sanciones económicas aunque tienen 
su impacto, operan negativamente tanto en los sancionados como en quie-
nes sancionan y no llegan generalmente a ningún puerto. El reciente acuer-
do con Irán podría ser una excepción. Luego de la segunda guerra mundial 
los Estados Unidos asumieron unilateralmente un rol de potencia gendarme, 
hoy estamos observando una retracción de esa actitud, lo que se suma al 
particular deterioro de las instituciones encargadas de aplicar la ley interna-
cional, ampliando las posibilidades de desestabilización. Las situaciones en 
la frontera de Europa con Ucrania o en el Mar de la China son ejemplos de lo 
que queremos decir.

Se han acelerado además conflictos provenientes de enfrentamientos reli-
giosos, raciales o de nacionalidades. Estos conflictos son alentados desde 
distintas tiendas provocando miles de víctimas y una expansión del terroris-
mo internacional que genera fobias y temores desestabilizadores en varios 
puntos del planeta. Estos fenómenos son muy difíciles de combatir por la 
naturaleza que revisten y las formas de lucha que adoptan. Las dramáticas 
situaciones en Medio Oriente y en el norte de Africa son una prueba de lo 
que estamos afirmando.

En el campo económico enfrentamos una gran redistribución del poder 
mundial del Occidente hacia el Oriente y el Sur. Esa nueva estructura del po-
der económico mundial no está reflejada en el diseño de las instituciones 
que fueron creadas al fin de la segunda guerra mundial. Además, fenómenos 
financieros nuevos, derivados de la globalización financiera, han creado nue-
vos elementos desestabilizadores como los que vimos en la crisis 2007-2008 
aún no superados.

El mundo financiero no regulado, en la sombra, se ha constituido en un peli-
groso factor de desestabilización económica cuando se pone al servicio de la 
especulación o la corrupción.

Estos fenómenos están provocando un avance de las tendencias a la frag-
mentación económica en el campo comercial mediante la creación de agru-
paciones económicas, zonas de libre comercio que incluyen disposiciones en 
materia de inversiones, de tecnologías y otros frentes. Esto lo estamos viendo 
de forma especial con el Tratado del Pacífico que comprende a doce naciones 
que representan el 70% del PBI mundial y 30% del comercio. Hay además 
cientos de acuerdos comerciales de todo tipo en vigor y otros tantos se es-
tán negociando, con lo cual se pone una lápida al objetivo que tenazmente 
se buscó con la Organización Mundial del Comercio. Estamos viviendo una 
organización del comercio basada en bloques, que deberán ensayar nuevas 
formas de cooperación para evitar confrontaciones costosísimas que bien co-
nocemos, si recordamos un poco la historia.
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Otro fenómeno que importa destacar es el cambio estructural profundo que 
está ocurriendo en las corrientes tradicionales de comercio. Ya no se trata de 
la exportación de productos terminados, sino de parte de productos que son 
ensamblados en cadenas de empresas, cada una de las cuales agrega valor 
para el bien final. Se estima que en la actualidad, más del 60% del comercio 
son bienes intermedios y el 80% de las transacciones son contratadas directa 
o indirectamente por grandes corporaciones. Este cambio fundamental en la 
estructura del comercio es un hecho que debe centrar la especial atención de 
los países de América Latina.

Por último, importa destacar como se han deteriorado las aspiraciones para 
una creciente expansión de los esfuerzos de la integración regional. Las cifras 
del comercio entre países de la región no llegan al 20% después de más de 
seis décadas de experiencias de integración. Con la salvedad de Centroaméri-
ca y el CARICOM, que ha seguido fiel a los compromisos de medio siglo, en los 
demás esquemas se perciben frustraciones que generan reacciones adversas 
de parte de los agentes económicos y de la opinión pública en general, frente 
a estas iniciativas que fueron asumidas con tanta esperanza para nuestros 
países en los momentos de su gestación. El caso del Mercosur es uno de los 
ejemplos más destacados de ese sentimiento de frustración que deteriora la 
confianza y la capacidad de los gobiernos para encarar el problema vigori-
zando los compromisos y flexibilizándolos cuando no pueden ser cumplidos.

B. Los grandes objetivos de la política exterior
a.	 Un primer objetivo es diversificar nuestro perfil exportador. Un país de 

la dimensión y demografía que tiene el nuestro debe reconocer la nece-
sidad de tener una política activa de intercambio, comercio, inversiones 
extranjeras e importación de tecnologías necesarias para asegurar el 
crecimiento interno. Tiene que haber cambios fundamentales en la es-
tructura y políticas económicas nacionales para dar base a este objetivo. 
Los análisis del libro Uruguay+25 resumidos en estas Reflexiones aportan 
elementos para las implicaciones de este objetivo en materia de educa-
ción, formación de personal, tecnologías y en general elevación de la pro-
ductividad de nuestra economía para poder competir en los mercados 
internacionales. Se ha logrado mucho en los últimos años. No es poco 
poder exportar a 150 países nuestros productos cárnicos aunque sigue 
la concentración en dos o tres mercados dominantes. Pero el mundo del 
futuro es mucho más competitivo aún por el ingreso de productos al mer-
cado con costos menores y nuevos productos, a los que se le agregan los 
acuerdos preferenciales que, como hemos dicho, tienden a fragmentar 
el mercado internacional. Desconocer esa realidad es ignorar uno de los 
aspectos más relevantes de la coyuntura en que debemos competir.
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b. 	 La cooperación subregional debe ser un objetivo fundamental de nuestra 
política exterior. Estamos en el medio de dos grandes países que generan 
casi el 50% del producto bruto de la región y además tenemos fronteras 
terrestres o fluviales con las áreas más dinámicas de esos países. Descui-
dar estas evidencias sería una grave omisión. Por eso sigo creyendo que 
no podemos dejar de pertenecer al Mercosur aún cuando hoy vemos las 
limitaciones y frustraciones de su mal funcionamiento. La meta debiera 
ser flexibilizar sus compromisos, muchos de los cuales tendrían que haber 
sido objetivos finales y no iniciales como es el caso de la tarifa externa co-
mún. Esa política de flexibilización debiera permitir que los países puedan 
concretar asociaciones con otros países con las debidas reglamentacio-
nes que preserven los objetivos fundamentales del Mercosur. 

	 En forma especial debieramos presentar ante el Mercosur propuestas de 
acuerdo de áreas de cooperación en algunos sectores tales como:

1. un plan logístico para toda la subregión en el área de transportes y 
comunicaciones;

2. la continuación y la profundización de la integración energética;
3. la intensificación de la cooperación entre las instituciones de investi-

gación, especialmente apuntando al desarrollo de nuevas tecnologías.

c.	 Precisamos llevar dentro del Mercosur el debate acerca de cómo facilitar 
con medidas de estímulo adecuadas, la formación de empresas multina-
cionales dentro del área. Las inversiones que ya están teniendo lugar de 
parte de los países vecinos en nuestro país y la participación de algunas 
de nuestras empresas en los insumos de empresas industriales de nues-
tros socios del mercado común, me llevan al convencimiento que la la-
bor de empresas conjuntas es uno de los grandes objetivos a perseguir 
a través de iniciativas llevadas al seno del Mercosur. La misma iniciativa 
puede operar con otros países de la región latinoamericana así como con 
empresas europeas, en especial de España y Portugal.

d. 	 En el plano regional Uruguay debe asumir un rol activo y creativo. El país 
forma parte de una red nueva de organizaciones regionales. Debemos 
ayudar a vencer la tendencia a la retórica y la falta de autocrítica, man-
teniendo a la región comprometida con el progreso económico y social 
de sus pueblos, participando en la coordinación de los esfuerzos econó-
micos de integración y en las relaciones de América Latina con Estados 
Unidos, Europa, Asia, Africa.

e.	 En el plano global debemos participar en las negociaciones que rediseñen 
los organismos económicos y políticos hoy debilitados por los cambios 
de estructuras de poder en el mundo. Debemos, como siempre hemos 
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hecho, apoyar la ley internacional, la paz, el respeto de los derechos hu-
manos, la no injerencia en los asuntos internos de los países y el respeto 
de la soberanía. Las pequeñas y medianas naciones a través del diálogo, 
la concertación y la participación activa pueden pesar en la búsqueda de 
soluciones creativas que de otra manera quedarían en manos de los gran-
des países.

C. Los instrumentos de una política exterior de Estado 
a.	 Como ya hemos dicho, un instrumento fundamental lo constituye la in-

formación y participación de todos los sectores políticos en la discusión 
de los grandes problemas de nuestras relaciones externas, tanto en lo po-
lítico como lo económico. Un embajador permanente en el Parlamento, 
que asista a las Comisiones de Relaciones Exteriores y los contactos re-
gulares del Canciller con los líderes parlamentarios, evitan desencuentros 
públicos sobre temas delicados, que pueden llevar a dañar la eficacia de 
nuestra política exterior. 

b.	 Un segundo instrumento, de esencial importancia, es el grado de excelen-
cia en la formación de los funcionarios a todos los niveles, acompañado 
de una formación permanente que permita enfrentar las complejidades 
del mundo en que nos toca actuar. No se trata solamente de tener todo el 
personal necesario sino de tener el mejor personal. Para un pequeño país, 
la capacidad de anticipación y la adecuada participación son estratégicas 
y éstas dependen de la calidad en la preparación profesional. En ese sen-
tido el Instituto Artigas tiene una gran responsabilidad de llevar adelante 
la formación y actualización. Los grandes avances que realizara el embaja-
dor Felipe Paolillo deben ser mantenidos y mejorados. Creo, además, que 
los embajadores retirados podrían prestar asistencia, acompañando con 
su experiencia a los trabajos de Cancillería. 

c.	 La dimensión del país no facilita tomar posiciones de liderazgo en los 
grandes debates de los organismos mundiales o regionales, pero puede 
influir sumándose con iniciativas propias a la acción colectiva de la re-
gión. La experiencia demuestra que, a pesar del tamaño, Uruguay ha po-
dido tener una posición relevante y destacada en distintas organizacio-
nes mundiales y regionales como se recuerda en el capítulo precedente. 
Hubo destacadas personalidades como Jiménez de Aréchaga, Velázquez, 
Rodríguez Fabregat, Yriart, Opperti en Naciones Unidas, Gros Espiell, Mora 
Otero en las instituciones latinoamericanas, Lacarte Muró, Carlos Pérez 
del Castillo en las instituciones internacionales de comercio. La historia de 
estas personas, y la de muchos otros distinguidos embajadores, imposible 
de enumerar en estas páginas, pone de relieve que, a pesar de su tamaño, 
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el país ha ganado una posición de respeto y prestigio que fue alimenta-
da por su organización social y política y por hombres que desarrollaron 
iniciativas y abrieron espacios a los avances de las organizaciones interna-
cionales.

d.	 En el plano regional, es bueno recordar que la primera gran organiza-
ción regional de integración, la ALALC, nació en Montevideo, donde figu-
ras como el embajador Gustavo Magariños tuvieron un papel inspirador 
y predominante. La creación de CELAC ha sido un paso histórico para for-
talecer la unidad de América Latina y el Caribe en el mundo que nos toca 
vivir. Como hemos dicho más arriba, debemos ser activos y creativos 
participando en el fortalecimiento de los organismos de interrelación 
regionales.



Parte IV

Llamado por la cultura
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Llamado por la cultura

El punto de partida, cuando trabajamos por el desarrollo humano, es la satis-
facción de las necesidades básicas, la eliminación de la pobreza, la mejora de 
la calidad de vida. Pero ¿existe un punto de llegada? ¿Podremos decir un día 
«estamos desarrollados, somos desarrollados»? Mi respuesta es no. Creo que 
no hay un límite superior para el desarrollo humano. Una vez satisfechas las 
necesidades elementales surgen otras y otras más que nos harán seguir bus-
cando respuestas y soluciones para acercarnos a la idea que nos hacemos del 
bienestar, de la posibilidad de expresar todo nuestro potencial, de sentirnos 
más vivos, más unidos a la vida y a la sociedad.

Para la cultura hay también un punto de partida y no hay una meta final. 
Siempre se podrán inventar nuevas maneras de decir las cosas, formas di-
ferentes de ver el mundo, medios originales para tocar la profundidad de 
cada uno y para vivir y comunicar con los demás. El punto de partida está 
en la posibilidad de acceder a nosotros mismos, de saber quiénes somos, de 
comprender qué es para cada uno el bienestar al que aspira. La base cultural 
la adquirimos de todo lo que nos rodea. Nuestra cultura básica está consti-
tuida por la impronta que recibimos desde el momento en que nacemos, en 
cómo somos tratados, cuidados, exigidos, integrados al medio, en cómo se 
nos explica el mundo. Todos tenemos una cultura de la cual somos en mayor 
o menor medida conscientes y todos tenemos la posibilidad de profundizar-
la, desarrollarla y hacerla más consciente.

Creo que vivimos momentos especiales. Hasta hace muy poco, el crecimien-
to cultural se daba en círculos concéntricos. El origen estaba en la familia y 
el territorio, todo empezaba en la inmediatez y luego la vida nos llevaba a 
conocer a otros y a ir más lejos ampliando nuestra experiencia y, en la me-
dida en que nos conocíamos mejor, a explorar y conocer más, acrecentando 
nuestro espacio exterior e interior. Hoy hay muchos atajos, fracturas y saltos. 
Tenemos más que nunca la posibilidad de abstraernos de lo que nos rodea y 
conectarnos a círculos lejanos, a explorar códigos nuevos, a ampliar el espa-
cio virtual de nuestros intercambios. Como tantas otras cosas, esto tiene sus 
potenciales beneficios y peligros. Los beneficios son infinitos si tenemos la 
lucidez de aprovecharlos bien. La clave para sortear los aspectos negativos 
de este cortocircuito hacia al mundo está en la solidez de la cultura indivi-
dual. En la medida en que una persona sienta cierta seguridad en sí misma 
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y tenga referencias frente a la vida que le resulten satisfactorias puede inter-
cambiar con mayor fluidez y apertura de espíritu con los demás. En la génesis 
del fanatismo y la intolerancia está la inseguridad y la incertidumbre, males 
de todas las épocas, exacerbados en nuestros tiempos. Cuanto más caótico 
parece el mundo más se encierran los débiles en sus creencias y más buscan 
explicaciones simplistas y totalizadoras.

Todos los humanos tenemos las mismas emociones, pero las vivimos y expre-
samos según nuestra cultura. La sociedad uruguaya está y estará creciente-
mente expuesta a otras culturas. Prestemos atención al riquísimo potencial 
de nuestro mestizaje americano, nutrido de culturas y sabiduría indígenas, 
africanas y europeas porque nuestros destinos están fuertemente ligados, y 
tengamos claro que es necesario que los que nos une como uruguayos sea 
vigoroso y vivaz para que dialoguemos, compartamos y respetemos a otros 
con serenidad, curiosidad por aprender y generosidad para compartir. Esto es 
necesario también para que los proyectos de desarrollo y las ambiciones para 
nuestro país sean comprendidas y compartidas ampliamente. Integrados a 
nuestras expresiones culturales están nuestros valores como civilización. Va-
lores que no son absolutos ni son eternos, ni siquiera creo que tengan una 
validez única y universal, pero nos definen y son nuestro cimiento. Debemos 
comprenderlos, debatirlos, estudiarlos, mejorarlos y compartirlos, hacer-
los más visibles en la práctica de nuestra vida cotidiana y en cada acto de 
creación. Un Uruguay con una cultura más viva y valores compartidos es un 
Uruguay más fuerte y más capaz de integrarse fructíferamente a un mundo 
complejo, que se está reorganizando por caminos que aún no sabemos bien 
hacia dónde conducen.

Mi convicción y mi esperanza están en la capacidad de nuestra sociedad de 
multiplicar las expresiones de nuestra cultura, y por eso hago este llamado 
a abrir los espacios de libertad y de creatividad, estimular la imaginación y 
la audacia y cuidar preciosamente nuestro patrimonio y nuestra memoria, 
respetando las diferencias.



Parte V

¿Y si miramos más lejos...?
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¿Y si miramos más lejos?

El 24 de julio de 2014 presentábamos en el Aula Magna de la Facultad de 
Ciencias Económicas el libro Uruguay+25. Documentos de Investigación. En la 
primera fila tuvimos el honor de contar con la presencia del Presidente Muji-
ca, algunos de sus ministros y el Prosecretario. Cuando mencioné el título de 
la obra, el Presidente se dirigió a la persona que tenía a su lado y comentó: 
«en veinticinco años no estamos ninguno de nosotros» y nos sonrió con com-
plicidad. 

Efectivamente, el intento de mirar al país pensando en políticas de Estado no 
se detiene en nosotros y los estudios en que nos basamos, muchos elabo-
rados por economistas, sociólogos y expertos jóvenes se proyectan lo más 
posible en el futuro. ¿Qué certezas podemos tener para un futuro más leja-
no? La que afirmó Mujica, ciertamente, y por lo tanto que van a ser jóvenes 
o niños de hoy los que tendrán que enfrentarse con los desafíos de mañana, 
que les toque gobernar, hacer políticas públicas. Confío en que podrán en-
contrar utilidad en la perspectiva histórica de nuestro país y en la experiencia 
de quienes les precedieron. «Más sabe el diablo por viejo que por diablo», 
dice el dicho popular. 

Pero es cierto también que los avances no son solo fruto de la acumulación y 
la continuidad, también pueden serlo de las rupturas. Dependerán sus logros 
de la educación, la audacia y la madurez de estas nuevas generaciones, de su 
buen conocimiento de la realidad sobre la cual trabajen y de su lucidez para 
aprender de los éxitos y los errores de los demás. 

Tengo la esperanza que quienes vengan conserven y profundicen los valo-
res de solidaridad y amor a la libertad que marcan nuestra historia. Llevar 
adelante una sociedad no es solo administrarla con sabiduría y prudencia, 
es también animarla a objetivos mayores, a aspiraciones que den más valor y 
sentido a la vida de sus ciudadanos.

Es fundamentalmente, pues, para ellos que están dirigidas estas Reflexiones, 
así como la propuesta de acuerdos nacionales que debieran adoptarse rápi-
damente, que tienen como meta dejar la casa en orden y desarrollar nuestro 
potencial, pero que rendirán sus mejores frutos con el tiempo.

A lo largo de esta obra hemos destacado los logros políticos, económicos y 
sociales de este país, los de décadas anteriores y los más recientes, en buena 
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parte asentados en la calidad de las políticas macroeconómicas y los impul-
sos inéditos derivados del ingreso de China al mercado con gran poder com-
prador de materias primas. En la medida que se fue ganando en áreas como 
el control de la inflación, los niveles de empleo, la estabilidad de los balances 
fiscales, se ha creado confianza en la economía, con aumento de las inversio-
nes productivas, logrado el grado de inversión en los mercados financieros 
internacionales, lo que implica una reducción del interés que pagamos por 
la deuda externa.

En lo social se ha reducido la tasa de pobreza al 12% y la indigencia parece no 
superar el 1%. La capas de población que han accedido a mejores niveles de 
consumo se han ampliado y consolidado. La protección social llega a más del 
90% de los ciudadanos y el salario real ha aumentado considerablemente así 
como la remuneración de los pensionados. Como consecuencia, el nivel de 
ingreso en términos reales de los hogares ha aumentado en los últimos años 
en más del 40%.

Pero esta visión optimista se modera cuando contemplamos los problemas 
pendientes, especialmente en el campo de la calidad del crecimiento y la sus-
tentabilidad y ampliación de los beneficios sociales. Persisten grandes des-
igualdades, bolsones de pobreza aguda donde se concentra la exclusión del 
desempleo y se nutren los focos de violencia. 

El primer desafío que debemos enfrentar, como hemos dicho, lo constituye la 
evolución de la coyuntura fuertemente condicionada por la situación inter-
nacional, en especial la caída de los precios de las materias primas, la posible 
retracción de los flujos de inversión o la salida de los capitales atraídos por 
las tasas de interés de los Estados Unidos. Todo lo cual anticipa una etapa de 
bajo crecimiento que se extenderá a toda la América Latina.

El desafío de la coyuntura internacional nos expone a dos grandes frentes de 
la acción política: evitar que tengamos un retroceso de las conquistas alcan-
zadas en estos últimos años y en segundo lugar que se mantenga un clima 
de estabilidad y confianza que permita negociar los grandes acuerdos que se 
han privilegiado en estas Reflexiones.

 Para hacer frente a esta coyuntura se requiere administrar todas las variables 
en juego, con una gran prudencia de las políticas cambiarias y monetarias 
y sobre todo con el contralor del déficit fiscal. Creo que el país cuenta con 
reservas internacionales y con abundantes experiencias para gestionar la si-
tuación. Junto a ello es fundamental el fortalecimiento del diálogo a partir 
de explicar a la opinión pública y a sus grandes actores, empresarios y traba-
jadores, las complejidades del momento y obtener la máxima cooperación 
de todos ellos, Estado, empresa privada y los sectores sociales. Ya ha pasado 
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antes y por eso somos optimistas ahora, cuando hay momentos difíciles la 
clase política, el movimiento sindical y el pueblo responden como lo hacen 
la gente cuando se pone la celeste para apoyar a la selección en los partidos 
importantes. Hay un solo Uruguay.

Con respecto a la situación internacional, estamos en un mundo lleno de 
sorpresas, con baja previsibilidad y con cambios estructurales históricos. Me 
estoy refiriendo en primer lugar a los cambios que se están operando en los 
paradigmas económicos a partir de la revolución tecnológica y del surgi-
miento de vigorosas y crecientes capas de población con mayor capacidad 
de consumo que reclaman una mejor calidad de los servicios públicos y una 
mayor participación en las decisiones de gobiernos y empresas.

Se están dando cambios en los grandes actores del mundo actual. En particu-
lar en China, nuestro principal comprador de materias primas, que atraviesa 
una reducción importante de su tasa de crecimiento debido al cambio de 
modelo de desarrollo más volcado al desarrollo interno que a la inserción 
internacional. La Unión Europea está sometida a fuertes tensiones derivadas 
de los efectos de las crisis financiera de los años 2007 y 2008 y a la situación 
de la crisis griega lejos de estar resuelta.

Japón está luchando por salir del estancamiento de dos décadas. África sien-
te los mismos efectos que América Latina. Se sostienen a buen nivel otros 
países asiáticos como India. Pero el panorama internacional sigue siendo 
confuso y aún cuando el mercado ya lo ha descontado tendrá efecto sobre el 
mismo el aumento de la tasa de interés de los Estados Unidos.

Estos elementos ponen de relieve los cambios del poder económico en el 
mundo y la necesidad de diseñar un nuevo esquema de funcionamiento de 
la economía mundial. Desafortunadamente las grandes potencias están sa-
liendo de las aproximaciones multilaterales a las que todos apostamos en su 
momento, para pasar a aproximaciones fragmentarias como lo suponen los 
megatratados del Pacífico y del Atlántico Norte además de las que ya existen 
en Asia.

Por estas y tantas otras razones que muestran un cambio de época a nivel 
mundial, es muy difícil mirar muy lejos y prever a largo plazo. Sin embargo, 
hay factores fundamentales que perduran en el tiempo y que de una u otra 
forma hemos evocado en estas Reflexiones, en ellos debemos apoyarnos para 
tener las mejores opciones en los tiempos por venir. 

Estos factores son básicamente la calidad de la educación de nuestro pueblo, 
la solidez de valores compartidos, una fuerte identidad cultural inclusiva que 
se consiguen con una democracia vivaz y evolutiva, una presencia interna-
cional solidaria, respetable y con iniciativa. Probablemente una gestión eco-
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nómica juiciosa pero capaz de darle espacio al cambio, acompañada de una 
visión política audaz sea una fórmula ganadora para un país como el nuestro. 

No podemos vaticinar el futuro. Podemos en cambio imaginar el país que 
queremos, proponernos metas, preparar a nuestra gente para estar en me-
jores condiciones para adaptarse y aprovechar las oportunidades que surjan. 
Podemos profundizar lo que tenemos de mejor y superar lo que arrastramos 
como peso. Sea lo que sea que el tiempo nos depare, será mejor si sabemos 
qué queremos y estamos prontos para hacerlo.
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El recuerdo de la gran aventura colectiva 
que fue la Comisión de Inversiones y 
Desarrollo Económico (CIDE) —que produjo 
el primer plan nacional de desarrollo 
económico y social hace ya cincuenta años— 
y que tuve el honor de dirigir técnicamente, 
nos motivó a proyectar un ejercicio de 
pensamiento del futuro del país que hemos 
denominado Reflexiones.

Esta obra es la continuación de aquel 
esfuerzo, sumando mis propias experiencias 
personales, de medio siglo trabajando 
en Uruguay y en el exterior, al trabajo 
previo de un centenar de especialistas y al 
diálogo que hemos mantenido con núcleos 
representativos del pensamiento nacional en 
algunos de los temas económicos y sociales. 

Este conjunto de consideraciones personales son además el producto de un 
diálogo intenso con Leo Harari y Mario Mazzeo, quienes fueron parte del equipo 
que coordinó el Proyecto «Uruguay+25».

Aunque estas reflexiones dejan mucho por tratar, aspiro a que abran espacios 
para continuar pensando. Si al menos contribuyeran para que la sociedad política 
pusiera la atención en los cincos grandes acuerdos nacionales que proponemos en 
la tercera parte del libro, creo que se habría hecho una contribución para el futuro 
de nuestra sociedad, nuestra democracia y nuestro progreso económico y social.

Lo hago como un aporte sin banderas, motivado por el agradecimiento 
que siento hacia esta sociedad que me permitió tener una vida plena y rica de 
oportunidades, con la esperanza de hacer una modesta contribución al debate 
nacional para el Uruguay que se construye hoy pensando en las generaciones 
venideras.

Enrique V. Iglesias
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REFLEXIONES
Enrique V. Iglesias

con la colaboración del
Proyecto Uruguay+25

La Fundación Astur fue creada a mediados de 
2009. Su nombre resume de cierta manera las 
dos patrias, Asturias y Uruguay, de quien la 
ha constituido y es su presidente, Enrique V. 
Iglesias. 

La Fundación tiene dos ejes de acción:  

1. El desarrollo de actividades dedicadas 
a atender a sectores vulnerables de la 
población.

Para cumplir ese objetivo trabaja en la mejora 
de las condiciones de vida y de cuidados de 
los adultos mayores. La fundación participa 
en la elaboración de proyectos y gestiona 
recursos para financiarlos, privilegiando 
la asociación con instituciones públicas 
nacionales o locales y otras organizaciones 
de la sociedad civil.

 2. La divulgación de conocimientos en temas 
clave del debate contemporáneo. 

Para cumplir con ese objetivo ha organizado 
el ciclo de conferencias «Pensando el Futuro», 
la publicación Cuadernos de Astur, talleres y 
encuentros, promoviendo el diálogo social y 
en particular el Proyecto «Uruguay+25» que 
es un esfuerzo colectivo bajo la dirección 
de Leo Harari. Este proyecto ha movilizado 
a decenas de investigadores, especialistas y 
representantes políticos y de la sociedad civil, 
cuyos resultados dieron lugar a la publicación 
del libro Uruguay+25. Documentos de 
investigación y el presente Reflexiones.

Enrique V. Iglesias se graduó en Economía 
y Administración en la Universidad de la 
República de Uruguay en 1953 e hizo estudios 
superiores de especialización en Estados 
Unidos y Francia. Inició su carrera en 1954 en 
el sector privado como director de la Unión de 
Bancos del Uruguay. Fue director del Instituto 
de Economía de la Universidad de la República 
de Uruguay, miembro del Directorio del Consejo 
Latinoamericano de Ciencias Sociales (CLACSO), 
presidente del Instituto Latinoamericano 
y del Caribe de Planificación Económica y 
Social (ILPES) de Naciones Unidas, entre 1967 
y 1972. Entre 1966 y 1968 fue presidente del 
Banco Central de Uruguay. Ocupó el cargo de 
secretario ejecutivo de la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe de las Naciones 
Unidas (CEPAL), de 1972 a 1985. Fue secretario 
general de la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Fuentes de Energía Nuevas y 
Renovables en 1981; ministro de Relaciones 
Exteriores de Uruguay (1985-1988) y presidente 
de la Reunión Ministerial que diera inicio a la 
Ronda Uruguay del Acuerdo General sobre 
Aranceles y Comercio (GATT), en Punta del Este, 
Uruguay, en 1986. El Secretario General de la 
ONU, Kofi Annan, nombró en 2003 a Enrique 
V. Iglesias miembro de la Comisión de Alto 
Nivel para evaluar las amenazas a la paz y a la 
seguridad mundiales, así como la reforma de la 
ONU. En 2005, Annan volvió a contar con Iglesias 
como experto mundial para el Grupo de Alto 
Nivel de la Alianza de Civilizaciones. De 2005 
a 2014 fue secretario general Iberoamericano, 
después de haber sido durante diecisiete 
años presidente del Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID), con sede en Washington, 
DC. Actualmente preside la Fundación ASTUR, 
institución uruguaya dedicada a la mejora de 
las condiciones de vida de los adultos mayores 
y al estudio de temas vinculados al desarrollo 
económico y social.
Entre otros, es autor de los siguientes libros: 
América Latina en el umbral de los años 
ochenta, El desafío energético y Desarrollo y 
equidad: el desafío de los años ochenta.
Ha sido distinguido como doctor honoris causa 
por numerosas universidades de América 
Latina y Europa.
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